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RESUMEN EJECUTIVO 
 
 
Naturaleza Jurídica del Recargo, Sanción o Consecuencia de la Determinación Tributaria 
por parte del Sujeto Activo 
 
El presente trabajo de investigación analiza la naturaleza jurídica del recargo tributario en el 
Ecuador, definido en el artículo 90 del Código Tributario reformado por el artículo 2 de la Ley 
Reformatorio para la Equidad Tributaria del Ecuador, sancionada el 28 de diciembre de 2007por 
la Asamblea Constituyente de Montecristi. Como fuente preliminar, se establece lo que enmarca 
la Administración Pública Tributaria, los principios por los que se rige y sus facultades, dentro 
de estas la facultad determinadora. Adicionalmente se define las corrientes que han sido 
manejadas por diversas doctrinas, por un lado, la corriente de ser una consecuencia de una 
determinación tributaria por el sujeto activo que ha fundado sus argumentos en el contexto de 
una indemnización, que presume que al determinar se compensa las costas por méritos al trabajo 
realizado al determinar al contribuyente. Y por otro lado, la corriente que merece la suerte de 
sanción manteniendo su carácter punitivo-represivo a los accionares antijurídicos realizados por 
los indistintos administrados. Finalmente se analiza el contexto practico de la aplicación del 
recargo en el Ecuador en sus diferentes etapas tales como el ámbito Administrativo, Judicial, y 
el derecho comparado con otras legislaciones para concluir con la definición de su naturaleza. 
 
Palabras Claves: 
1. DERECHO TRIBUTARIO 
2. NATURALEZA JURIDICA 
3. RECARGO  
4. TRIBUTO 
5. SANCION 
6. INDEMNIZACIÓN 
 
 
 
 
  xiii 
 
ABSTRACT 
 
Legal  Nature of Recharge, Sanction due to Tax Assessment by an Actiuve Subject 
 
The current research study considers legal nature of tax recharde in Ecuador, defined by Art. 90 
of the Tax Code, as Reformed by Art. 2 of the Reformatory Law to the Tax Equity Ecuador 
issued on December 29, 2007 by the Asamblea Constituyente de Montecristi. As interim 
sources, provisions of the Tax Public Administration are considered, guiding principles and 
powers, among them the determining power. Additionally, currents managet by diverfse 
doctrines are defined, the current, in case it derives from tax determinatuion by the active 
subject, that has based arguments on a compensation setting, where it is supposed that at its 
determination, cost for work merits when the taxpayer was determined. On the other hand, the 
current tht deserves a sort of sanction by maintaining punitive-repressive character to anti-
jiridicial actions taken by diverse administered subjects. Finally, the practical context to apply 
recharge in Ecuador is analyzed in diverse stages, such as the Administrative, Judicial and 
Compared Law with other legislations, and ending-up by defining its nature. 
Keywords: 
1. TAX LAW 
2. LEGAL NATURE 
3. RECHARGE 
4. TAX 
5. SANCTION 
6. COMPENSATION 
 
 
I certify that I am fluent in both English and Spanish languages and that I have translated the 
attached abstract from the original in the Spanish language to the best of my knowledge and 
belief. 
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INTRODUCCIÓN 
 
Innegablemente se considera que la creación de la Ley Reformatoria para la Equidad 
Tributaria en el Ecuador, aprobada por la Asamblea Constituyente el 28 de diciembre de 2007 y 
publicada el 29 de diciembre del mismo año en el Registro Oficial No. 242, tiene como eje, 
entre otros aspectos, la búsqueda de mejorar la recaudación de tributos en el Ecuador y el 
disminuir las infracciones y conductas antijurídicas tributarias tales como la evasión, elusión, 
entre otros, que en muchos casos, han generado una riqueza desmedida y poder en perjuicio del 
Estado. 
 
En general, de la lectura que se desprende del articulado de la Ley en mención, la norma 
establece un marco para combatir la evasión, para restringir la elusión, para fortalecer la 
estructura de la Administración Tributaria, mejorar el ingreso de capitales a las arcas fiscales 
siempre buscando el objetivo de comprender una mejoría en la distribución de la riqueza, 
fundado en los principios tributarios en coordinación con la Constitución y sus normativas 
anexas en aras del crecimiento de la economía fiscal en el país. 
 
 A lo descrito, según Oliver  Holmes, quien interpreta todo el mundo tributario en una 
frase emblemática, “Los impuestos son el precio que pagamos por una sociedad civilizada”1. 
Realidad que sostiene civilizaciones, precio que se paga por obtener un desarrollo estructural en 
todo ámbito en las esferas políticas, sociales, económicas y culturales. Los tributos son la 
contribución de todos los miembros de una sociedad en búsqueda del mantenimiento y 
sostenimiento del Estado del que forman parte y por lo tanto, aparte de legítimo es necesario y 
está acorde a las buenas costumbres. Con este precepto, de cierta forma, la búsqueda de una 
mejor recaudación tiene una base sustentable y lógica, siempre y cuando no se atente con el 
patrimonio que los individuos crean con su trabajo. El mejorar las estructuras punitivas que 
incorporen verdaderos valores y patrones de conducta en los contribuyentes con el fin de 
disminuir  las indistintas infracciones se vuelen un arduo trabajo, sin embargo, estas estructuras 
tienen que tener como premisa fundamental el fomento de la sociedad y no perder el enfoque de 
lo que se considera como tributo, como un elemento social con exclusiva prioridad sobre el 
individual, teniendo como condición principal la solidaridad, más no solo el simple hecho de 
recaudar a costa de vulneración de derechos y garantías. 
                                                          
1
 Social Phrases http://socialphrases.com/quote.php?q=23738 (consulta 30 de marzo de 2014, 21H00) 
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 Consecuentemente, entre algunas de las nuevas disposiciones introducidas por la Ley 
Reformatoria para la Equidad Tributaria, se presentaron algunas que se podrían considerar hoy 
por hoy novedosas, en especial para el sistema tributario ecuatoriano, y entre ellos el 
denominado RECARGO TRIBUTARIO, establecido por el artículo 2 de la mencionada Ley, 
que ordena que al “artículo 90 agréguese un inciso final, con el siguiente texto: “La obligación 
tributaria así determinada causara un recargo del 20% sobre la principal”. 
2
Es por esto que, el 
artículo 90 del Código Tributario queda establecido de la siguiente manera: 
 
 “Artículo 90.- Determinación por el sujeto activo.- El sujeto activo establecerá la 
obligación tributaria, en todos los casos en que ejerce su potestad determinadora, 
conforme el artículo 68 de este Código, directa o presuntivamente. 
La obligación Tributaria así determinada causará un recargo del 20% sobre la 
principal.” 
 
En consideración con la normativa tributaria ecuatoriana, el tributo con su naturaleza 
pública y su finalidad de contribuir al sostenimiento del Estado se establece mediante la facultad 
determinadora de la administración (artículos 67 y 68 del Código Tributario),que, cuándo el 
sujeto pasivo ante la realización de un hecho normado, ha cumplido con el principal 
requerimiento el cual es realizar una determinada actividad financiera que  configure el hecho 
generador, este definirá el valor a ser pagado como tributo por dicho hecho anteriormente 
preestablecido en la Ley. 
 
Esta facultad determinadora, que en ninguna forma o medida conlleva a un perjuicio 
para el Estado, pues, es una atribución del mismo y parte de la llamada gestión tributaria
3
. Esta 
facultad tiene diferentes formas de realizarse, por parte de la declaración del sujeto pasivo, por 
actuación de la administración o de modo mixto. 
 
La determinación a la cual se refiere el artículo 90 de la Ley Reformatoria de Equidad 
Tributaria, materia del presente trabajo,  describe el trabajo que realiza el sujeto activo de forma 
directa, es decir, desde ya se podría inferir que existirá recargo cuando el sujeto pasivo no 
                                                          
2
 Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria, R.O. No. 242 ,2007. 
3
 Es el conjunto de facultades y accionares relacionados con la Tributación que tienen como fin el adquirir ciertas 
ventajas económicas para la consecuente realización de los fines del Estado. 
3 
 
presentó la declaración debida, o si la hizo, fue errónea, y en su defecto, la administración debió 
intervenir directamente determinándolo. 
  
Consecuentemente, se busca establecer si existe afinidad entre el recargo tributario con 
la Constitución y demás normativas conexas a esta, con el fin de promover una tributación 
acorde a principios, derechos, garantías y obligaciones que hagan de este un mejor país. 
  
Por esto, el presente trabajo está establecido con la finalidad de determinar la naturaleza 
del recargo en la legislación ecuatoriana, identificando la falta de tecnicismos relacionados por 
el accionar de los legisladores en referencia a la institución que va a ser materia de este estudio. 
 
Se considera importante los antecedentes previos que servirán de principal instrumento 
para la presente investigación, existe un fallo de triple reiteración de la Corte Nacional de 
Justicia, que ha provocado la creación de Jurisprudencia respecto al tema mencionado para el 
análisis de este trabajo, y también, existe un pronunciamiento de la Corte Constitucional, en el 
cual se da validez a esta figura tan polémica y ofrece un criterio diferente a la preestablecida por 
la Corte Nacional de Justicia. 
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CAPÍTULO I 
 
1. ADMINISTRACIÓN PÚBLICA TRIBUTARIA 
 
1.1. Generalidades 
 
El tributo es un elemento social de carácter obligatorio y esencial en el palmarés de cada 
gobierno, siendo de tanta relevancia que es uno de los primordiales ejes económicos para el 
sustento y prestación de los servicios que el Estado pretende abastecer para el beneficio de los 
ciudadanos, sin embargo, su aceptación implica como principio la educación cívico tributaria de 
los habitantes en general, y más personalizada, a los contribuyentes, con el objetivo de buscar 
un cumplimiento voluntario con una mentalidad social más no particular, además de esto existen 
normas e instituciones que regulan el cumplimiento de las mismas. 
 
Estas normas e instituciones, tienen por objeto el impedir, hasta donde las circunstancias 
lo permiten, abusos, arbitrariedades y discriminaciones por parte del poder público fiscal, 
normas e instituciones regidas a un sin número de principios y bases universales del derecho 
tributario. 
 
Teniendo como premisa lo anteriormente mencionado, la esfera fiscal tributaria es una 
de las áreas más preponderantes dentro del contexto jurídico-social, en donde se vela por la 
relación y la armonía que debe prevalecer entre las partes y objetos intervinientes, las cuales son  
sujetos de derechos y obligaciones, tales como; la Administración Tributaria por un lado 
representando al Estado como ente desconcentrado, encargado de la recaudación de tributos, 
entre una de sus principales actividades; también el sujeto pasivo, contribuyente o responsable, 
al cual se le imponen las obligaciones formales y económicas por llevar a cabo una determinada 
actividad financiera; y, por último el tributo, objeto de la relación entre estos dos actores. 
 
Desde la creación de la primera normativa en materia tributaria en nuestro país, después 
de haberse separado de la Gran Colombia en el año de 1830 y con el establecimiento del 
5 
 
Principio de Legalidad como norma constitucional, es decir, “sin Ley no hay tributo”4, surge la 
imposición al pago de ciertos tributos dirigidos especialmente a la clase más pobre e indígenas. 
 
En el año de 1959, bajo el gobierno del doctor Camilo Ponce Enríquez
5
, se crea el 
TRIBUNAL FISCAL, con la finalidad de atender y resolver las controversias generadas en 
materia tributaria. En diciembre de 1963 se crea el CÓDIGO FISCAL, donde se establecieron 
las normas generales del derecho en materia tributaria y las referentes a procedimientos 
administrativos sobre el reclamo y recurso de apelación, designación de las autoridades 
competentes para conocerlos, resolverlos y procedimientos de ejecución de los créditos 
tributarios mediante la acción coactiva, concluyendo con las disposiciones sobre la acción 
contencioso tributaria ante el órgano jurisdiccional especializado ahora Tribunal Distrital de lo 
Fiscal. Cabe mencionar que este Código Fiscal no prevé ningún capítulo con respecto al ilícito 
tributario. 
 
Es para el año de 1975, más específicamente el 6 de diciembre se crea mediante decreto 
número 1016-A, el CÓDIGO TRIBUTARIO, en sustitución del Código Fiscal que tuvo en sus 
fuentes de información, a más del Código Fiscal, el Código Modelo para América Latina
6
, y las 
diferentes materias debidamente estructuradas en sus cuatro libros. 
 
La Constitución de la República del Ecuador
7
, señala en el numeral 6 del artículo 120 
que la Asamblea Nacional tendrá entre sus principales atribuciones, “…expedir, codificar, 
reformar y derogar leyes, e interpretarlas con carácter general obligatorio”, en referencia al sistema 
de tributos el numeral siguiente señala que la Asamblea Nacional tiene la facultad de “…crear, 
modificar o suprimir tributos mediante ley, sin menoscabo de las atribuciones conferidas a los gobiernos 
autónomos descentralizados”, en conclusión, no hay tributo sin Ley. 
 
Siendo así, el numeral 9 del artículo 171 de la Constitución  de la República del 
Ecuador (2008) al referirse a las facultades del Estado nos señala que una de ellas es “dirigir la 
                                                          
4
Principio esencial en el palmarés de las democracias constitucionales, se requiere siempre una imprescindible 
deliberación democrática de los representantes de los ciudadanos para establecer los tributos mediante Ley. 
5
 Camilo Ponce Enríquez, (1912-1976), político y estadista. Presidente Constitucional del Ecuador (1956-1960).   
6
 Remitido el 17 de abril de 1969 por; Carlos María Giuliani Fonrouge (Argentina), Ramón Valdés 
Costa (Uruguay) y Rubens Gomes de Sousa (Brasil). 
7
 Aprobada por la Asamblea Constituyente de Montecristi, 2008, vigente hasta la actualidad. 
6 
 
Administración Pública y expedir las normas necesarias para regular la Integración, organización y 
procedimientos de la Función Ejecutiva”, en concordancia con el artículo 64 del Código Tributario 
ya mencionado , en el cual señala que “La dirección de la Administración Tributaria, corresponde en 
el ámbito nacional, al Presidente de la República, quien la ejercerá a través de los organismos que la ley 
establezca”. 
 
 Teniendo así una concentración de atribuciones en el Estado, que en materia de nuestra 
investigación, desconcentra a las diversas instituciones con el fin de prestar un servicio de 
excelencia, plasmando como uno de los principales ejemplares al Servicio de Rentas Internas 
S.R.I., creado mediante la Ley No. 41 publicada en el R.O. No. 206 de 2 de diciembre de 1997,  
tal como lo establece el artículo 1 “como una entidad técnica y autónoma, con personería jurídica, de 
derecho público, patrimonio y fondos propios, jurisdicción nacional”. 
 
 Como se aprecia, la Administración Tributaria, que en el caso del Ecuador se 
desconcentra al Servicio de Rentas Internas, S.R.I., cumple con un rol esencial como principal 
agencia recaudadora de tributos para respaldar los objetivos previstos en los esquemas políticos 
del gobierno, en sus diferentes niveles, tanto nacionales como a los gobiernos autónomos 
descentralizados llamados Municipios. 
 
1.2. Evolución Tributaria en América Latina. 
  
A nivel de nuestra región latina han existido cambios fundamentales en la normativa 
tributaria; sin embargo, la mayor parte de Códigos o leyes de carácter general han tomado como 
fuente, total o parcialmente, el Modelo de Código Tributario para Latinoamérica
8
 preparado por los 
fallecidos maestros Rubens Gomes de Sousa
9
, Carlos M. Giuliani Fonrouge
10
  y Ramón Valdés 
Costa
11
. 
                                                          
8
 Remitido el 19 de Abril de 1967, compuesto por Consideraciones Generales en cinco títulos y 196 artículos más 
tres anexos que hacían referencia al glosario. Importante señalar que todos los artículos tuvieron su motivación y 
análisis en particular para su exposición posterior.  
9
Abogado y profesor Brasileño, experto reconocido en materia de  Impuestos, co-autor del Código Tributario para 
Latinoamérica. 
10
 Profesor Argentino en Tributación, denominado por Valdés Costa como “el padre del derecho tributario en 
América Latina”,  co-autor del Código Tributario para Latinoamérica, autor de la obra maestra “Derecho 
Financiero” dos Tomos. 
11
 Profesor Uruguayo, reconocido por su lucha incansable para elaborar un Código Tributario para su país, 
instrumento finalmente sancionado en 1974, co-autor del Código Tributario para Latinoamérica. 
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García (1993) afirma que los primeros códigos en emitirse fueron los de Brasil y Perú 
en 1966 que guardan notorias similitudes, atribuibles a la actuación que tuvieron 
respectivamente Gomes de Sousa y Videl Cárdenas, como autor y colaborador del modelo, 
aunque debe anotarse que el Código de Perú tuvo también como antecedente un anteproyecto 
preparado por García Añoveros. 
  
Cabe destacar que, estos códigos ya contemplaban normativa relacionada con el carácter 
administrativo, para solucionar conflictos que surjan entre los sujetos pasivos y terceros de las 
administraciones tributarias. 
  
Siguiendo con lo mencionado por el autor Ibídem (pág. 19), la evolución de los códigos 
tributarios en Latinoamérica, persigue un orden cronológico definido como: 
 
 “Los Códigos de Bolivia en 1970 y el de Costa Rica en 1971, cuya fuente directa y 
determinante es el modelo; en 1974 se aprueba en Uruguay con algunos 
apartamientos; Ecuador modifica en 1975 su Código de 1963, tomando como una 
de sus principales fuentes el modelo de Venezuela, en 1982 lo toma como fuente 
principal con adaptaciones a su ordenamiento, en el mismo caso se encuentra el 
Código de Guatemala, sancionado en 1991, que constituye el ejemplo más 
representativo de la defensa de los principio fundamentales del Derecho Tributario; 
Paraguay sanciona en 1991 una Ley Reformada Tributaria que incluye un extenso 
capítulo de las disposiciones generales” equiparable a un Código dentro de la 
misma orientación; en 1992 se expide el Código de la Republica Dominicana” 
  
Sin embargo, existieron países que tomaron el modelo de Código en forma parcial y se 
mencionan de la siguiente manera;  
 
Chile expide su Código en 1960, que ha contemplado numerosas reformas, aborda 
principalmente los aspectos formales y punitivos. El estatuto Tributario, expedido en Colombia 
en 1989 puede ser comparado desde el punto de vista formal con el Código de Chile. En caso 
similar se encuentra la Ley Argentina 11.683 que no aborda todos los aspectos, pero que está 
contemplada con la Ley 15.265 que creo el Tribunal Fiscal de la Nación. Por último el modelo 
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de Honduras con una filosofía moderna y con soluciones heterodoxas, pero basadas 
fundamentalmente en la doctrina Latinoamericana. 
 
Es importante destacar por motivos de este trabajo que en el Ecuador, las figuras que 
contemplan los delitos tributarios que entre sus principales figuras encontramos a la 
defraudación tributaria en sus distintas esferas, en la actualidad no se las encuentra en el área de 
los Ilícitos tributarios en el Código Tributario, ya que toda la competencia para la tipificación de 
estos delitos paso a la esfera penal, el instrumento normativo encargado de estas infracciones 
ahora es el Código Orgánico Integral Penal
12
. 
 
1.3. Principios Tributarios 
 
La Constitución del Ecuador del 2008, creada en la ciudad de Montecristi, instaura entre 
otros elementos, importantes avances en lo referente a  derechos y garantías otorgados a los 
individuos, a la par de estos elementos se puede palpar también, como en el proceder de los 
años han ido en aumento la declaración de principios que rigen el sistema tributario ecuatoriano.  
 
Buscar las diferencias entre principios tanto universales, constitucionales y los 
tributarios es una cuestión solo de forma, sin embargo al momento de crear las leyes tributarias 
es preponderante tener los principios expresados en la Constitución, puesto que esta es la norma 
máxima del Estado, es la que guía a todo el ordenamiento jurídico, ofreciendo garantías, que se 
vuelven de aplicación directa e inmediata en el país
13
. Es por esto que, los principios tributarios 
rigen en cada uno de los actos tributarios, y por su importancia, a continuación de forma 
general, se los identifica para las correspondientes reflexiones. 
  
Al respecto, la Constitución en el artículo 300 determinada los principios tributarios, por 
los cuales se va a regir la legislación ecuatoriana en la esfera fiscal: 
                                                          
12
 Publicado en el Registro Oficial Nº 180, lunes 10 de febrero de 2014, este código lleva 20 faltas tributarias que 
llevan por castigo de uno a diez años. 
13
 Los principios Universales del Derecho, y los principios que rigen la estructura tributaria como tal no varían de 
un país a otro, las definiciones que manejan diversos autores radican en exponer que los principios son las 
expresiones máximas de los comportamientos y pensamientos, sin lugar a distinción del lugar raza cultura o contexto 
social en que se encuentren las civilizaciones, el fondo de estos siempre empeñaran un mismo sentido. 
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Artículo 300.-El régimen tributario se regirá por los principios de generalidad, 
progresividad, eficiencia, simplicidad administrativa, irretroactividad, equidad, 
transparencia y suficiencia recaudatoria. Se priorizaran los impuestos directos y 
progresivos. 
 
En concordancia con los principios constitucionales, se derivan también principios 
establecidos en las normas anexas, tal es el caso del Código Tributario, el cual mantiene 
principios tales como: 
 
Artículo 5.- Principios Tributarios: El Régimen Tributario se regirá por los 
principios de legalidad, generalidad, igualdad, proporcionalidad e irretroactividad. 
 
1.3.1. Principio de Legalidad 
 
 
Una de las premisas fundamentales del derecho tributario expresada por Arrioja (1998, 259) 
es que: “solo la ley permite que el particular conozca de antemano hasta donde llega su obligación de 
contribuir al sostenimiento del Estado y que derechos puede hacer valer ante posibles abusos por parte 
del Fisco”14.  
 
Al efecto, es por esto la existencia de la Constitución y todo un vademécum de cuerpos 
legales y sus respectivos reglamentos, que “dispongan las leyes” que van a dirigir una 
determinada sociedad, en el campo tributario, el escenario se dispone en que el Estado exigirá la 
entrega de prestaciones monetarias o en especie y el fundamento siempre tendrá como base una 
norma legal creada por un órgano competente. 
 
Ahora bien, los enunciados primordiales de este principio se basan en; la autoridad 
hacendaria no puede realizar su actividad fiscalizadora, sin encontrase previa y expresamente 
                                                          
14
 El autor presenta un escenario en donde priman las garantías a los ciudadanos exponiendo la necesidad que tiene 
el Estado de controlarse a sí mismo para no involucrarse en asuntos ajenos a circunstancias reñidas con la ley, que 
definan un abuso de su parte para con los ciudadanos sometiéndose a un conjunto de normas que dictaran su 
proceder. 
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establecida la facultad en la ley, y por otro lado los contribuyentes solo se encuentran obligados 
a cumplir con los deberes que se les impongan previamente en la Ley. 
 
1.3.2. Principio de Generalidad 
 
El principio de generalidad es una consecuencia en forma directa del régimen de legalidad 
tributaria, es decir,  la norma debe establecer con anterioridad el tributo para que este tenga 
validez en su aplicación, y al constituirse en base de una norma este tiene carácter general, por 
ende se puede deducir, que el accionar tributario y las relaciones que se presenten en el mismo 
van a ser reguladas y contempladas primero en una norma. 
 
Zavala (1971, 171) complementa diciendo que: “El principio de Generalidad no significa 
que todos deben pagar impuestos, sino que todos lo que tienen capacidad contributiva
15
 paguen algún 
impuesto”. Consecuentemente se puede definir que este principio está en concordancia con lo 
establecido en la Constitución, la norma es para todos sin excepción y el accionar de tributar lo 
harán las personas que posean la capacidad contributiva y cumplan los elementos que señala la 
Ley para tales efectos 
 
Supuesto esto, Arrioja
16
 (1998, 179) al hablar del principio de generalidad, en su 
acepción jurídica tributaria se tiene que sólo están obligados a pagar los tributos aquellas 
personas físicas o morales
17
, que por cualquier motivo o circunstancia se ubiquen en alguna de 
las hipótesis normativas previstas en las leyes tributarias, llevando a cabo en consecuencia, el 
correspondiente hecho generador de los tributos o contribuciones de que se trate. 
 
 
                                                          
15 El famoso tratadista Adam Smith, en su libro “La Riqueza de las Naciones” escrito en 1917, señala como 
primerísima regla tributaria la de Capacidad, determinando en resumidos términos que los súbditos de un Estado 
deben contribuir a su sostenimiento según sus respectivas capacidades, completando la idea actualmente se dice que 
esta capacidad contributiva hace referencia al poder económico que pueda tener una persona para poder asumir 
cargas tributarias. 
16 Licenciado en Derecho por la UNAM, Catedrático de Derechos Administrativo y Derecho Fiscal en la Facultad de 
Derecho, autor de la obra “Derecho Fiscal” 2003 México. 
17
 El autor al hablar de “personas morales” hace referencia en términos de nuestra legislación a las “personas 
naturales” sujetos de derechos y obligaciones al igual que las personas Jurídicas. 
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1.3.3. Principio de Igualdad 
 
El régimen tributario se rige por el principio de igualdad, en consecuencia con la igualdad 
esencial en todos los habitantes. 
 
Esto significa que, no puede concederse beneficios, exenciones ni tampoco imponerse 
gravámenes por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, filiación política económica o 
nacimiento. Es decir, la Ley sin distinciones de circunstancias de vida que cada individuo le 
toque atravesar cumple el mismo efecto sin discriminación de ninguna clase, cumpliendo con la 
acepción de la palabra igualdad que significa reciprocidad en el trato. 
 
1.3.4. Principio de Proporcionalidad 
 
Al respecto Arrioja (1998, 203) nos transmite que el principio de proporcionalidad se 
identifica con que “todo ciudadano debe contribuir al sostenimiento del Estado bajo cuya soberanía 
reside, en una proporción lo más cercana posible a su verdadera capacidad económica”.
 
(El subrayado 
no corresponde el texto original). 
 
Es de real importancia tomar en cuenta lo mencionado por Arrioja, la proporcionalidad en la 
tributación. Con esto queriendo demostrar que para que un sistema tributario resulte justo y 
equitativo no bastaría que la obligación sea determinada en forma cuantitativa por la diferencia 
contributiva que tenga cada individuo, sino que hay que tomar en cuenta que, esa aportación que 
cobra una diferencia cuantitativa, cualitativamente sea igualitaria para los dos, en otros términos 
el uno pagará más que el otro, por su poder económico, más el porcentaje del impuesto será 
igual para los dos. 
 
En conclusión, el gravar cualitativamente mediante tasas porcentuales de tipo diferencial a 
quienes posean una mayor capacidad económica, a fin de que el impacto patrimonial que sufran 
sea más elevado que el tengan que soportar los ciudadanos de mediana o menos capacidad 
económica define que bajo ninguna circunstancia este principio sea una razón para la 
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confiscación de la totalidad o de una parte del patrimonio o del producto legitimo del esfuerzo 
y trabajo del propio individuo. 
 
1.3.5. Principio de Irretroactividad 
 
En materia tributaria este principio tiene dos aplicaciones. 
 
En primer lugar, desde un punto de vista general, las leyes tributarias, sus reglamentos y 
circulares de carácter general rigen exclusivamente para el futuro. El artículo 311 del Código 
Tributario señala que regirán desde el día siguiente al de su publicación en el Registro Oficial, 
sin embargo,  muchas leyes tributarias señalan como fecha de vigencia a la de su publicación en 
este registro. Pero puede también señalarse una fecha posterior al de su publicación en casos por 
excepción. 
 
Las leyes que se refieran a tributos cuya determinación o liquidación deba realizarse por 
periodos anuales por ejemplo el impuesto a la renta, son aplicables desde el primer día del 
siguiente año calendario
18
; y, si la determinación o liquidación se realiza por periodos menores, 
se aplicaran desde el primer día del mes siguiente. 
 
En segundo lugar, las normas tributarias penales, las que se refieren a delitos, 
contravenciones y faltas reglamentarias de carácter tributario, rigen también para el futuro, pero 
excepcionalmente tendrán efecto retroactivo si son más favorables  al afectado y aún más 
cuando haya sentencia condenatoria. Estas serían las que suprimen infracciones, establecen 
sanciones más benignas o términos de prescripción más breves. 
 
 
                                                          
18
 El ejercicio impositivo del impuesto a la renta  comprende del 1o. de enero al 31 de diciembre, y la liquidación del 
mismo se presenta para personas naturales en marzo y para las sociedades en abril de cada año. La vigencia de 
leyes para este impuesto tiene como parámetro los años y no los días. 
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1.4. Facultades de la Administración Tributaria 
 
Las facultades que posee la Administración Tributaria son las que la Ley asigna para 
determinar la obligación o identificar la obligación tributaria y sus respectivas consecuencias, 
cuyos presupuestos de hecho y de carácter general se encuentran establecidos en la Ley, es 
decir, fundados en el principio de legalidad que cuidadosamente limita las facultades de la 
Administración, apodera, habilita a la Administración para su actuación, confiriéndole al efecto 
poderes jurídicos (García y Fernández, 1991). 
 
Teniendo como límite un criterio de razonabilidad, actualmente en el Ecuador se admite 
que las facultades pueden estar contenidas en cláusulas generales, pero estas no deben llevar 
arbitrariedades, ni el accionar de potestades ilimitadas, obviamente, las mismas requieren  para 
su aplicación el establecimiento de ciertos parámetros concretos, es decir bases fundamentadas 
en donde se dicten las reglas de cómo se aplicaran las potestades administrativas para con los 
contribuyentes sin que se atenten con los intereses de los mismos, en una esfera de 
imparcialidad. 
  
Entre las principales facultades que identifican el concepto antes descrito encontramos 
las propuestas en el Código Tributario en su artículo 67 que nos dice; 
Artículo 67.- Facultades de la administración Tributaria.- Implica el ejercicio de 
las facultades; de aplicación de la ley; la determinación de la obligación tributaria; 
la de resolución de los reclamos y recursos de los sujetos pasivos; la potestad 
sancionadora por infracciones de ley tributaria o sus reglamentos y la de 
recaudación de los tributos.” (lo subrayado no pertenece al texto original). 
 
La Administración Tributaria, como se ha mencionado anteriormente, tiene las 
facultades o atribuciones de determinación, resolución, potestad sancionadora y la de 
recaudación de tributos, que le permiten el cumplimiento de sus deberes institucionales, 
conforme con a la Constitución y las normas tributarias relacionadas, a través de estas 
facultades el Estado puede desarrollar su actividad fiscal y cumplir con los objetivos y 
enunciados propios de su naturaleza.  
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Siendo así, al hablar de legalidad en el accionar de las facultades administrativas, otro 
de los enunciados que enmarca otro escenario interesante, es que, dentro de los límites ya 
mencionados en el accionar de la Administración se inserta la posibilidad del ejercicio de las 
facultades discrecionales
19
. 
 
Idea que identifica, tal como lo señala Boquera
20
 (1996) “existe discrecionalidad en el 
medio utilizado para la obtención del fin establecido en la norma, la Administración es libre de ejercer la 
potestad atribuida en cuanto a la elección del medio idóneo, pero nunca en cuanto a la determinación del 
resultado, se trata de lograr un fin público”. Es de esta manera que el accionar discrecional, si en su 
contexto no conlleva la literalidad de la Ley, si llevan elementos que necesitan obligatoriamente 
ser reglados para su ejercicio, como el contenido y la finalidad de dicho accionar, acorde a los 
principios de derecho. 
 
Sin embargo, al tenor de la limitación o de la discrecionalidad de la actuación del sujeto 
activo es necesario recalcar que cada una de estas potestades administrativas son de carácter 
imprescindible para el manejo de la administración pública fiscal. Para diversos autores, las 
potestades estatales son unas más preponderantes que otras, por motivos de la presente 
investigación y por el contexto de la misma, se profundizará más en la Facultad Determinadora, 
potestad por excelencia que regula los procesos fiscalizadores determinativos de la relación 
jurídica tributaria entre el contribuyente y el Estado. Por ende, la potestad determinadora es 
medular para referirse al recargo, ya que, es la fuente donde nace  y donde se configura esta 
institución en la legislación ecuatoriana. 
 
Por otro lado, hablar de las facultades de la Administración Tributaria, es también de 
importancia referirse a la Facultad Resolutiva la cual está determinada en el artículo 69 del 
Código Tributario, que establece: 
 
Artículo 69 Facultad resolutiva.-Las autoridades administrativas que la ley 
determine, están obligadas a expedir resolución motivada, en el tiempo que 
                                                          
19
 Se dirige a identificar una libertad de elección entre alternativas igualmente equitativas, o, si se prefiere, entre 
indiferentes jurídicos, porque la decisión se fundamenta en criterios, no incluidos en la ley y remitidos al juicio 
subjetivo de la Administración Tributaria que no cause un daño a terceros. 
20
 Doctor en Derecho, con premio extraordinario, por la Universidad de Madrid (1955), Catedrático en la 
Universidad de O.M. Madrid, autor de la obra “Derecho Administrativo”, vol. I, Ed. Instituto de Estudios de 
Administración Local, Madrid, 1ª ed. 1972; Ed. Civitas 
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corresponda, respecto de toda consulta, petición, reclamo o recurso que, en 
ejercicio de su derecho, presenten los sujetos pasivos de tributos o quienes se 
consideren afectados por un acto de administración tributaria. (Lo subrayado no 
pertenece al texto original). 
 
A este respecto tenemos acertadamente la figura del derecho de petición establecido en 
el numeral 23 del artículo 66 de la Constitución, el cual, tiene como premisa, el derecho que 
tienen los contribuyentes a una resolución motivada a sus pedidos y quejas,  respondiendo a las 
necesidades sociales, determinando así una garantía básica que enfoca la obligatoriedad de 
motivar las resoluciones emanadas por las autoridades competentes, teniendo por el otro lado en 
el caso de la no motivación, la anulación de aquellos actos administrativos. 
 
Continuando con otra de las principales facultades de la administración, tenemos a la 
Facultad Sancionadora, la cual es una de los ejes de esta investigación, la cual se profundizará 
más adelante, como preámbulo se puede mencionar que esta facultad está contemplada en el 
artículo 70 del Código Tributario que establece:  
 
Artículo 70.- Facultad Sancionadora.- “en las resoluciones que expida la 
autoridad administrativa competente, se impondrán las sanciones pertinentes, en los 
casos y en la medida previstos en la ley”.  
 
Para este fin, el mismo Código Tributario establece en su Cuarto Libro el ilícito 
tributario junto con todos los tipos penales tributarios, y demás sanciones que como se explicó 
anteriormente muchas de ellas en la actualidad se encuentran tipificadas en el Código Integral 
Penal. 
 
Finalmente se tiene a la Facultad Recaudadora establecida en el artículo 71 del Código 
Tributario el cual nos dice; 
 
Artículo 71.- Facultad recaudadora.- La recaudación de los tributos se efectuara 
por las autoridades y en la forma o por los sistemas que la ley o el reglamento 
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establezcan para cada tributo. El cobro de los tributos podrá también efectuarse 
por agentes de retención o de percepción que la Ley establezca o que, permitida por 
ella, instituya la administración. (Lo subrayado no  pertenece al texto original). 
 
Facultad que hoy por hoy es de gran importancia para las políticas estatales ya que por 
medio de este mecanismo, el ingreso de fondos al Estado  poco a poco se ha venido 
convirtiendo en uno de las principales áreas estratégicas utilizadas para el sostenimiento de 
obras y planes Gubernamentales. 
 
Establecidas así todas las facultades, como se hizo mención anteriormente el principal 
objetivo del Estado, desconcentrando a la administración tributaria sus facultades es obtener 
como resultado la regulación de la relación existente entre los contribuyentes y el Estado 
teniendo como eje intermedio el tributo parte de la relación u obligación fiscal correspondiente. 
 
1.4.1. Facultad Determinadora  
 
En razón de los objetivos del presente estudio y su preponderante importancia en la 
Administración Tributaria, corresponde estudiar detalladamente la facultad determinadora del 
sujeto activo, esta potestad es una de las bases para la existencia de la Administración 
Tributaria, puesto que de aquí nacen los procesos de verificación, determinación de la 
obligación tributaria y de las declaraciones de los tributos que realizan los contribuyentes. 
Dentro de esta potestad, inmersa en el contexto de la presente tesis, se revisaran los procesos 
determinativos al detalle, con el fin de identificar como se configura el recargo, en materia de 
impuestos. 
 
En el mundo actual, moderno, bajo los preceptos de que cada ciudadano tiene el deber 
de cumplir con sus obligaciones fiscales y así colaborar según su capacidad económica 
contributiva, con el sostenimiento del Estado, para lograr el bienestar de la sociedad. En este 
sentido, en primer término, es necesario recordar que el procedimiento administrativo constituye 
un conjunto de actos reglados normativamente, en forma sistemática, que le permite al órgano 
administrativo pertinente llevar adelante su propia actividad ejecutoria. 
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 Consecuentemente, Boquera (1996, 323) conceptualiza al Acto Administrativo como 
“la declaración de voluntad que crea unilateralmente e impone consecuencias jurídicas a un sujeto o 
sujetos por presumir el ordenamiento jurídico, con presunción iuris tantun
21
, su legalidad”. En tal 
sentido se puede deducir que es un acto jurídico, en el cual de manera unilateral se crean 
derechos y obligaciones,  pero la característica principal es que se la imponen a sus 
destinatarios, y esto resulta posible, ya que el acto siempre se presumirá que está acorde al 
ordenamiento jurídico. 
 
Por esto, no hay que olvidar lo mencionado por Lapatza
22
  (1985,726), el derecho 
procedimental regula, en términos de la doctrina española, la gestión de los tributos, 
entendiéndose por ello no solo la determinación de las obligaciones de naturaleza tributaria, sino 
adicionalmente de recaudación mediante mecanismos ejecutivos y la pertinente revisión de los 
actos administrativos no acordes a Derecho. 
  
Por tales motivos, es menester indicar que el acto administrativo define una obligación 
tributaria; y, para que esta exista es necesario un conjunto de actividades que realiza el sujeto 
activo para establecer  la comprobación de la materialización del hecho generador por parte de 
un determinado sujeto, así como la cuantificación del tributo a pagar para hacerlo exigible, todo 
este accionar, conjunto sistemático de procedimientos nos llevan a introducir perfectamente lo 
que se denomina como la Determinación Tributaria. 
  
Deviene elocuentemente, adentrándonos en detalle a la facultad determinadora, en 
donde acertadamente Fonrouge
23
 (2005,68) concluye definiendo a la determinación tributaria 
como “el acto o conjunto de actos emanados de la administración, de los particulares o de ambos 
coordinadamente, destinados a establecer en cada caso particular, la configuración del presupuesto de 
hecho, la medida de lo imponible y el alcance de la obligación”. Concepto que entre otros concreta 
que este procedimiento administrativo debe hallarse debidamente delimitado y reglado, para su 
correcta aplicación y funcionamiento, guardando siempre la constante y razonable tensión de 
                                                          
21
  Esta frase da a entender que la ley presume la existencia de algún hecho, salvo que se pruebe lo contrario. 
22 Famoso catedrático Español, experto en materia financiera tributaria, co-autor de la gran obra “Curso de 
Derecho Tributario” entendido como uno de los manuales más completos de guía tanto para universitarios y 
profesionales en referencia a la Tributación Española.  
23
 Extraordinario tributarista, llamado por algunos como el padre de la tributación en Latinoamérica, 
conjuntamente con otros dos autores no menos importantes crearon el Código Modelo  Tributario para 
Latinoamérica, autor de varios libros siendo uno de los más importantes el “Derecho Financiero”, Argentina 1970.  
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intereses, en función de la protección y resguardo permanente y reciproco de los derechos de los 
integrantes que conforman tal relación en derecho. 
  
En este mismo sentido Figueroa en su tesis (2011, 46) define a la facultad 
determinadora como “la potestad de administración tributaria que ordenada por la Constitución y la 
Ley de un Estado, le otorga el atributo de realizar la determinación y verificación de la obligación 
tributaria y carga impositiva de los contribuyentes a nombre del sujeto activo, es decir del propio 
Estado”. 
  
La legislación ecuatoriana determina esta facultad, sus alcances y los procesos de su 
aplicación  fiscal en el artículo 68 del  Código Tributario, como: 
 
Artículo 68.- Facultad Determinadora.- La determinación de la obligación 
tributaria, es el acto o conjunto de actos reglados realizados por la administración 
activa, tendientes a establecer, en cada caso en particular, la existencia del hecho 
generador, el sujeto obligado, la base imponible y la cuantía del tributo. 
El ejercicio de esta facultad, la administración debe incluir la verificación, 
complementación o enmienda de las declaraciones de los contribuyentes o 
responsables; la composición del tributo correspondiente, cuando se advierta la 
existencia de hechos imponibles, y la adopción de las medidas legales que se estime 
convenientes para esa determinación. (Lo subrayado no corresponde al texto 
original). 
 
Es decir, la determinación tributaria es el análisis de todos los elementos conformantes 
del tributo para establecer cuando se ha configurado la obligación tributaria, y con esta finalidad 
la administración debe realizar la verificación, complementación o enmienda de las 
declaraciones de los contribuyentes o responsables. Expresado esto, se debe tener muy en 
cuenta lo antedicho, es preponderante aclarar que como se especifica en la normativa jurídica 
mencionada es obligación del Estado el verificar, complementar o enmendar las declaraciones 
de los contribuyentes, el término obligación, emana un deber para con la sociedad que tiene la 
Administración establecido por la Ley, mas no es un auxilio que se realiza a los contribuyentes 
o una prestación extra que se le realiza al Estado a méritos de su trabajo y que a futuro tenga 
que ser recompensado. 
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 En relación al sistema tributario, específicamente al artículo 88 del Código Tributario, 
la facultad determinadora se expande en tres sistemas de determinación de la obligación 
tributaria, una por la declaración del sujeto pasivo; la segunda por actuación de la 
administración tributaria; y, una tercera mixta entre los dos actores señalados, sujetos de la 
relación tributaria.  
 
1.4.2.  Determinación Tributaria por parte del Sujeto Pasivo 
 
En materia fiscal, en concordancia con la normativa tributaria ecuatoriana, la 
determinación de este tipo se generara en el tiempo, forma y con los requisitos que la Ley o 
reglamentos establezcan, una vez ya configurado el hecho generador. 
 
Por su parte Lapatza (1985, 469) sostiene que “la norma jurídica encomienda 
fundamentalmente a los determinados la tarea de determinar el hecho imponible realizado y con los 
elementos de cuantificación establecidos para el caso, fijar la cuantía a pagar” 
 
Este sistema de determinación está definido en el artículo 89 del Código Tributario que 
señala que es 
 
Artículo 89.- Determinación por parte del Sujeto Pasivo.- “La 
determinación por parte del sujeto pasivo se efectuara mediante la correspondiente 
declaración que se presentara en los tiempos, forma que la ley exija…La 
declaración será definitiva y vinculante para el sujeto pasivo, pero se podrá 
rectificar los errores de hecho o de cálculo en que se hubieren incurrido, dentro del 
año siguiente a la presentación de la declaración, siempre que con anterioridad no 
se hubiere establecido y notificado el error por la administración”. 
 
La determinación es vista como un deber formal del contribuyente frente a la 
administración, De esta manera el deudor tributario debería comparecer ante la Administración 
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e informarle sobre la realización del hecho imponible y la cuantía del tributo que le corresponde 
abonar, llamado también autoliquidación
24
. 
 
Caso contrario, a manera de ejemplo, en concordancia a lo señalado se establece que, si 
la administración en el ejercicio de sus deberes de verificación y comprobación determina que 
los sujetos pasivos no han presentado en sus declaraciones a los que están obligados, es decir no 
cumplen con esta autoliquidación que corresponde a una de sus obligaciones, tiene como 
sanción una multa, entre otras sanciones no menos importantes establecidas en el Código 
Tributario. Todo esto sin perjuicio de que se pueda identificar un delito tributario. 
 
Los principales tributos determinados por el sujeto pasivo en el Ecuador son: 
 
1. Impuesto a la Renta; 
2. Impuesto al Valor Agregado; y, 
3. Impuesto  a los Consumos Especiales. 
 
Es primordial mencionar que, la figura a estudiar es el recargo tributario, por esto, esta 
autoliquidación tiene su parte en el génesis del mismo, ya que la administración en las 
determinaciones que realiza las cuales se estudiará más a profundidad por la particularidad del 
caso, son complementarias en la generación de un recargo por un supuesto accionar del 
contribuyente en su autodeterminación. 
  
1.4.2.1. Determinación Tributaria por parte del Sujeto Activo 
 
El Sujeto Activo, parte fundamental en la relación tributaria, eje y ente regulador de las 
obligaciones tributarias en el Ecuador, es quien ostenta la facultad determinadora en su máxima 
expresión. Por razones de realidad, practicidad, economía y eficiencia, la norma tributaria ha 
permitido en el transcurso de los años, que el sujeto pasivo presente sus propias declaraciones 
                                                          
24
 Es el ejercicio mediante la cual el administrado o sujeto pasivo reconoce el hecho imponible y realiza la 
cuantificación de la cantidad que ha de pagar por la obligación a la Administración por sus propios medios. En la 
autoliquidación se realiza con presunción de legalidad y legitimidad propuesta para ser verificada por la 
Administración en el caso que lo amerite. 
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de su actividad económica realizada en un determinado periodo de tiempo, siendo así que esto 
signifique que la administración pierda, de cierta forma, su facultad de verificar la honestidad, la 
veracidad y la exactitud de la información entregada, dejando un gran vacío y permitiendo así al 
sujeto activo la facultad acorde a la normativa, que en cualquier momento, tiempo determinado 
en la Ley, pueda poner en práctica el poder de la “Facultad Determinadora”, verificar el hecho 
imponible y el monto que realmente en el caso de diferencias deba será pagado como tributo por 
la configuración del hecho generador con base de la operación fiscal. 
 
 Para Dino Jarach
25
 (1983,436), la determinación tributaria es exclusiva de la autoridad 
administrativa. Así, señala que “el acto de determinación es un acto de la Administración fiscal, por el 
cual se reafirma en un caso en concreto la voluntad abstracta de la ley, dándole a la administración la 
facultad de intimar el pago de la obligación tributaria”. 
 
En la misma línea Lapatza (1985,469) sostiene que “la norma jurídica encomienda 
fundamentalmente a los administradores la tarea de determinar el hecho imponible realizado y, de 
acuerdo con tal determinación y con los elementos de cuantificación establecidos para el caso, fijar la 
cuantía a pagar”. 
 
Las teorías expresadas establecen que la Facultad Determinadora a cargo del sujeto 
activo, se materializa en la expedición de un acto administrativo, sin embargo, como se analizó 
anteriormente la obligación tributaria emerge con el simple cumplimiento del hecho generador. 
  
Por otro lado la norma tributaria divide a esta operación en dos formas específicas su 
accionar las cuales son; 
 
 Forma directa  
 Forma presuntiva 
 
 
                                                          
25
 Celebre  abogado, fue catedrático universitario, investigador y juez ítalo argentino, autor de famosas obras sobre 
finanzas públicas y derecho tributario, tales como “Curso Superior de Derecho Tributario” y “Finanzas Públicas y 
Derecho Tributario”. 
22 
 
 Forma Directa 
 
El artículo 91 del Código Tributario establece la forma directa, de la cual indica: 
 
Artículo 91.- Forma Directa.- La determinación directa se hará sobre la base de la 
declaración del propio sujeto pasivo, de su contabilidad o registros y más 
documentos que posea, así como la información y otros datos que posea la 
administración en sus bases de datos o los que arrojen sus sistemas informáticos 
por efecto del cruce de información con los diferentes contribuyentes o responsables 
de tributos, con entidades del sector público u otras; así como de otros documentos 
que existan en poder de terceros, que tengan relación con la actividad gravada o 
con el hecho generador”( Lo subrayado no pertenece al texto original). 
  
Es preponderante  poner énfasis en la lectura y comprensión de este artículo,  ya que en 
adelante, al referirnos al recargo, la principal fuente de esa figura es este sistema de 
determinación, consecuentemente la forma directa de establecer una determinación incluye a su 
vez dos vertientes que son; aquella basada en la declaración del sujeto pasivo, muy comúnmente 
usada en verificaciones posteriores, y una segunda vertiente basada en la información que 
maneja la administración sobre contribuyentes como es el caso de los impuestos prediales 
manejados por los Gobiernos Autónomos, los cuales no son fruto de declaración alguna del 
sujeto pasivo, sino de la información catastral de estos gobiernos descentralizados. 
 
 Forma Presuntiva 
 
El Código Tributario manifiesta sobre la determinación presuntiva, segundo modo de 
determinación activa lo siguiente; 
 
El Artículo 92.- Forma Presuntiva.- Tendrá lugar la determinación presuntiva, 
cuando no sea posible la determinación directa, ya que por falta de declaración del 
sujeto pasivo, pese a la notificación particular que para el efecto hubiese hecho el 
sujeto activo ya porque los documentos que respalden su declaración no sean 
aceptables por una razón fundamental o no presten merito suficiente para 
acreditarla. En tales casos, la determinación se fundara en los hechos, indicios, 
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circunstancias y demás elementos ciertos que permitan establecer la configuración 
del hecho generador y la cuantía del tributo causado, o mediante la aplicación de 
coeficientes que determine la ley respectiva. (Lo subrayado no pertenece al texto 
original). 
 
Otro de los modos es el presuntivo, este sistema tiene lugar cuando no es posible la 
determinación directa, y ocurre generalmente por la falta de declaración del sujeto pasivo, sin 
que esta falta de declaración implique una actitud necesariamente dolosa, aunque en otros casos 
es también procedente la determinación presuntiva cuando los documentos presentados como 
respaldo de la declaración son inaceptables no posean el mérito suficiente para validarla, la cual 
se puede producir bien por existir razones fundamentales o por no contener los argumentos y 
fundamentos necesarios que cumplan con cierta formalidad solicitada por la Administración. 
  
En los casos mencionados de la determinación presuntiva la administración se basa en 
hechos, indicios, circunstancias o mediante coeficientes que determine la Ley respectiva para la 
determinación. 
 
1.4.2.2 Determinación Mixta 
  
En relación a este sistema de determinación Córdova
26
 (2008, 1442) agrega que, en la 
actualidad, el procedimiento normal de liquidación de los tributos variables atraviesa dos etapas, 
“la primera, fase de autoliquidación, encomendada fundamentalmente al sujeto pasivo. La segunda, fase 
de comprobación y liquidación administrativa, encontrada básicamente en la Administración”. 
 
En el ordenamiento normativo ecuatoriano  a esta figura se le define como modo mas no 
como sistema, sin embargo independientemente de las posturas doctrinarias, la idea se centra en 
que es un acto en donde es una determinación de participación en común, entre las partes, por 
un lado el sujeto activo, que necesita de la información para ser verificada y validarla, y por otro 
el sujeto pasivo que se encarga de proveer esa información con la declaración jurada de la 
                                                          
26
 Reconocido Profesor de la Pontificia Universidad Católica del Perú, autor de uno de los valiosos capítulos 
“Determinación del tributo sobre base presunta” del libro “El tributo y sus aplicaciones perspectivas para el siglo 
XXI” 2008. En donde de forma particular manifiesta su posición acerca de las determinaciones tributarias en la 
actualidad. 
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validez de los documentos, a sabiendas de los efectos posteriores que podrían emerger, como 
ejemplo podemos ver el impuesto del 1,5% a los activos totales que tradicionalmente fue el 
impuesto de alcabala al igual que el de plusvalía en los gobiernos autónomos descentralizado. 
 
1.4.3. Naturaleza jurídica de la Determinación Tributaria 
 
Doctrinariamente se ha discutido varias veces a lo largo del tiempo sobre la naturaleza 
de la determinación tributaria, esto significa, si ella es constitutiva, declarativa o si tiene una 
posición ecléctica en relación a la obligación. 
 
Los autores que defienden la postura y que afirman que la determinación solo es 
declarativa, fundamentan su posición en que una vez verificada la hipótesis de incidencia 
establecida en la Ley, no se requiere de acto administrativo alguno para que surja la obligación 
tributaria, es decir el acto culmina con solo el hecho de cumplir con el fisco al abonar la 
prestación pecuniaria correspondiente, al efecto el contribuyente solo se limita a declarar la 
obligación mediante la determinación. 
 
Por otro lado, se preserva la  idea de que la determinación tributaria es constitutiva, 
sostienen que no es suficiente para que surja la obligación tributaria que se materialice la 
hipótesis de incidencia, sino que es necesario que exista un acto Administrativo que establezca 
la existencia de aquella, la atribuya a un determinado sujeto y cuantifique su importe. Solo a 
partir de completar todo ese proceso se entenderá configurada la obligación tributaria. 
 
 Ahora bien, la última postura es la determinación ecléctica que configura las dos 
posiciones anteriormente detalladas, posición que lo contrastamos con lo expresado por 
Ziccardi
27
 (2003, p. 255), para quien “la obligación tributaria nace al producirse el presupuesto 
material establecido por la ley como determinante para la existencia del impuesto y tanto el deber de 
satisfacerla como el derecho a exigirla, no están condicionados a ningún acto sustancial posterior”. 
Consecuentemente el carácter declarativo es aplicable tanto a la determinación del impuesto que 
                                                          
27
 Contador Público de la Universidad de Buenos Aires U.B.A., Catedrático en la Universidad de Torcuato di Tella 
en la Maestría de Derecho Tributario Universal, autor de grandes obras entre ellas “Derecho Administrativo 
Tributario”. 
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efectúa el contribuyente mediante la prestación de la declaración jurada, como a la 
determinación tributaria materializada por la Administración, y ambas cumplen el objetivo de 
reconocer formalmente la obligación preexistente que nació al configurarse el hecho imponible.  
 
Como resultado se puede deducir que la naturaleza de la determinación tributaria 
implica el desarrollo de un procedimiento en el que interviene tanto el sujeto activo como los 
contribuyentes, y comprende una serie de pasos o etapas que van desde la declaración del 
obligado, teniendo en primera instancia el requerimiento de información, la inspección y la 
comprobación hasta culminar con la determinación de la misma y la exigibilidad de una 
obligación. Sin embargo, en tal procedimiento como nos anuncia Córdova (2008, 145) “La 
Administración no actúa como órgano resolutor para pronunciarse sobre una controversia, sino que se 
limita a ejercer una función de verificación destinada a determinar de manera definitiva la obligación 
tributaria surgida por el acaecimiento del hecho imponible, resultado con el cual puede o no estar de 
acuerdo el contribuyente”. 
 
En este último caso, el obligado podrá impugnar el acto de determinación en un 
procedimiento diferenciado: en cualquiera de las sedes que le faculta la Ley, sea en sede 
administrativa o en sede judicial. 
 
1.4.4. La Facultad Determinadora y el Recargo 
 
Como se ha demostrado en los enunciados anteriormente planteados, exclusivamente 
para el caso del recargo, la facultad determinadora por parte de la Administración es la 
encargada de dar vida a esta Institución  que se estudiara en el siguiente capítulo a profundidad, 
materia del presente estudio. 
 
Para poder introducir el estudio del recargo, es necesario establecer el proceso de 
determinación que en forma general está establecido en el Código Tributario y específicamente 
en el Reglamento de Aplicación a la Ley de Régimen Tributario Interno, cuyo articulado se 
analizara a continuación, a fin de establecer el proceso de determinación a cargo del sujeto 
Activo. 
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El proceso comienza con la emisión de una Orden de Determinación, dispuesta por el 
Director General Regional, Directivos Regionales y Provinciales de la Administración 
Tributaria, en nuestro país la entidad llamada a realizar este trabajo es el Servicio de Rentas 
Internas (S.R.I.). Este documento se le notifica al sujeto pasivo para efectos de conocimiento de 
las dos partes en relación, consecuentemente los funcionarios del SRI estarán en la facultad de 
realizar requerimientos de información de toda clase tanto documentales y digitales a fin de 
determinar la obligación tributaria; A este proceso se le adiciona facultades en las que se puede 
solicitar diligencias tales como inspecciones judiciales, en donde se podrá verificar registros de 
toda índole, como registros contables, inspecciones a sistemas informáticos, archivos y demás 
documentos que los analistas crean necesarios para la determinación de la obligación que se le 
impondrá al sujeto pasivo. 
 
En consecuencia,  el proceso continua con la emisión de un Acta de Determinación 
Borrador, conocida como el Acta Borrador
28
, a efecto de este acto el contribuyente debe 
acercarse a la institución para que el SRI respalde fundamentada mente el Acta levantada, a lo 
cual el sujeto pasivo tiene el plazo de 20 días para presentar las observaciones que crea 
pertinente al Acta para su respectiva revisión. 
 
Fenecido el tiempo de veinte días, el analista encargado tendrá la tarea de revisar toda la 
información vertida por el contribuyente para que pueda como paso final emitir el Acta Final de 
Determinación
29
. En la cual en forma general se aplica el de la obligación o de la diferencia 
establecida en el acta final, a esto se le sumara las multas, más los intereses de Ley y 
adicionalmente a todos estos elementos se le adicionara el recargo del 20 % sobre la obligación. 
Esta figura del recargo es la esencia de este trabajo, el cual se analizara doctrinariamente a 
detalle a continuación.  
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 Art. 262 Del Reglamento de Aplicación a la Ley de Régimen Tributario Interno. Actas de determinación.- 
Concluido el proceso de verificación, cruce de  información, análisis de las declaraciones, informes, sistemas, 
procesos y demás  documentos se levantará la correspondiente acta borrador de determinación tributaria, en la  
cual, en forma motivada, se establecerán los hechos que dan lugar a la determinación de  valores a favor del Fisco 
por concepto de impuestos, intereses, multas y recargos aplicables, o de valores a favor del sujeto pasivo…” 
29
 Art. 262 Del Reglamento de Aplicación a la Ley de Régimen Tributario Interno. Actas de determinación. “(…) 
Transcurrido el plazo de veinte días mencionado, el funcionario responsable realizará el  análisis pertinente de la 
información y documentación presentada por el sujeto pasivo en  este lapso, luego de lo cual elaborará el acta de 
determinación final …” 
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CAPITULO II 
 
2. EL RECARGO 
 
 2.1. Origen del Recargo Tributario 
 
En varios países se ha optado por establecer la institución del recargo en sus normativas, 
el origen de esta figura en general,  nace por la necesidad que tiene el Estado en unos 
escenarios, para el ejercicio de  la captación de recursos y, en otros, para observar 
determinadas actitudes que merezcan la suerte de perjuicios, que a consecuencia se creen 
figuras que, o bien se busque intimidar o en otro contexto que disuadan o respondan al perjuicio 
con una indemnización, por esto que, las legislaciones buscan constantemente diversos métodos 
especiales que relacionen, tanto el engrosamiento de las arcas fiscales, como la búsqueda de  
figuras impositivas que incentiven a la culturalización de los contribuyentes con sus actividades 
económicas
30
. 
 
Una definición que razona las cualidades   del acrecentamiento de los ingresos fiscales 
lo da Córdova (2008, 145),  quien menciona que,  “los recursos públicos son toda la riqueza 
devengada a favor del Estado y acreditada como tal por su personería”. Como se puede apreciar, los 
ingresos públicos se manifiestan en una amplia gama de posibilidades que sirven al Estado para 
recaudar la mayor parte de recursos posibles, usando un sinnúmero  de figuras jurídicas que 
demuestran su calidad en la sociedad. (Ver anexo 10, 11 y 12) 
 
Indudablemente, como se expuso en la caracterización de los principios tributarios, la 
legalidad en esta  área siempre está presente, un ejemplo válido es la creación del recargo, desde 
su existencia siempre ha estado ligado a una norma creada por un ente con potestad legislativa, 
por lo tanto, la Ley es el único instrumento legítimo por el cual se puede crear, extinguir o 
                                                          
30 La historia de las sociedades humanas en relación a los impuestos, estos eran aplicados por los soberanos o jefes 
en forma de tributos, muchos de los cuales eran destinados para asuntos ceremoniales y para las clases dominantes, 
es decir se cobraba a la clase más pobre para que se fortalezca el dominio de los que manejaban su imperio. La 
defraudación de impuestos teniendo el carácter y destino que se les daba eran poco comunes, debido al control 
directo que de la recaudación hacían sacerdotes y soberanos. Las primeras formas de tributación se las reconoce en 
Egipto China y Mesopotamia.  
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modificar este tipo de instituciones; a efecto, la Ley es la base que compone esta estructura 
fiscal llamada Recargo. 
 
Por tal motivo, la actual Constitución de la República del Ecuador, otorga poderes a 
cada una de las Instituciones del Estado, es por esto que, el poder Legislativo, hoy denominado, 
Asamblea Nacional, tiene como una de sus principales funciones la evaluación de las 
necesidades de la sociedad y, contrastar con las del Estado, buscando, de esta manera, la 
concordancia con los principios, derechos y garantías constitucionales para presentar las 
propuestas de reforma legales. 
 
Bajo el amparo, y, de conformidad con las atribuciones otorgadas a la Asamblea 
Constituyente de Montecristi
31
, envestida de poderes totales, se vio la necesidad de implantar 
una serie de cambios en los diferentes cuerpos legales del país, dentro de los cuales se 
encontraba la elaboración de una nueva reforma tributaria. Los postulados que contempla esta 
reforma, se basan en disminuir las desigualdades: “Alcanzar una tributación justa”32 y, por 
ende, una mayor justicia social. Adicionalmente, el artículo 300
33
 de la Constitución señala los 
principios por los cuales se tienen que regir las normas supletorias en materia tributaria. 
 
Es así que,  la Asamblea Constituyente creo la Ley Reformatoria para la Equidad 
Tributaria del Ecuador, aprobada el 28 de diciembre de 2007 y publicada en el Registro Oficial 
No. 242 del 29 de diciembre de 2007; Ley en donde se pretendió implantar cambios esenciales y 
penas más complejas y duras para las infracciones, dentro de estas, a las contravenciones, 
delitos tributarios y faltas reglamentarias.  
 
                                                          
31
 La Asamblea Constituyente fue un conjunto de personas que se integraron por mandato popular con el fin de crear 
una nueva Constitución, finalmente esta fue concebida en el año 2008 vigente actualmente, sin embargo, esta 
asamblea tuvo características especiales, una de estas fue poseer poderes totales, es decir, operar por encima del 
poder constituido  legalmente, en función de esta estructura totalitaria se creó algunas leyes anexas a lo que iba a 
ser la Constitución, a consecuencia de esto se crea la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria 2007. 
32 JOSE VICENTE TROYA, Jornadas por los 50 años del Sistema Especializado de Justicia Tributaria en el Ecuador, 
cap. Aspectos Constitucionales de la Tributación por YOLANDA YUPANGUI, 2011 p. 34 
33 Artículo 300 de la Constitución de la República del Ecuador: El régimen tributario se regirá por los principios de 
generalidad, progresividad, eficiencia, simplicidad administrativa, irretroactividad, equidad, transparencia y 
suficiencia recaudadora. Se priorizaran los impuestos directos y progresivos. 
29 
 
Como antecedente, análogamente es importante mencionar que en el acta de debate de 
la Asamblea
34
, en relación con la Ley en mención, aprobada por la mesa de Legislación y 
Fiscalización encargada de estudiar los proyectos de Ley para posteriormente ser planteados en 
el pleno, la argumentación de las diferentes figuras que estuvieron próximas a aprobarse es 
escasa, tal es el caso, que del Recargo Tributario poco o  nada se debatió. Es por esto, que como 
fuente de Ley, no es posible identificar fundamento alguno, ya que esta reforma se aprobó sin 
mucha discusión, ni planteamientos válidos, de hecho, se limitó a decretarse como un paquete 
de normas, sin identificar de manera precisa las estructuras que contiene cada figura. Peor aún, 
se constató si existió el tiempo prudencial para un análisis a profundidad, dando como resultado, 
una Ley  polémica, con la que los contribuyentes se ven afectados.  
 
La aceptación de esta Ley fue precipitada, mostrando por otro lado una incapacidad  al 
evidenciarse el carecimiento total de conocimiento de la mayoría de asambleístas en relación a 
las leyes tributarias, sin tener en cuenta los efectos que podría acarrear a todos los sujetos que 
forman parte de la relación tributaria. Existió torpeza en el accionar legislativo, dando como 
resultado figuras como la analizada en este trabajo, que, como se observa, no se puede rescatar 
fundamento alguno que sirva para identificar el problema o la necesidad que se quiso remediar o 
combatir. 
 
Evidentemente existieron preponderantes cambios que dieron un giro en la esfera 
tributaria, en el artículo 2 de dicha Ley, aparece la Institución del Recargo Tributario, materia 
del presente trabajo de investigación, el texto en el  que se hace referencia a esta figura, 
menciona lo siguiente: 
 
Artículo. 2.- en el Artículo. 90 agréguese un inciso final, con el siguiente 
texto: 
“La obligación tributaria así determinada causará un recargo del 20% sobre el 
principal” 
 
                                                          
34 Acta 014 del 28 de diciembre de 2007 Asamblea Constituyente, Montecristi. 
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Este inciso ha sido el eje de varias críticas de analistas, juristas y fustigadores que han 
llegado a concluir que, esta figura crea inconstitucionalidades y tiene una esencia atentatoria a 
los intereses comunes de los contribuyentes. Principalmente uno de los puntales de la discusión 
es que, como se puede observar en la problemática establecida, se actuó, no en necesidad de 
restablecer el orden de un conflicto, simplemente se la impuso. Es por esto, la necesidad de 
determinar, el porqué de su origen, que naturaleza posee el recargo para que amerite su 
subsistencia en la sociedad. 
 
Si bien ha causado una extensa polémica la inclusión de esta Institución en el Ecuador, cabe 
mencionar al respecto que, en materia tributaria no es una figura especialmente nueva o extraña, 
ya que los gobiernos autónomos tienen algunos ejemplos que vale la pena mencionar, y 
establecerlos; 
 
 Se impone “…el recargo anual de dos mil por mil que se cobrara sobre el valor, que gravará 
a los solares no edificados hasta que se realice la edificación…”35 
 
 En el impuesto a los predios urbanos que corresponde al año en curso, “…Los pagos que 
se hagan a partir del primero de julio, tendrán un recargo del diez por ciento anual…”36 
 
En relación al análisis de estos recargos municipales, se puede verificar la potestad que tiene 
la Ley en relación a las obligaciones que tienen los contribuyentes, tal es el caso que, desde 
mucho antes esta figura ya no era extraña en la legislación ecuatoriana. En consecuencia la 
creación del recargo tributario no implica una sorpresa, sin embargo el problema establecido en 
este trabajo que lleva como fondo el análisis de la naturaleza o la esencia que enmarca esta 
Institución es el eje de los conflictos que han marcado precedente en el Ecuador. 
 
2.2.  Definición de Recargo 
 
En forma determinante, la legislación enmarca al recargo en una categoría nueva, adicional 
al tributo y distinta a los intereses y a las multas. Figura que tiene como concepto principal el 
                                                          
35
 Artículo 318 1er. Inciso de la Ley Orgánica de Régimen Municipal. 
36 Artículo 329 4to. Inciso de la Ley Orgánica de Régimen Municipal. 
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aumento de la obligación tributaria,  siendo esta un porcentaje accesorio sobre la obligación 
principal. 
 
En Italia (1929) se establece el soprattase37 como “la suma que el trasgresor de un norma 
financiera debe pagar a favor del Estado, además de las sanciones penales o administrativas 
establecidas por la violación de las normas financieras”38  
 
El diccionario de la Real Academia de la Lengua Española señala que; recargo, en su 
contexto es: “Nueva Carga o aumento de carga”,  y en derecho como “Cantidad o tanto por ciento en 
que se incrementa la deuda, por lo general a causa del retraso en un pago” 
 
Ibarra (2005, 102) manifiesta que el recargo es considerado como una “…prestación 
pecuniaria de carácter público caracterizada por su accesoriedad y su particular naturaleza tributaria” 
 
Finalmente, Clavijo, (1996), conceptualiza al recargo como, “El recargo utiliza para su 
establecimiento y configuración los elementos fundamentales del tributo base; hecho imponible, sujetos 
pasivos y elementos de cuantificación, para su extinción y gestión recorre normalmente el mismo camino, 
esto debido a que es una figura que desde sus inicios hasta la actualidad está amparada en un tributo 
base o preexistente.”  
  
  Siguiendo la línea conceptual, los recargos forman parte de la deuda tributaria, 
independientemente de su modalidad o tipo de imposición. Éstos se ven traducidos en una 
prestación, la misma que tiene que ser asumida por el sujeto pasivo, por la generación de una 
obligación base predeterminada por el sujeto activo. En la doctrina, el recargo no es una figura 
que presenta un análisis amplio a nivel hispanoamericano, en general, el recargo, por su poco 
desarrollo conceptual,  presenta problemas importantes de aplicación, uno de los más 
interesantes de describir es,  definir a los recargos como intereses resarcitorios y, por otro lado, 
                                                          
37 Termino italiano que equivale al recargo según la Legislación Italiana (1929) 
38
 Legislación Italiana, Artículo 5 de la Ley No. 4 de enero de 1929 “La norme generali per la repressione delle 
leggi finanziere” 
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se los identifica con una forma de sanción, inclusive penal, cuando se produce un retraso en el 
cumplimiento de la obligación tributaria.
39
 
 
Por otro lado, la doctrina española es otra de las fuentes principales que ha tenido no solo el 
derecho tributario, sino todo el derecho en el ámbito hispanoamericano,  Ibarra (2005, 12), 
critica a los conceptos esenciales manifestando que, a su parecer, aún siguen sin concretarse la 
naturaleza jurídica y la constitucionalidad del recargo. Adiciona que, se debe tener claro los 
límites de la figura para que no se confunda con otras instituciones que también nacen de efectos 
del incumplimiento de la obligación tributaria. Es por esto que, la búsqueda de normas libres de 
interpretaciones es de índole suprema.
 
 
 
Finalmente para desarrollar el pensamiento de los tratadistas estudiados, surge el recargo 
como aquella figura mediante la cual,  se pueda aumentar un tributo con la búsqueda de un 
cumplimiento resarcitorio, que signifique la cancelación de una prestación extra al incurrir en un 
incumplimiento de un deber; o, denotar con más claridad la concepción que la mayoría de los 
tratadistas exponen, al sostener que el recargo tiene tendencia represiva-disuasiva, lo que 
implica una verdadera pena fiscal por el incumplimiento de un deber tributario, es decir, el 
recargo puede ser entendido como  objetivo resarcitorio o como un recurso coercitivo con afán 
intimidatorio al momento de la exigibilidad de los tributos. 
 
Conceptos declarativos que resaltan distintas posturas, las cuales más adelante se analizará 
en detalle con el objeto de sintetizar una conceptualización correcta en lo que se refiere a la 
esencia del recargo como figura fiscal dentro del Ecuador.  
 
2.3. El Recargo y el Tributo 
 
2.3.1 Definición de Tributo 
 
El tributo es la figura medular del derecho tributario, su concepto y caracterización ha sido 
construida a partir de la doctrina, sujeto a múltiples disconformidades  propias de la literatura 
                                                          
39
 http://pablosanchezvergara.blogspot.com/2011/05/reflexiones-sobre-el-recargo-en-materia.html Consultado el 10 
de mayo de 2014, 12H00. 
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universal tributaria. Sin embargo, enmarcado en el principal instrumento de gobierno en un 
Estado -la Constitución-, el tributo se encasilla en un mecanismo específico que compone la 
actividad financiera de un Estado. 
 
En el mismo sentido el constitucionalista Corti
40
 (2008, 46) contribuye con la siguiente 
definición, “El tributo es esa norma, unilateralmente creada por el Estado, de rango legal y acorde al 
sistema de los derechos fundamentales, que establece la obligación de derecho público de dar una suma 
de dinero como consecuencia de la realización de un hecho antecedente también tipificado por la ley”. 
(Lo subrayado no pertenece al texto original) 
 
Por su parte Margain
41
 (2007,  253) expresa en los siguientes términos su apreciación en 
relación al tributo, “El tributo, contribución o ingreso tributario es el vínculo jurídico en virtud del cual 
el Estado, actuando como sujeto activo, exige a un particular, denominado sujeto pasivo, el cumplimiento 
de una prestación pecuniaria, excepcionalmente en especie”  
 
Por otro lado, un dato interesante que sobresale y cabe mencionar es lo expresado por el 
autor ibídem, en la perpetuación de una “obligación” en las definiciones precedentes, este 
término es la base de lo que propone ser el tributo en referencia a los contribuyentes. 
Entendiendo al tributo como la acción de dar una suma de dinero y la obligación como 
operador normativo. Es importante dar alcance a este último elemento, ya que normativamente 
nace el tributo teniendo esta forma de obligación, fundamento que termina de establecer lo que 
comprende un tributo en la legislación ecuatoriana. 
 
Artículo. 15 Concepto.- Obligación Tributaria es el vínculo jurídico personal, 
existente entre el Estado o las entidades acreedoras de tributos y los contribuyentes 
o responsables de aquellos, en virtud del cual debe satisfacerse una prestación en 
dinero, especies o servicios apreciables en dinero, al verificarse el hecho generador 
previsto en la ley. (Lo subrayado no pertenece al texto original). 
 
                                                          
40
 Distinguido analista en el área Constitucional y Financiera, Catedrático y Juez de las Cortes Argentinas, autor 
del libro “Metodología para el análisis del tributo. 
41
  Reconocido Jurista Mexicano, con especialidad en derecho administrativo y autor de exitosos libros en las 
materias fiscal, tributaria y administrativa, su obra maestra en materia fiscal es “Introducción al Estudio del 
Derecho Tributario Mexicano”. 
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Consecuentemente  el tratadista Arrioja (1998, 122) expresa que “…el tributo al nacer 
necesita varios elementos. Tales como que el sujeto pasivo realiza el supuesto jurídico o se colocan en la 
hipótesis normativa, prevista en la ley hacendaria aplicable” 
 
Al ser inusual la caracterización al hablar de supuestos jurídicos o hipótesis normativas, al 
respecto el distinguido catedrático francés Lucien Melh
42
 (1964, 69) señala una valorización 
más acertada y no tan ajena a la terminología ecuatoriana diciendo, “La existencia de materia 
imponible no implica por si misma, por regla general, ninguna consecuencia fiscal. El crédito del 
impuesto a provecho del tesoro no puede tomar nacimiento más que si ciertas condiciones se han 
realizado. El acontecimiento, el acto o la situación a veces compleja, que crea estas condiciones, 
constituye el “hecho generador” del impuesto”. (Lo subrayado no pertenece al texto original). 
 
Este hecho generador, igual de imperante que la obligación en la contextualización de lo 
significa el tributo, es el motor de un tributo en el momento de su configuración tal como lo 
menciona el Código Tributario: 
 
Artículo. 16.- Hecho Generador.- Se entiende por hecho generador al 
presupuesto establecido por la ley para configurar cada tributo.  
 
Como se observa, el tributo tiene algunos elementos que cumplen con determinada función 
establecida en los instrumentos normativos, que tiene como principal objetivo, como ya se ha 
mencionado, la captación de capitales para los distintos fines, sean estos Estatales o para los 
Gobiernos Autónomos Descentralizados, siendo este, el objeto principal por el cual se 
desarrollara la relación entre el Estado o sujeto activo y los contribuyentes o responsables 
llamados sujetos pasivos.  
 
 
 
                                                          
42
 Reconocido autor de libros en materia fiscal en relación a la tributación y al derecho administrativo de la 
legislación francesa. Sus libros más reconocidos son “Science et technique fiscales” y “Le Systeme Fiscal Francais”. 
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2.3.2. Clases de Tributos 
  
En esencia, clasificar los tributos es una forma de apreciar las diversas categorías de que 
llega a contemplar la legislación ecuatoriana.  
 
La doctrina en su generalidad, se consolida al hablar de una división tripartita y 
considera que al menos existen tres tipos  de tributos a saber, estos son; impuestos, tasas y 
contribuciones especiales. Excepcionalmente existen autores tal como Costa (2008, 87) que 
disienten con esta división y proponen a las tasas y contribuciones especiales en una sola 
categoría negándole así, autonomía a alguna de las dos. Sin embargo, la tripartición de los 
tributos es la división que existe en el país, expresada en el Código tributario en el cual se 
menciona 
 
Artículo1 Ámbito de aplicación.- Los preceptos de este Código regulan las 
relaciones jurídicas provenientes de los tributos, entre los sujetos activos y los 
contribuyentes o responsables de aquellos. Se aplicaran a todos los tributos: 
nacionales, provinciales, municipales o locales o de otros entes acreedores de los 
mismos, así como a las situaciones que se deriven o se relacionen con ellos. 
 Para estos efectos, entiéndase como tributos los impuestos, las tasas y las 
contribuciones de mejora” (Lo subrayado no pertenece al texto original). 
 
Al hablar de tributo, este término se lo utiliza como el  “genérico”,  para su especificación 
impuesto es la “especie”, este último tiene gran relevancia, no solo por ser el más conocido, sino 
por su tiempo de existencia; sin embargo los términos tasa y las contribuciones especiales hoy 
por hoy se han convertido en herramientas fiscales destacadas en las arcas del Estado. 
 
Sin perjuicio de su profundización ulterior se proponen a continuación los principales 
elementos caracterizadores de cada especie: 
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Entre las principales características se señala que los impuestos se exigen 
independientemente de las actividades que el Estado pueda desarrollar en forma directa con 
relación al contribuyente obligado al pago. En cambio, las tasas y las contribuciones especiales 
tienen como eje una prestación o servicio prestado por el Estado que buscará una 
contraprestación a cambio de su trabajo. 
 
Sin embargo los tres tributos tienen similitudes, entre ellas consta una muy importante que 
menciona Belsunce
43
 (1994,334) en su trabajo, el cual sostiene que, “tanto para impuestos como 
para las tasas y contribuciones especiales, se requiere, en mayor o menor medida, un sustento basado en 
supuestos facticos reveladores de cierta capacidad contributiva”
 
 
 
Buscando distinción en cada especie referida, se puede decir que en los impuestos se 
encuentra como elemento esencial, por un lado “hecho imponible” que, por su naturaleza tiene 
la capacidad de revelar la capacidad contributiva económica del sujeto pasivo; y, por otro, la 
finalidad de esta especie de tributo es contribuir con los fines del Estado en sus obras y demás 
objetivos. 
 
En las tasas, la base de este tributo es la existencia de un servicio determinado, el cual 
utilizado o no por el contribuyente es obligado al pago, con el condicionante que su base 
imponible dependerá de la utilización del servicio, la finalidad de este tributo en cambio será 
financiar dicho servicio. 
 
En las contribuciones hay un beneficio cuantificable o un servicio especial recibido por el 
contribuyente. 
 
2.3.3. Análisis 
 
Una vez definido y caracterizado lo que es un tributo, el recargo procura ser matizado con 
tintes de tributo en situaciones especiales, estableciendo el alcance que tenga la financiación de 
                                                          
43
 Abogado argentino de la U.B.A.  Profesor Universitario de Finanzas Publicas, Autor de varias obras entre las 
cuales se resalta "Estudios de derecho constitucional tributario". En colaboración con otros autores 
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su liquidez, es decir, puede ser considerado como una participación más en los ingresos 
estatales. (Ver Anexo 9). 
 
Como ejemplo se tiene a España, país que maneja  el nombre de recargo en un caso en 
particular, definido como tributo adicional, a diferencia del Ecuador, este sistema de 
financiación es plenamente conocido, tal es el caso que, en el artículo 142 de la Constitución 
Española se establece que: “las haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el 
desempeño de las funciones que la ley atribuye a las Corporaciones respectivas y de las Comunidades 
Autónomas”, en el artículo 2 de la Ley 39/1998 del 28 de diciembre reguladora de las haciendas 
locales el literal b) del apartado 1 dispone: “La hacienda de las entidades locales estará constituida 
por los siguientes recursos: b) los tributos propios clasificados en tasas, contribuciones especiales e 
impuestos y los recargos exigibles sobre los impuestos de las Comunidades Autónomas o de otras 
entidades locales” 
 
Como se ha señalado en este caso, el recargo ha sido utilizado como tributo adicional de los 
ya conocidos, quienes los llevan como mecanismo de financiación y obtención de recursos. 
 
En la legislación ecuatoriana, para que una figura sea considerada como tributo tiene que 
cumplir con lo que dispone el principio de Reserva de Ley, que significa estar establecido como 
tal en la norma correspondiente, como se indica en la clasificación establecida en el artículo 1 
del Código Tributario, existen tres tipos de tributos. El recargo no consta como tributo, es por 
esto que como primera hipótesis el recargo no dirige su naturaleza a la de tributo. 
 
En Ecuador, si bien es cierto el recargo es utilizado como instrumento financiero por su 
liquidez,  que objetivamente tiene que ser utilizado por el Estado, su creación no fue con esa 
finalidad, ya que como premisa se tiene que es un elemento accesorio que no puede depender 
per se , sino que se instauró para cumplir un objetivo distinto, y este objetivo tiene que estar 
enrolado con circunstancias tales como; que conducta se contagia de ilegalidad que produzca 
una obligación para con el Estado, que se pretende al recargar esta obligación a priori; tal es el 
caso que, el legislador, con esta figura, lo que intenta es tener un efecto en el comportamiento, 
en la conducta impositiva del contribuyente, con el objetivo de incentivar a una mejor cultura 
tributaria. Por este motivo, en algún momento, por la liquidez que emana esta institución, se le 
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enrolaría en la esfera tributaria, por compartir el mismo efecto en las arcas fiscales, más la 
esencia tiene diferentes acepciones que de ninguna manera comparten con las de tributo. 
 
2.4.  El Recargo y la Indemnización 
 
2.4.1. Generalidades 
 
Ante el incumplimiento de una obligación tributaria, el sujeto activo supone verse 
perjudicado o verse dañado por el mal accionar del contribuyente frente a sus obligaciones. Es 
por tal motivo el afán de buscar figuras para reparar este perjuicio patrimonial, por muchos es 
conocido que, uno de los principales criterios que ha sostenido el Servicio de Rentas Internas 
(S.R.I.) en el Ecuador, ha sido el de dar a esta figura la naturaleza de indemnización o 
compensación por un trabajo realizado. 
 
La figura del recargo introducido en el artículo 90 del Código Tributario, supone tener 
una naturaleza indemnizatoria, disuasiva y resarcitoria, que persigue impulsar al sujeto pasivo a 
que liquide sus impuestos conforme a la Ley, y de no ser el caso, indemnizar a la 
Administración por el costo en el que incurre por llevar a cabo el proceso determinativo, por el 
cual se establece un mayor impuesto a pagar a favor del fisco. Parte de la doctrina propone que 
el recargo presenta tener  lugar cuando existe un perjuicio o retraso de un pago, es decir tiene 
relación directa con la obligación adeudada. 
 
Al respecto la mayor declaración en referencia al recargo como indemnización la 
enmarca la Corte Constitucional de Justica, organismo que mediante sentencia
44
 concluyó que el 
recargo tributario tiene  naturaleza indemnizatoria-resarcitoria, cumpliendo un objetivo de 
persuadir a los contribuyentes el incumplimiento de sus obligaciones o la omisión de las 
mismas. (Ver Anexo 5) 
 
(…)El recargo introducido en el artículo 90 del código tributario, tiene la naturaleza 
indemnizatoria, disuasiva y resarcitoria, que persigue impulsar al sujeto pasivo a 
                                                          
44
 Sentencia de la Corte Constitucional, recurso 0019-10 IN del 15 de mayo de 2012 
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que liquide sus impuestos conforme a la ley, y de no ser el caso, indemnizar a la 
administración pública por el costo en el que incurre por llevar a cabo el proceso 
determinativo, (…) (Lo subrayado no pertenece al texto original). 
 
Cortes Delgado (1996,43) manifiesta al respecto: “lo importante no es que el 
contribuyente declare, autoliquide ingrese el pago, sino conseguir que el contribuyente declare, 
autoliquide e ingrese el pago sin que la Administración tenga que proceder al descubrimiento 
de los hechos imponibles como consecuencia de su actividad inspectora”45  
 
Algo similar ocurre con las obligaciones civiles, las cuales a consecuencia de un daño, 
el efecto que causan se reproduce en el pago de daños y perjuicios por la actividad realizada, 
analogía que supone tener  en el recargo tributario con el accionar antijurídico en el 
cometimiento de infracciones por parte de los sujetos pasivos, enfocando un perjuicio al Estado 
y al encarecimiento del patrimonio estatal que, como consecuencia impediría la ejecución de las 
obras que el gobierno de turno  tenga planificadas . 
 
2.4.2 Definición de  Indemnización 
 
En el sentido en el que, el contribuyente, al momento de cumplir con sus obligaciones 
fiscales, debe cumplirlas en forma correcta y de manera oportuna, y en caso de inejecución total 
o parcial, o de ejecución tardía, imperfecta, el deudor debe indemnizar al acreedor los supuestos 
daños y perjuicios que le haya causado, en derecho tributario la figura que más sobresale es la 
de los “intereses” en relación al perjuicio que fundamenta la Administración ser víctima de  los 
supuestos antijurídicos accionados por el Sujeto Pasivo. 
 
Ante el incumplimiento de una obligación en determinado plazo, la Dra. Montserrat 
Espuña
46
 (1995, p.234), menciona que, el derecho de crédito del Derecho Público que se erige 
                                                          
45 El autor en este extracto apela a la honestidad, cultura y entereza de los ciudadanos ante sus responsabilidades 
fiscales, dejando de lado la necesidad que pueda tener la Administración al verificar y levantar esfuerzos para 
determinar los valores ocultados de declaraciones y accionares de los administrados o contribuyentes. 
46
 Profesora titular de la Universidad Pompeu Fabra de Barcelona España. Doctora en Derecho por la Universidad 
de Barcelona (1995) donde elaboró la valiosa tesis titulada “El ingreso de las declaraciones-liquidaciones fuera de 
plazo sin requerimiento previo”, especialista en derecho financiero y tributario.  
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en el sujeto activo del tributo se ve dañado y, para reparar este perjuicio patrimonial, se prevé el 
devengo de los recargos de naturaleza indemnizatoria. 
 
Madero (2002, 43), establece un concepto de indemnización en general, en el que 
manifiesta lo siguiente: “el daño es resarcible, siempre que cumpla con los siguientes requisitos; 
cierto, actual o futuro, subsistente, propio (directo o indirecto), que haya afectado a un derecho 
subjetivo, significativo y que exista nexo de causalidad entre el agente provocador y el daño”. (Lo 
subrayado no pertenece al texto original) 
  
Con el fin de buscar un acercamiento de la indemnización y el Estado, Marienhoff
47
 
(1983, 43), asiente que la Administración Publica “es la actividad permanente, concreta y práctica, 
del Estado, ejercida a través de los diferentes órganos administrativos, que tiende a la satisfacción 
inmediata de las necesidades y derechos del grupo social y de los individuos que lo integran” 
 
Ahora bien, se establece una inclinación  por parte de la doctrina que, en el caso del 
recargo en específico, hace referencia a la Administración como un ente envestido de facultades 
y deberes que protegen un patrimonio de todos los ciudadanos, más no al describir al Estado 
como un ente que tenga un derecho sobre ese patrimonio o sobre el crédito del mismo. Dentro 
de este contexto, al establecer que el ejercicio de la potestad determinadora configure una 
obligación tributaria por una situación antijurídica, no tendría sentido considerar que se ha 
cometido un perjuicio a un derecho, en otras palabras, catalogarse como sujeto de  
indemnización no tiene sustento, no encaja con  la figura de vulnerar un derecho. El Estado por 
Ley tiene la obligación de la verificación del cumplimiento de las obligaciones tributarias, ese 
es su deber institucional. 
 
Por otro lado, en otras legislaciones, Ibarra (2005, 112), destaca refiriéndose a los 
recargos por demora establecidos en España  que esta Institución “no conceptúa necesariamente a 
la conducta a la cual se conectan como un ilícito civil. Si el retraso se debe a causas permitidas por el 
Ordenamiento, no tiene por qué implicar ningún tipo de ilícito” 
 
                                                          
47 Fue un prestigioso abogado de la Universidad de la Plata Argentina, distinguido profesor de derecho 
administrativo, entre sus principales obras se destaca el “Tratado del Derecho Administrativo”. 
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Para establecer una analogía, en el Código Civil ecuatoriano se establece lo que 
comprende el concepto  de indemnización de perjuicios, la que reproduce una similitud con las 
definiciones dadas. 
 
Artículo 1572.- Indemnizaciones de perjuicios.- La indemnización de perjuicios 
comprende el daño emergente y el lucro cesante, ya provenga de no haberse 
cumplido la obligación, o de haberse cumplido imperfectamente, o de haberse 
retardado el incumplimiento (…). 
 
Esto, en materia tributaria, percibe un análisis subjetivo, ya que comprende escenarios 
distintos y deberían existir diferentes elementos para identificar la configuración de un lucro 
cesante y un daño emergente. 
 
2.4.3. Clases de Indemnizaciones 
 
Para facilitar la comprensión de las diferentes formas que relacionan el accionar de los 
individuos y las indemnizaciones que provocan las mismas, por indistintas circunstancias 
perjudiciales para cualquiera de las partes, se desprenden dos clases importantes que a 
continuación se detallan: 
 
2.4.3.1 Indemnizaciones Compensatorias. 
 
 Indemnizaciones Compensatorias, se conceptualiza como: “aquella suma de dinero que el 
deudor debe al acreedor y que equivale a lo que éste habría obtenido de haberse cumplido íntegramente 
la obligación en los términos que fue pactada”48. 
 
La falta de integridad en el pago de la obligación, es decir la falta de pago parcial (no 
solo total, sino parcial) de la deuda, es donde se configura esta forma de indemnización, en 
donde, la ejecución imperfecta, no resulta ya de una comparación cuantitativa, sino cualitativa. 
                                                          
48 Clases de indemnizaciones http://www.derecho-chile.cl/clases-de-indemnizacion-de-perjuicios/ (consultado el 3 de 
abril de 2014, 16H00). 
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El efecto, independientemente de la inacción y falta de pago de la obligación, en sus diferentes 
menciones, se debe restaurar en forma de dinero a los daños y efectos que causen por el 
perjuicio realizado.  
 
En el mismo sentido se manifiesta que, la indemnización ya caracterizada, vendría a ser 
subsidiaria de la obligación principal, en otras palabras, reemplaza la prestación, que es objeto 
la obligación principal. Sin embargo, estos detalles excluyen el hecho que el acreedor pueda 
exigir también por la obligación, ya que el deudor, pagaría más de una vez por su sanción, ni 
pretender buscar un resarcimiento moratorio ya que desencajaría de la naturaleza de esta clase 
de indemnización, en el hecho supuesto  que la inejecución de la deuda este en firme y sea 
imposible su conclusión.
49
 
  
2.4.3.2 Indemnizaciones Moratorias 
 
En relación a esta clase de indemnización se vincula el hecho de obtener una “suma de 
dinero que el deudor debe al acreedor y que equivale a lo que éste habría obtenido de haberse cumplido 
oportunamente la obligación”50. 
 
Se determina que este tipo jurídico corresponde únicamente a los perjuicios ocasionados 
por la mora, es decir, por el retardo negligente del deudor. En consecuencia, dentro de la 
sumatoria del valor de la indemnización, no entra el de  prestación en sí, sino que aquel valor, se 
disminuye a la estimación del daño que haya experimentado el acreedor por no haberse 
realizado oportunamente en el momento que se debió cumplirla. Por lo tanto, esta 
indemnización no sustituye a la obligación principal sino que tiene un carácter accesorio, es 
decir, deviene a ser un complemento. El carácter complementario de la indemnización moratoria 
no solamente se predica respecto a la obligación principal, sino también a la indemnización 
compensatoria.  
 
En conclusión, el acreedor en relación a lo que debe recibir por la alteración de sus 
derechos al momento del no pago de la obligación parcial o total, tiene como consecuencia, en 
                                                          
49 Ibíd. 
50Clases de indemnizaciones http://www.derecho-chile.cl/clases-de-indemnizacion-de-perjuicios-ii-parte/ ( 
Consultado el 23 de marzo de 2014, 16H30)  
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esta clase de indemnización, el  ser acreedor también por  mora o descuido y retraso del pago de 
dicha obligación. 
 
2.4.3.3. Interés (Indemnización) 
 
 El Estado tiene la facultad de exigir el pago de los tributos a las personas a quien 
alcanza su soberanía, como ya se ha mencionado en títulos anteriores, a esto se lo conoce como 
el poder tributario. Sin embargo, el  hecho de haber establecido una obligación a los individuos, 
a través de normas positivas, no quiere decir que los llamados contribuyentes en el sistema 
tributario, vayan a cumplir responsablemente y a tiempo lo establecido por los entes 
institucionales estatales. 
 
La consecuencia es que el legislador ve la necesidad de establecer sanciones y medidas 
que vayan en contra del incumplimiento, que configura una infracción, conducta antijurídica 
que se constituye y, a efecto de la misma, el Estado y su poder tributario se faculta a ser la 
encargada de hacer cumplir las medidas establecidas a estos hechos antijurídicos.  
  
Añadido a esto, en el Ecuador, los intereses a la falta del cumplimiento de las normas 
tributarias a tiempo, se han establecido con una función complementaria, desde la perspectiva 
del legislador, constituyen parte del proceso inhibitorio de la evasión que la Ley pretende 
conseguir. 
 
Al respecto, Cornejo
51
 (1984,30) manifiesta que, “los intereses tienen naturaleza 
resarcitoria, a diferencia de los recargos, que tienen calidad sancionatoria. Los intereses no persiguen 
castigar al infractor, no constituyen una pena sino que tiene por objeto resarcir al Estado por el 
perjuicio financiero al no disponer en tiempo oportuno de las sumas que el contribuyente estaba obligado 
a entregar al fisco”. 
 
                                                          
51
 Sr. doctor Humberto Medrano Cornejo, abogado de la universidad Católica de Perú, especialista en Derecho 
Tributario, su libro está relacionado con la absolución de consultas sobre la aplicación del régimen de impuestos 
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En el mismo sentido, como verifica, no existiría inconveniente alguno al agrupar al 
recargo (sanción) e indemnizaciones (interés) en la misma esfera de una obligación tributaria, 
tomado en cuenta lo explicado en títulos anteriores, las dos figuras se crearon con objetivos 
distintos, tienen una naturaleza diferente y, consecuentemente, buscan diferentes efectos en el 
comportamiento del contribuyente, con un fin preventivo y de una culturización del sujeto 
pasivo en relación con sus obligaciones fiscales, el problema es figuras como  la multa (sanción) 
que mantendría la misma categoría que el recargo y es evidente que la doble imposición 
sancionatoria es prohibida. 
 
2.4.4. Análisis 
 
Es importante realizar un análisis breve  referente al supuesto recargo indemnizatorio, 
ya que el erróneo fundamento que se utiliza en las resoluciones, como parte de la actuación de la 
administración, carece de soporte, pues, el daño que se  hace al Estado, como se observó, es 
muy subjetivo y a la vez materia de debate. Puesto que, la indemnización está  cubierta por un 
interés, que es, el que desde un principio y desde hace muchos años atrás, ha venido siendo el 
resarcitorio en materia de infracciones tributarias. Peor aún, fundamentarse en que se equilibra 
el desplazamiento investigativo que produce la administración con el fin de verificar el error, 
negligencia o circunstancia que lleve al contribuyente a proceder con la infracción y que por 
medio de la facultad de determinación directa se encuentre este producto anti normativo, la 
sentencia 391-2009 del 9 de agosto de 2010 manifiesta que el recargo “no puede ser entendido 
como un reconocimiento por la actuación de la Administración en la determinación de la obligación 
como pretende la Administración Tributaria, pues ello es parte de su responsabilidad institucional”52 
(Lo subrayado no pertenece al texto original).  
 
Por lo tanto, el mismo órgano judicial define el argumento utilizado por el régimen 
como erróneo y describe la falta de elementos cognitivos que posee el Estado por medio de sus 
instituciones para optar por nuevas figuras que comprendan un ingreso a las arcas fiscales para 
el desarrollo de sus actividades. 
 
                                                          
52 Sentencia de la Corte Nacional de Justicia, No. 391-2009 del 9 de agosto de 2010. 
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Es así que, el recargo no puede ser definido como un elemento indemnizatorio, ni ser un 
reconocimiento por acciones que no estén acorde a la Ley. La indemnización tiene ya plasmada 
su esencia en el intereses, que también va como elemento complementario conjuntamente a la 
multa y al recargo cuando se  determina una obligación al sujeto pasivo, y este elemento es el 
que tiene la naturaleza resarcitoria, es más, el recargo se encamina a la represión y castigo hacia 
los contribuyentes . Sin embargo, todos estos elementos en mención forman una sola obligación, 
con diferentes ideas,  planteamientos, con la similitud en su liquidez. 
 
2.5.  El recargo y la Sanción 
 
2.5.1. Generalidades 
 
Como premisa introductoria, las normas sancionadoras se encuentran configuradas de 
acuerdo a la regulación Constitucional de la potestad punitiva del Estado. En otras palabras, 
existe una estructura  de la norma sancionadora que surge desde el ámbito Constitucional. Como 
expresa Corti (2008)  “la Constitución está en el corazón de la norma sancionadora”
 53 
 
 
Siguiendo el mismo lineamiento, teniendo en cuenta la relevancia de la Constitución en 
la sociedad, según la legalidad sancionadora, uno de los aspectos de preeminencia es la 
tipicidad, de la cual, se deriva que solo son punibles las conductas tipificadas como hechos 
ilícitos, es decir, solo los hechos tipificados como actos ilícitos por el ordenamiento jurídico 
positivo son antecedentes legítimos para la aplicación de las llamadas “sanciones”. Es por esto 
que, el legislador tiene la obligación de capturar en fórmulas jurídicas las diversas maneras 
genéricas de incumplir con las obligaciones, de manera que las sanciones tendrán como eje una 
obligación y sus aristas conducirán a un hecho ilícito que concluirá con la generación de un 
grupo de normas sancionadoras que causen efecto al momento de cumplir la obligación 
tributaria. 
 
                                                          
53
 Horacio Corti al mencionar esta frase categoriza la importancia que tiene el principio de legalidad y reserva de 
ley en relación a las sanciones, el origen, la versatilidad y los límites que deben imprimir las sanciones se deben 
como punto de partida a lo expuesto en total claridad en la Norma Suprema, Carta magna, LA CONSTITUCION. 
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Para finalizar la parte introductoria, es importante mencionar que la potestad punitiva 
del Estado faculta la bipartición del derecho sancionador. El derecho sancionador penal y el 
Derecho sancionador administrativo, los cuales se llevan a cabo dentro de áreas tales como el 
Derecho procesal penal y a través del derecho administrativo, con control judicial suficiente. (A. 
Nieto 2005, Madrid) 
 
En efecto,  como se ha indicado,  el carácter sancionador empieza desde la Constitución 
de la República  y se va ramificando en los diferentes instrumentos jurídicos positivos en los 
cuales se tipifica las conductas antijurídicas que los individuos realizan con motivos totalmente 
ajenos al cumplimiento de sus obligaciones. 
 
2.5.2. Definición de Sanción Tributaria 
 
Para obtener un acercamiento al significado de una sanción tributaria, se tiene, en 
primera instancia, que establecer el antecedente “Sine qua non” con el que nace la sanción 
tributaria, el cual, es “…la realización de un hecho calificado jurídicamente como infracción” 
(Mogrovejo, 2011). El Código Tributario ecuatoriano y tratadistas en su doctrina también lo 
llaman “infracción tributaria”, figura que tiene elementos y conforma una acción u omisión 
dolosa o culposa en cierto grado de negligencia establecidas con anterioridad en los cuerpos 
normativos tributarios. 
 
El Código Tributario establece el concepto de infracción el cual nos dice: 
 
Artículo 314.- Concepto de infracción tributaria.- Constituye infracción 
tributaria, toda acción u omisión que implique violación de normas tributarias 
sustantivas o adjetivas sancionadas con pena establecida con anterioridad a esa 
acción u omisión. (Lo subrayado no pertenece al texto original) 
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Con intención de un mejor entendimiento, en primer término  Villegas
54
 (2003, 432) 
define a la contravención como “una falta de colaboración, una omisión de ayuda, en cuyo campo de 
los derechos del individuo están en juego de manera mediata. El objeto que se protege 
contravencionalemente no está representado por los individuos ni por sus derechos naturales o sociales 
en sí, sino por la acción estatal en todo el campo de la Administración Pública” 
 
 El término sanción cabria en ejemplos que reproduzcan “la fórmula de declaraciones 
engañosas y ocultación maliciosa…que consiste en un artificio, una maquinación orientada a que el 
sujeto pasivo incurra en un error que genere o posibilite la disposición patrimonial perjudicial…” 
(Virgolini
55
, 2005) 
 
En consecuencia, una vez definido lo que es infracción tributaria, a esta acción u 
omisión de un hecho, Piza Rodríguez
56
 (2010, 863) en sentido estricto nos acerca a las sanciones 
diciendo que “…ellas se esfuerzan por intimidar al colectivo social para disuadir a los potenciales 
infractores de llevar a cabo las conductas ilícitas. Intimidación y represión son por tanto las finalidades 
que el legislador les atribuye a las sanciones tributarias” (Lo subrayado no pertenece al texto 
original). 
 
Pereira
57
 (2005,22) describe a la sanción como  la “medida privativa o restrictiva de 
derechos que se impone, con la finalidad preventivo-represiva, al culpable de la comisión de una 
infracción tributaria por los órganos de la Administración que tienen legalmente atribuido el ejercicio de 
la potestad sancionadora en este ámbito” 
 
De acuerdo a su connotación punitiva, el autor Ibídem, expresa que  la sanción 
comporta la restricción o privación de derechos, o, de manera general, consecuencias que 
agravan la situación del sujeto infractor, expresadas no solo con penas pecuniarias, como es el 
                                                          
54
 Abogado y Doctor en Derecho de la UNC, Diploma al Mérito - Derecho Administrativo, Tributario y Penal, Autor 
o coautor de 15 libros de finanzas públicas entre ellos Tratado de Tributación Tomo I, Derecho Panal tributario. 
55
 Abogado de la U.B.A. 1970  y Doctor de la Universidad de Buenos Aires 2004. Profesor titular de Derecho Penal 
en la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires. 
56
 Prestigioso abogado colombiano, Doctor en Derecho, especialista en Derecho de Empresas y Derecho Tributario 
y Fiscalidad Colombiana, autor de diversos artículos y libros de alto relieve, de gran aporte para el derecho penal 
tributario con su obra “Curso de Derecho Tributario, procedimiento y régimen sancionatorio”. 
57 Profesor de Derecho Financiero y Tributario. Experto en Asesoramiento Fiscal y en Prevención del Blanqueo de 
Capitales, entre sus publicaciones se encuentra una valiosa para esta investigación realizada en 2005 en España 
“Las sanciones tributarias” 
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caso de las multas, sino también en medidas reales, suspensión de actividades y penas que 
desvirtúen la libertad. 
 
Complementando la idea en relación al recargo, Martínez  (1991), se refiere a las 
sanciones en el sentido que “…la finalidad de establecer sanciones a los incumplimientos materiales o 
formales es la de salvaguardar, propiciar y restablecer el orden que la ley propugna, pero de ninguna 
manera ello puede convertirse en una fuente de recursos para el Estado” (lo subrayado no pertenece 
al texto original), (Ver Anexo 9 y 10). 
 
Los conceptos que anteceden son claros en su afán de establecer como idea principal 
que, esta figura tiene un fin preventivo-represivo buscando una cultura tributaria por parte de los 
contribuyentes tratando de evitar negligencias posibles al momento del cumplimiento de sus 
obligaciones. 
 
Es imperante recordar que, la razón de ser de la sanción, en un marco normativo 
positivo, es el restablecimiento de un orden jurídico vulnerado y, en tal virtud, la sanción debe 
ser proporcional a la infracción cometida, por otro lado, la intimidación viene de la mano con  
características dadas, es decir, la sanción siempre estará en la búsqueda de persuadir al 
cometimiento de nuevas infracciones. 
 
El tratadista Jaramillo cita a Fonrouge (1986, 58), en relación de proponer al recargo 
como elemento sancionador, menciona que las repetidas resoluciones, fallos y sentencias de los 
tribunales argentinos han resuelto esta duda ratificando la naturaleza represiva de los recargos.  
 
Dentro de lo analizado y expuesto, en el Ecuador la Corte Nacional de Justicia, en sus 
reiteradas sentencias respecto al recargo se encuentra una fuente primordial que desglosa el 
criterio que a continuación se detalla. (Ver Anexo 4). 
 
(…) “El recargo del 20% sobre el principal que se aplica en aquellos casos 
en que el sujeto activo ejerce su potestad determinadora en forma directa, 
incorporado en el segundo inciso del art 90 del Código Tributario por el Art 2. Del 
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Decreto legislativo No. 000, publicado en el Registro Oficial Suplemento 242 del 29 
de diciembre de 2007, tiene una naturaleza sancionatoria, pues, procura disuadir el 
incumplimiento de las obligaciones por parte del contribuyente. Al constituir  el 
recargo del 20% sobre el principal una sanción, deben aplicarse las normas que 
sobre la No Retroactividad de la ley penal contienen a Constitución, El Código 
Tributario y el Código Penal, así como las normas sobre la irretroactividad”.58 
 
Consecuentemente, para completar la idea referente a este dictamen, se presenta la 
sentencia 391-2009 del 9 de agosto de 2010, la cual manifiesta que el recargo “…no puede ser 
entendido como un reconocimiento por la actuación de la Administración en la determinación de la 
obligación como pretende la Administración Tributaria, pues ello es parte de su responsabilidad 
institucional” (Lo subrayado me pertenece). Criterio totalmente compartido en este sentido ya 
que, como se expresó en líneas anteriores, es una obligación de la Administración llevar a cabo 
estos procesos investigativos, parte de su responsabilidad como institución del Estado, mas no 
viene a ser un elemento extra que sale de sus atribuciones como organismo (organismo o 
acción) que merezca ser compensado o indemnizado  por el contribuyente.  
 
2.5.3. Clases de Sanciones Tributarias 
 
Las clases de sanciones se identifican en función a la gravedad del hecho, en cierto 
modo el recargo se ha presentado limitado, no solo por la redacción sino porque en el  estudio 
de la pena aplicable a las infracciones no se encuentra esta figura como tal, el Código Tributario 
las clasifica de la siguiente manera: 
 
Artículo 323.- Penas aplicables.- Son aplicables a las infracciones, según el caso, 
las penas siguientes: 
A) Multa 
B) Clausura de establecimiento o  negocio  
C) Suspensión de actividades 
D) Decomiso 
E) Incautación definitiva 
                                                          
58
 La Corte Nacional de Justicia en triple fallo mediante sentencias 391-2009, 310-2009, 138-2010 que han llevado 
el precedente jurisprudencial obligatorio que causa como efecto inmediato ley para las partes, esta jurisprudencia 
mediante resolución publicada en el Registro Oficial No. 471, del jueves16 de junio de 2011, que declaro la No 
Retroactividad de la aplicación del recargo del 20% 
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F) Suspensión o cancelación de inscripciones en los registros públicos 
G) Suspensión o cancelación de patentes y autorizaciones 
H) Suspensión o destitución del desempeño de cargos públicos 
 
2.5.4. Multa (Sanción) 
 
De todas las mencionas, por motivos del presente estudio, la sanción más relevante es la 
multa. Mediante ellas, se sanciona la virtual totalidad de conductas infractoras. En el ámbito 
civil, como por ejemplo, en contratos la multa constituye una sanción pecuniaria. 
 
La multa, como sanción percibe una afectación al patrimonio de la persona refiriéndose así, 
al pago de una suma dineraria, que no tiene por objetivo el sostenimiento de las finanzas 
públicas ni mucho menos fines indemnizatorios, puesto que su fin, consecuentemente con la 
complexión mismo de la pena, es el mantenimiento del orden jurídico, es por esto su 
catalogación preventiva-represiva. (Mogrovejo, 2011) 
 
Según Figuero (2011), en su tesis relacionada al recargo y su utilización como mecanismo 
de evasión de impuesto, concluye que la multa “constituye la sanción, por autonomasia, al 
incumplimiento de la obligación tributaria, fijándose a través de este el valor que se deberá pagar al 
fisco por el perjuicio que le pudiere ocasionar en caso de que el contribuyente no cumpla en la legal y 
debida forma la totalidad de la obligación tributaria”
 
 
 
En relación a la multa, Villegas (2003, 488), la define como “La pena de multa intimida en 
mayor o menor medida al condenado según el aprecio que este tenga por el bien que afecta, de decir, el 
dinero, Esto significa que esta pena puede alcanzar fuerte valor punitivo en el campo penal tributario, 
atento la trascendencia que suelen asignar los infractores fiscales a los bienes materiales.”  
 
El carácter represivo, y no resarcitorio de la multa de una u otra manera se detalla en el 
artículo 47 del Código Tributario, relativo a la imputación de pago, pues cuando el crédito es a 
favor del sujeto activo, la prevalencia de los elementos a pagar se imputaran primero interés, 
luego el tributo y finalmente la multa, teniendo las figuras establecidas, indemnización-tributa-
sanción, fórmula que se utiliza en los procesos de determinación en la mayoría de los casos. 
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2.5.5. Análisis 
 
Resulta  relevante empezar mencionando que, el recargo en su sentido gramatical, ente 
otras acepciones, significa: imposición, agravamiento; definido así, se deriva el  esquema en el 
que enmarca una hipotética sanción al contribuyente, con respecto a la conducta sancionada 
Virgolini  J.(2005, 129), presenta la siguiente apreciación, “La fórmula declaraciones engañosas y 
ocultación maliciosa contempla con creces lo que usualmente se entiende por “ardid o engaño”, que 
consiste en un artificio, una maquinación orientada a que el sujeto pasivo incurra en un error que genere 
o posibilite (este sería en materia tributaria) la disposición patrimonial perjudicial ( o, …la omisión total 
o parcial del pago de los impuestos a través de la aceptación de la liquidación engañosa o la errada 
creencia en su veracidad”. 
 
El denominar al recargo como una sanción, con la condición en la que el Estado 
propone sanciones por el requerimiento de un sistema legal que evite retrasos o 
incumplimientos, es decir, mantener un orden jurídico en relación a sus obligaciones, el 
legislador está en la obligación de establecer medidas concretas que aseguren la correcta 
rendición de cuentas del contribuyente en relación a sus manejos fiscales, caso contrario estas 
posibles contravenciones tendrán que ser frenadas con normas que impone la hacienda pública, 
facultada para crear algunas figuras en las que se instaura una indemnización, resarcir o 
compensar, incluso, como es el caso que se está analizando, el castigar la omisión, error o 
negligencia del pago del tributo. 
 
La tratadista Espuña (1995), establece concretamente que el recargo “…se dirige a 
castigar al sujeto que mediante su conducta ha causado una infracción del Derecho objetivo”, razón 
por la cual, desde esta perspectiva, esta Institución constituye una sanción pecuniaria, 
conceptuando al comportamiento o modo de proceder del sujeto pasivo  como un ilícito penal, 
dando lugar, en definitiva, a lo que se califica como una infracción en sentido estricto. 
 
Por otro lado, el mismo autor, confiere un aporte doctrinario único al referir al recargo 
como, “el hecho de que no se halle tipificado en el Código Penal o en las leyes especiales la conducta a 
la cual se liga la imposición de las sanciones pecuniarias,…ni tampoco el hecho de que las mismas no 
sean aplicables por los Tribunales ordinarios, sino por la Administración, no desvirtúa el carácter penal 
de las mismas”. 
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Tal y como lo dice el mencionado tratadista, en el Ecuador sucede lo mismo en 
referencia a quien se encarga de la aplicación del recargo tributario, el cuál es  la 
Administración Tributaria mas no el Poder Judicial a través de sus dependencias. Sin duda, 
como ha mencionado, la consecuencia jurídica ligada a cualquier infracción tributaria en sentido 
estricto, sea esta denominada pena o sanción, posee en todo caso una finalidad intimidatoria-
represiva; siendo precisamente el carácter intimidatorio represivo de las sanciones 
administrativas el que las distancia de aquellas otras consecuencias económicas como los 
intereses o gravámenes similares, que pueden derivarse del recurso por parte de la 
administración a los medios de ejecución forzosa. 
 
A lo expuesto, la postura más acertada en relación a la naturaleza del recargo, es la de 
ser una medida derivada de la acción u omisión que se encuentra en riña con el ordenamiento 
jurídico y que recae en quien le es atribuida, postura que refiere a esta figura el sentido de una 
sanción tributaria extra a la multa y diferente a la indemnización al Estado y, este fin disuasivo, 
como han reiterado algunos tratadistas, define la búsqueda de una postura estatal, el cual vendría 
a ser el de castigar para impedir la reiteración de actuaciones similares. 
 
El caso excepcional que no contrasta con lo que engloba una sanción,  se encamina en 
cuestión a derechos constitucionales y normativos. Razón que Mogrovejo (2011) aclara al 
mencionar que las sanciones  van a estar “…supeditadas material y formalmente a la observancia de 
principios rectores en materia tributaria como los de reserva de ley, legalidad, equidad, capacidad 
contributiva, irretroactividad, no confiscatoriedad, debido proceso, entre otros no menos importantes es 
su mayoría establecidos en la Carta Magna, pero todo explicita o taxativamente inmersos por el efecto 
general del respecto de los derechos reconocidos en la carta fundamental.” 
 
  La sanción requiere de un supuesto hecho calificado jurídicamente como infracción, 
caso que desde su origen no lo tiene, mas está supeditado a un acto administrativo 
(determinación). Como segunda postura si bien el recargo fue creado por una ley, al ser una 
sanción no se la  establece como tal dentro de la normativa sustantiva anexa a la Constitución -
Código Tributario-. Como tercer fundamento deviene el análisis de un debido proceso, que, si 
bien si se identifica un proceso para la obligación principal, obligación de  donde se calcula el 
recargo, en relación a las garantías constitucionales que promueve la Constitución por motivos 
de un debido proceso, se deja espacios claros de vulnerabilidad. Y, finalmente,  al ser una 
medida disuasiva vendría a denotar una doble sanción por la existencia ya de una multa en los 
53 
 
casos correspondientes en donde se trate de un mismo punto de derecho, es por esto que se 
piensa que las consecuencias económicas que sufre el contribuyente con un interés, una multa y 
el recargo de por medio, como consecuencia generada por una obligación principal, es 
atentatoria al patrimonio de los contribuyentes, es por esto que es materia de análisis, si este 
conjunto de imposiciones perciben una vulneración al principio de no confiscatoriedad al no 
observar la tolerancia que mantienen los contribuyentes al momento de crear estos gravámenes, 
en relación a las presiones  fiscales y cuanto de afectado se ve el patrimonio. 
 
2.6. Análisis Crítico Final 
 
Sentado lo expuesto, existe un elemento especial que se identifica en ciertos casos en la 
configuración del recargo en relación a la elaboración de las normas positivas,  dicho elemento 
es la esquizofrenia del legislador al momento de contrastar las necesidades de los individuos con 
lo que norma la doctrina. Sin embargo, existen casos en los que  no siempre es adecuado 
reconstruir históricamente la psiquis del legislador para dilucidar cuál fue su intención al crear 
la Ley. No solo por los obstáculos prácticos que presenta semejante indagación, sino, porque 
muchas veces lo que el legislador realmente pretende se contrapone con el sentido mismo del 
Derecho Penal Tributario. (Virgolini, 2005) 
 
El recargo y lo que engloba esta Institución es un ejemplo paradigmático de lo que se 
proyecta analizar en lo que se refiere a torpeza técnica en la tarea de la confección de referidas 
normas. Al momento de la redacción de las leyes, el legislador parece tener algunas variantes en 
la forma de plantear su pensamiento. 
 
Virgolini (2005, 131) establece que el legislador se pone el uniforme penalista cuando 
redacta tipos penales abiertos y con consecuencias punitivas graves, con el sumo objetivo de 
acaparar todos los casos que se pueda, y, con ello, dar las herramientas a los jueces y 
funcionarios judiciales para luchar contra las infracciones y delitos tributarios. 
 
En otro sentido, el mismo autor define que el legislador se pone el disfraz tributarista, 
presionado torpemente por los funcionarios recaudadores, ampliando indistintamente las 
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herramientas administrativas mediante la creación de normas y figuras-como el recargo- para la 
lucha de las infracciones tributarias. 
 
En ambos casos el autor distingue un “intento de comprender dentro del ámbito normativo 
que en cada caso le incumbe aquello que le interesa prohibir…”. Denotando una deficiencia técnica 
legislativa que en su caso puede ser reprochada y convalidada por los jueces custodios de la 
Constitución de la República. 
 
En el mismo sentido, Virgolini formula un planteamiento que resalta la idea que se 
desea plasmar en el contexto analizado: 
 
 “Las normas penales también han sido concebidas como herramientas 
recaudadoras. Ello es consecuencia de la asunción incondicional del dogma 
preventivista que hace creer que las leyes penales tienen una efectiva función tuitiva 
de bienes jurídicos y que son herramientas hábiles para alcanzar fines tales como 
aumentar la recaudación o reforzar una cierta clase ética que atematiza al deudor 
tributario”. 
 
Como antecedente, es adecuado resaltar que el origen del problema  es una conducta 
infraccional, vinculada, como ya se ha explicado, en simples deberes jurídicos, impuestos en el 
marco de la relación jurídico tributaria, deber específico de auto determinar el tributo a través de 
las figuras entendidas como deberes formales y materiales del que se deriva la obligación y, por 
ende la determinación directa que hace la Administración en el caso de una conducta ajena a 
estos preceptos.  La configuración del recargo no pasa por la identificación de un proceder 
antijurídico que aparejaría algunas consecuencias, entre ellas, la multa o el interés por mora, 
sino,  pasa por la determinación de la Administración Tributaria.  
 
Como primer punto de análisis, se establece la semejanza que se le puede atribuir al 
recargo al tratarse de tributos, al verificar su liquidez, al respecto, el Estado en su potestad 
recaudadora implanta este tipo de instituciones jurídicas creadas por Ley, para alcanzar fines 
tales como, aumentar la recaudación fiscal, sin perder de vista lo que lleva el presente análisis, 
como fue concebida la forma del recargo, lo que  produce una reacción penal-administrativa que 
55 
 
prevé una pena, que por sus características y su significado asume el papel disuasivo. La 
sanción no cumple con un fin atribuible a convertirse parte del engrosamiento de las arcas 
fiscales, esta figura expresa la calidad coercitiva del Estado, fundamentado a su vez en perseguir 
y promover el pago de los tributos, manifestando su carácter represivo y preventivo.  
 
 Como segunda propuesta, se resalta que el recargo nació como una respuesta para 
incentivar un incremento en la calidad coercitiva del Estado. Demostrado su poder castigador-
intimidatorio, al respecto merece establecer los elementos que configuran como menciona 
Bermudez (1998) a “toda retribución negativa dispuesta por el Ordenamiento Jurídico como 
consecuencia de la realización de una conducta”, concepto definido a todas las sanciones 
administrativas.  
 
Las sanciones Administrativas tienen como fin principal el disuadir un comportamiento 
o conducta de los individuos regidos a instrumentos normativos, consecuentemente es preciso 
remarcar otro objetivo que va ligado al primero el cual es restablecer el orden social, es decir, 
proteger el Ordenamiento Jurídico reñido con las conductas que interfieren en el bienestar de la 
relación de los individuos con el Estado, es por esta característica que se diferencia de las 
indemnizaciones pecuniarias las cuales resultan ser, como menciona el autor ibídem,  un 
elemento restaurador de un perjuicio, por otro lado las sanciones no restauran, buscan la 
educación de las conductas para que a futuro se prevengan de futuras represiones que las 
mismas indiquen. 
 
Seguidamente otro elemento de gran importancia es la vinculación de la sanción 
administrativa con una infracción administrativa, Bermúdez manifiesta que la sanción es una 
retribución negativa prevista por el Ordenamiento Jurídico como consecuencia del 
cometimiento de una infracción administrativa. Cualquier otro tipo de perjuicio o situación 
desfavorable como responsabilidades civiles que mantenga el individuo y que no venga 
derivado de una infracción administrativa no será sanción en sentido estricto. En consecuencia, 
la realización de una infracción se convierte el presupuesto necesario de la sanción, sin esta, no 
procede o no cabe el término “sanción”. 
 
Un segundo elemento que se debe tener en cuenta al momento de definir a las sanciones 
es que debe venir establecido en un determinado y competente Ordenamiento Jurídico. En 
56 
 
relación en primera instancia a las infracciones administrativas si estas deben venir en un cuerpo 
normativo, consecuentemente las sanciones deben correr con el mismo destino. Puesto que las 
infracciones y las sanciones son los dos elementos materiales que conforman la potestad 
sancionadora, potestad arraigada específicamente al principio de Reserva Legal que permite la 
creación y limitación de la extensión de la sanción. 
 
El tercer elemento es el procedimiento, como toda sanción, esta debe perseguir un 
procedimiento que de legalidad y legitimidad a las conclusiones que puedan o no ser parte de 
una represión o incentivación por parte de la administración hacia el administrado, el debido 
proceso es un principio de real importancia en el andamiaje jurídico establecido en la 
Constitución que más adelante se lo señalará. 
 
En relación al proceso que debe seguirse en los actos administrativos, y más 
precisamente a las resoluciones que se emitan en favor o en contra de los contribuyentes, estas 
deben poseer dos elementos preponderante los cuales son validez y ejecutoriedad. 
 
Todo acto administrativo tiene que ser expedido por un órgano competente el cual se  
presumirá valido, produciendo los correspondientes efectos jurídicos. Por otro lado los actos 
administrativos generados por órganos competentes tienen ejecutoriedad porque no es necesario 
recurrir ante otras autoridades como los Tribunales Distritales para que den fe de lo actuado, 
tiene plena competencia de ejecutar las acciones pertinentes para hacer cumplir con lo mandado 
en la resolución. 
 
Siguiendo con las sanciones, otro esquema que se debe manejar son los principios que 
rigen la aplicación de las sanciones administrativas. A continuación se identifican los más 
importantes 
 
El principio de Legalidad el autor ibídem plantea que “la potestad sancionadora de la 
Administración podrá ser ejercida cuando haya sido expresamente atribuida con una norma con rango 
de ley”, en relación con lo estudiado se puede decir que la sanción impuesta por la comisión de 
una infracción, las dos previstas en el ordenamiento normativo y resultando del correspondiente 
57 
 
procedimiento administrativo solo podrá ser aplicada por aquellas Administraciones Publicas a 
quien la norma les ha otorgado esa facultad.  
 
 El principio de Reserva de Ley que en resumidas cuentas manifiesta el autor ibídem 
que las sanciones solo podrán imponerse cuando estén impresas en las leyes tanto como la 
infracción como la consecuente sanción a una conducta no implícita sino expresamente 
determinada para los efectos correspondientes, es decir la ley se reserva la facultad de incluir en 
sus textos las sanciones que se le impondrán a los individuos. Otro aspecto de real importancia 
en este principio es que la ley debe plantear una lógica correspondencia entre la infracción y la 
sanción. Es decir, “no basta con que la ley diga que tales y cuáles son las sanciones o las infracciones, 
sino que además debe decir cuál es la relación entre tal o cual infracción y tal o cual sanción”; es por 
esto que la idea es que cada infracción enfrasque una sanción expresada en la ley. 
 
 El principio de Tipicidad lo manifiesta Sainz de Bujanda con absoluta certeza “…el 
saber a qué atenerse…”, para conceptualizar de mejor manera la tipicidad esta “debe ser 
entendida como la adecuación de una conducta determinada en la descripción que hace una ley 
tributaria como punible…”59, es decir que se determine las características tanto de la infracción 
como del delito expresamente, solo para las sanciones se utiliza el termino tipificar, es por esto 
que el establecer en la norma la forma y la estructura de una sanción le corresponde al principio 
de tipicidad. 
 
El principio de Legitimidad es un principio muy importante de resaltar en relación a la 
investigación en curso ya que este principio relata lo que legalmente puede ser correcto pero 
sigue siendo injusto y perverso para los individuos de la sociedad. “Para quienes defienden la 
necesidad de valorar las normas jurídicas desde la perspectiva de su justicia o injusticia no basta con 
que un determinado sistema de legalidad posea autojustificación, lo que se entiende por validez, sino que 
es preciso plantearse su legitimidad, su justicia”60. 
 
El principio de Irretroactividad es un principio de suma importancia al momento de la 
formación de las sanciones administrativas, Mogrovejo (2011) menciona que “este principio 
prescribe que una ley se aplique sobre hechos- acciones u omisiones- con repercusión sancionatoria, 
                                                          
59
 http://albertopacciderechotributario.blogspot.com/2009/10/principios-de-la-potestad-sancionadora.html 
Consultado el (22 de junio de 2014, 20H00)  
60 http://eunomia.tirant.com/?p=1519 Consultado el (25 de junio de 2014, 22H00). 
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sucitados con anterioridad a su promulgación”, claramente se identifica lo que a lo largo del trabajo 
como se ha venido manifestando, todos estos principios, reconocidos tanto en la Constitución y 
los indistintos cuerpos legales que implícita o explícitamente, aseguran el ejercicio racional y 
justo de las funciones represivas de un Estado.  
 
Como se puede observar a lo largo de lo expuesto el recargo cumple con la mayoría de 
disposiciones que enmarcan una sanción en todo su contexto. Pero en relación a principios 
Constitucionales  sobresalen elementos amparados por la Constitución actual (2008), con los 
que el recargo excepciona su naturaleza  al identificarse con las sanciones: 
 
1.- La sanción en el sistema jurídico tributario ecuatoriano, como establece la Constitución, 
constituye primero una actitud o actividad que tiene que estar acorde con un debido proceso, el 
recargo al respecto, difiere con ciertos fundamentos que la Carta Suprema promociona al 
responder a los derechos y garantías de los contribuyentes en relación al debido proceso, es por 
esto que es necesario identificar cuáles son los preceptos que se hallan quebrantados. Estos 
casos se identifican en  la Constitución según el artículo 76. 
 
Artículo 76.- En todo proceso en el que se determine derechos y obligaciones de 
cualquier orden, se asegurara el derecho al debido proceso que incluirá las 
siguientes garantías básicas: 
3.-Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momento de 
cometerse, no este tipificado en la ley como infracción penal, administrativa o de 
otra naturaleza; ni se le aplicara una sanción no prevista por la Constitución o la ley. 
Solo se podrá juzgar a una persona ante un juez o autoridad competente y con 
observancia del trámite propio de cada procedimiento. (Lo subrayado no pertenece 
al texto original) 
 
1.1 Al momento de la creación del Derecho, existen principios que tienen que 
ser tomados en cuenta, elementos que buscan limitar el abuso de la autoridad y 
fomentar los derechos de los ciudadanos. Por un lado el principio de legalidad basa su 
fundamento en el respeto a la seguridad jurídica y el patrimonio de los individuos, 
define un cimiento que condiciona la producción normativa, en donde su 
inobservancia daría como resultado la inconstitucionalidad de la disposición, es por 
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esto que, solo la ley podrá establecer derechos, obligaciones, sujeto pasivo, sujeto 
activo, hecho generador, base imponible, porcentaje del gravamen y lo más importante 
la facultad que solo la ley le otorga a los organismos para actuar con competencia en 
la expedición de sus actos administrativos, limitando así el poder hacendario a 
sujeción de derechos y garantías para con los ciudadanos.  
 
Bajo este principio el recargo fue creado por una Ley aceptada y aplicada por 
un órgano competente, es el caso que el condicionamiento que sugiere este principio 
no se ve vulnerado, mas, en relación de protección a la propiedad privada y respeto a 
la seguridad jurídica la figura del recargo deja en tela de duda la relación que mantiene  
con el principio de No Confiscatoriedad, establecido expresamente  en la Constitución 
en el Artículo 323 que indica “…se prohíbe toda forma de confiscación.”. En materia 
tributaria la legitimidad de la obligación de contribuir al sostenimiento de las cargas 
públicas, debe tener un límite, este alcance lo define el principio de No 
Confiscatoriedad, en el sentido que la carga impositiva debe ser tolerable para el 
contribuyente, no debe rebasar el umbral de lo que cada individuo sustenta en su 
patrimonio. Al respecto, al configurarse el recargo como un elemento más, que se 
suma a una obligación preestablecida que genera una sanción (multa), y un interés por 
mora, llama la atención la afectación que podría sufrir el contribuyente en relación a 
su patrimonio. Que sin ser materia de este trabajo vale la pena resaltar. 
 
1.2 Por otro lado, es elocuente  seguir la línea de la legitimidad al evidenciar 
un principio que en el caso del recargo-sanción se está vulnerando claramente. Este 
principio esta denominado como el de “Reserva de Ley”,  creado por la necesidad de 
darle jerarquía a la Ley que regule la relación tributaria, y que abrace figuras que sean 
solo de su competencia, tal es el caso de sanciones, delitos y contravenciones. El 
principio nace como resultado de la necesidad de proteger a la propiedad y a la 
libertad de los ciudadanos que mediante un sistema de reserva, busca un esquema 
tributario justo. “Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al 
momento de cometerse, no este tipificado en la ley como infracción penal, administrativa o de 
otra naturaleza…” 
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Supuesto lo dicho, el recargo nace de una Ley que reforma al 
Código Tributario, que de manera explícita en su articulado se encuentra un capítulo 
entero de “ilícitos tributarios”, dentro de este, el artículo 323,  indica cuales son las 
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 Artículo 76, numeral 3 de la Constitución del Ecuador (2008). 
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sanciones aplicables,  en las cuales el recargo no está exhibido como tal, en 
consecuencia tampoco se determina la conducta que difiere con la Ley para que se 
estipule como sanción. Es por esto que el recargo  por lo anteriormente explicado, la 
relación de correspondencia que siempre debe mantener una infracción con la sanción, 
claramente no se identifica la comisión de una infracción que relacione con el recargo 
sanción, se concluye finalmente que la figura estudiada no ostenta conformidad con el 
principio de “Reserva de Ley”. 
 
2.- Al considerarse  el recargo como una sanción tributaria, es improcedente la 
duplicidad de las penas como ejercicio disuasivo, al prever que en procesos de 
determinación preexiste una multa que manifiesta el carácter represivo de las 
sanciones, que en el artículo 323 del Código Tributario tipifica su calidad en la 
sociedad.  En base a esto, las dos no pueden subsistir cuando el proceso se litigue por 
un mismo punto de derecho. 
 
Artículo 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de 
cualquier orden, se asegurara el derecho al debido proceso que incluirá las 
siguientes garantías básicas: 
(…)  
7. El derecho a las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 
i) Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Los 
casos resueltos por la jurisdicción indígena deberán ser considerados para este 
efecto. (Énfasis añadido no corresponde al texto original) 
 
Fielmente a la Carta Suprema, su precepto y su mandato es claro. No se puede 
imponer dos veces una sanción por un mismo proceso en litigio, es ilegitimo 
establecer una sanción a una conducta que ya está resarcida con intereses y sancionada 
en los casos que corresponda su aplicación. Nuevamente se ve un conflicto, 
precedente que llama la atención en referencia de la afectación del patrimonio, Se 
prohíbe la doble sanción con ese objetivo, para evitar arbitrariedades del poder que 
vulneren los capitales de los ciudadanos. 
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Con el objetivo de abarcar todo lo estudiado, el incumplimiento de una obligación 
enmarca un interés por demora, que como se señala en apartados anteriores, muestra una 
indemnización al Estado por los daños efectuados; la segunda consecuencia es una multa, que 
tiene una naturaleza sancionadora y punitiva, y el tercer elemento es el recargo matizado por la 
administración con diferentes conceptos, tales como, reconocimiento al Estado o indemnización 
por los daños realizados. Dejando de lado la real naturaleza represiva establecida por la Corte 
Nacional que busca disuadir a los contribuyentes en el cumplimiento de sus obligaciones. 
 
Para mejor entendimiento de estos conceptos que establece la Administración en sus 
resoluciones y el accionar de los Órganos de Justicia en relación a tan polémica Institución.  A 
continuación el análisis de las intervenciones en la sociedad frente a esta problemática. 
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CAPITULO III 
 
3. CRITERIOS Y APLICACIÓN DEL RECARGO TRIBUTARIO 
EN EL ECUADOR 
 
3.1. Generalidades 
 
Como se ha visto en el desarrollo del presente estudio, los organismos competentes para 
la aplicación del recargo  se identifican, entre una de las instituciones más importantes, al 
Servicio de Rentas Internas (S.R.I.), organismo desconcentrado por el gobierno central,  
encargado de un sinnúmero de facultades, entre las cuales, como ya se ha hecho mención, está 
la de determinar al sujeto pasivo o contribuyente cuando el caso así  lo amerite, con el fin de 
cumplir con la recaudación de los tributos para satisfacción de las necesidades  del Estado. 
 
El estudio del presente capítulo, está dirigido a demostrar mediante determinados casos 
prácticos, cual ha sido la constante fundamentación que ha tenido la Administración en relación 
a la aplicación del recargo a los contribuyentes, y el proceder que ha sostenido en la defensa del 
mismo en los distintos órganos Judiciales. 
 
La administración tributaria respalda la configuración del recargo tributario mediante 
resoluciones administrativas, que determinan los derechos y obligaciones de los contribuyentes 
detrás de una investigación de los sucesos fiscales suscitados por el individuo y sus prácticas 
contributivas. 
 
Continuando con los procesos en litigio que lleva el contribuyente, se tiene al Tribunal 
Distrital de lo Fiscal, encargado del procesamiento de las disputas judiciales resueltas en etapa 
administrativa, su deber concluye con la emanación de sentencias que declaran o no derechos en 
relación a determinadas circunstancias. En el mismo sentido, en el ámbito tributario,  existe un 
recurso, el cual se presenta a la Corte Nacional de Justicia, órgano que mantiene su competencia 
en el conocimiento de litigios que contengan los desacuerdos de cualquiera de las partes con el 
pronunciamiento de los jueces de primera instancia. Consecuentemente, dan su dictamen en 
base a los fundamentos, pruebas, alegaciones y demás. Finalmente se tiene como recurso 
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extraordinario a la Corte Constitucional, que se encarga de recibir pretensiones de carácter 
constitucional, en donde se presuma la violación o no de un derecho consagrado en la 
Constitución. 
  
3.2. Aplicación del Recargo por parte del Sujeto Activo en actos 
Administrativos y Judiciales 
 
3.2.1. Resoluciones Administrativas 
 
El sujeto activo como ya se ha mencionado, posee algunas facultades establecidas en el 
Código Tributario, una de estas, es la facultad resolutiva  establecida en el artículo 69 del 
Código Tributario. “Las autoridades administrativas que la ley determine, están obligadas a expedir 
resolución motivada, en el tiempo que corresponda, respecto de toda consulta, petición, reclamo o 
recurso (…). 
  
En el mismo sentido, el artículo 8 de la Ley de Creación del Servicio de Rentas Internas 
expresa
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Artículo 8 Resoluciones de Carácter General.- El Director del Servicio de Rentas 
Internas expedirá, mediante resoluciones, circulares o disposiciones de carácter 
general y obligatorio, necesarias para la aplicación de las normas legales y 
reglamentarias y para la armonía y eficiencia de su administración. Para la 
vigencia de tales circulares o disposiciones, deberán ser publicadas en el Registro 
Oficial y no podrán contrariar las leyes ni reglamentos” (…) 
 
Organización construida para el tratamiento de conflictos inmediatos, en la cual en 
relación al recargo se denota una falta de imparcialidad en su juicio al aplicar las normas, dando 
como resultado, un calificativo negativo en el ejercicio de legislar y, por otro lado, demostrando 
la existencia de abuso de poder, aprovechando su superioridad que  anula la consecución de un 
orden justo en la sociedad con la emanación de sus instrumentos jurídicos. 
                                                          
62 Ley de Creación del Servicio de Rentas Internas. Ley 41, Registro Oficial Nro. 206, 1997. 
64 
 
En el caso del recargo no es la excepción, de hecho , es una de las figuras  más 
polémicas al momento de su aplicación, por las indistintas críticas que ha tenido por los diversos 
actores del universo fiscal en el Ecuador, consecuentemente, es necesario establecer algunos 
casos prácticos ya litigados para una mejor comprensión. 
 
 El Recargo en la Administración Tributaria 
 
Resoluciones SRI. 
Resolución 1 
 
Órgano competente: Servicio de Rentas Internas (S.R.I) 
No. de Resolución/ Fecha: 109012009RRECO18780 
Responsable: Director Regional de Rentas Internas y respectivos Procuradores. 
 
Hechos relevantes 
 
El señor A, Gerente General, y la señora B Gerente de Recursos Humanos y, como 
tales, representantes de la compañía EXPORTADORA BANANERA NOBOA S.A., 
presentaron un reclamo administrativo de impugnación en contra del acta de determinación 
tributaria No. 092009010071, emitida el 21 de abril de 2009 bajo el  concepto de Impuesto a la 
Renta (I.R) del ejercicio fiscal 2005, en el cual, se fundamenta que el acto administrativo al que 
hace referencia dicha acta en donde se implantó el recargo del 20% sobre la obligación principal 
,es completamente inconstitucional, arbitrario e ilegal en virtud que la Ley es irretroactiva. 
Fehacientemente se ha violado con los principios constitucionales de generalidad y equidad 
tributaria y el de igualdad, por constituirse una carga más definida como tributo y no estar 
debidamente establecida en la Ley. 
 
Resolución 
  
A esto, el S.R.I, con sus respectivos procuradores, manifiesta que los resultados de los 
procesos de determinación, que se hayan iniciado o concluido después de la reforma de la Ley, 
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tienen la factibilidad de establecer el recargo del 20% sobre la obligación principal. Tal es el 
caso que la Administración resuelve negar el relamo y proceder con el recargo y la acción 
coactiva.
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Resolución 2 
 
Órgano competente: Servicio de Rentas Internas (S.R.I) 
No. de Resolución/ Fecha: 109012008RREC008220 de 7 de agosto de 2008 
Responsable: Director Regional de Rentas Internas y respectivos Procuradores. 
 
Hechos relevantes 
 
El señor X, gerente de la compañía Poligráfica S. A. presenta un reclamo administrativo 
en contra del Servicio de Rentas Internas. La glosa en litigio era sobre el Impuesto al Valor 
Agregado (IVA) del periodo comprendido de enero a diciembre de 2008, estableciendo que la 
forma de determinación que se utilizó para emanar esa resolución se realizó de acuerdo al 
artículo 93 del Código Tributario (determinación mixta), por lo tanto, no cabe el recargo del 
20%, argumentando que el recargo solo se aplicará a determinaciones realizadas por el sujeto 
activo de forma directa. 
 
Resolución 
 
A los fundamentos presentados por parte del contribuyente, el SRI establece que el 
recargo se impondrá en procesos que inicien o culminen antes de la emisión de la Ley 
Reformatoria de Equidad Tributaria, es por esto que, para este caso, cabe la interposición de 
dicha figura. Con respecto al tipo de determinación, manifiestan, documentando lo aseverado, 
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 Resolución No. 109012009RRECO18780 del SRI, citado por Edwin Colcha en su Tesis “El Recargo Tributario” 
Universidad Andina Quito-2012 
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que fue de manera directa, ya que se basaron en la declaración realizada por el sujeto pasivo y 
los libros contables y cruces de información. Se niega el reclamo. 
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3.2.2. Fallos Judiciales 
 
 El Recargo en el Tribunal Distrital de lo Fiscal. 
 
La competencia en el conocimiento de los actos administrativos anteriormente citados, 
le corresponde a los Tribunales Distritales de lo Fiscal. De acuerdo a los artículos 299 del 
Código Tributario y siguientes; 
 
 
Artículo 299.- Proposición de las acciones: Oportunidad.- Quienes se creyeren 
perjudicados por una resolución de única o última instancia administrativa, podrán 
impugnar ante la jueza o juez de lo Contencioso Tributario (…) 
 
 
Las sentencias que dicten estos tribunales contenciosos fiscales son definitivas, 
producen cosa juzgada, y no pueden por tanto ser revisadas por ningún otro juez o tribunal. La 
salvedad es el recurso de casación que debe ser resuelto por la Sala de lo Tributario de la Corte 
Nacional de Justicia y, en el caso extremo, que se litiguen situaciones pertenecientes a la esfera 
constitucional, el órgano competente será la Corte Constitucional de Justicia. 
 
 
Estas sentencias declaran el derecho y dicen cómo se han de aplicar las normas en el 
caso en concreto. La administración practica las liquidaciones, elimina títulos de crédito, 
archiva los expedientes, si fuere el caso, efectúa las devoluciones de lo pagado indebidamente, 
cobra los intereses y multas, en  general, acata lo dispuesto por el Tribunal Distrital de lo 
Fiscal. 
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Sentencias 
 
Sentencia 1 
 
Órgano Competente: Tribunal Distrital de lo Fiscal 
Actor: Representante legal de la Terminal Aeroportuaria de Guayaquil TAGSA. 
Demandado: Director Regional del Servicio de Rentas Internas 
 
Hechos Relevantes 
 
El acto impugnado previene el contenido de la Resolución No. 
109012008RREC011070, levantada por concepto de impuesto a la renta 2004. 
 
Argumentos del SRI 
 
“el recargo tiene un carácter disuasorio, resarcitorio o indemnizatorio que viene a 
compensar el costo adicional que significa para la administración haber iniciado un 
proceso de determinación. Se debe identificar entonces el recargo como una 
prestación tributaria de carácter accesorio y seguir con la suerte de su principal, es 
pertinente aplicar el recargo como accesorio al tributo determinado por la 
Administración Tributaria del Ecuador” 
 
Resolución del Tribunal 
 
“:..Respecto a la aplicación del recargo del 20% sobre las diferencias de impuesto a 
pagar establecidas en el acto determinativo del año 2004, esta sala  deja expresa 
constancia que en materia tributaria, tanto la anterior Carta Política en su Art. 256 
como la actual Carta Magna en su Art. 300, prohíben la aplicación de las leyes con 
efecto retroactivo, de allí que esta institución nacida al amparo de la Ley 
Reformatoria para la Equidad Tributaria en el Ecuador (R.O.3-S 242 de 29 de 
diciembre de 2007), no puede ser aplicada a situaciones jurídicas anteriores a su 
vigencia…”65 
 
 
 
                                                          
65 Sentencia citado por Edwin Colcha en su tesis “El recargo Tributario”, Universidad Andina Simón Bolívar, 
Quito-2012. 
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Análisis Crítico 
 
De antemano se observa discrepancias en los pronunciamientos de las entidades de 
Administración de Justicia con la Administración Publica Tributaria, esta vez el eje de discusión 
es la errónea forma en el accionar por parte del SRI, al utilizar al recargo de manera retroactiva 
para el cobro de los respectivos haberes. Desde esta instancia las diferencias se plasman en 
diferentes puntos de discusión. Es por esto que, en indistintos casos se tuvo que acudir a la 
Corte Nacional de Justica para que resuelva estas falencias que se evidencia en la norma jurídica 
y su interpretación  por parte de los actores de la relación tributaria. 
 
3.3. Corte Nacional de Justicia 
 
3.3.1. La casación 
 
Una de las partes relevantes a considerar en este punto de análisis  es la casación, esta 
figura tiene más de 30 años de vigencia en el Ecuador. Bien se ha podido establecer que el área 
tributaria, si bien no tiene la experiencia de otras como el ámbito penal, considera un recorrido 
importante que ha servido de mucho para entender y aplicar esta institución.  
 
Este recurso en su generalidad, busca y pretende el imperio de la legalidad o la vigencia 
estricta de la juridicidad en la relación jurídico-tributaria, advirtiendo así, que estas sentencias 
de casación tendrán elementos de carácter inamovible, inalterable y estarán llamadas a 
cumplirse estrictamente ya que habrá sido resultado de un análisis y un examen riguroso del 
Tribunal de Casación. En fin, este recurso podrá interponerse por cualquiera de las partes y 
tendrá lugar por violación de leyes tributarias. 
 
Esta Sala es competente para conocer y resolver casos según lo determinado en el 
artículo 184 de la Constitución de la República del Ecuador, en concordancia con el artículo 1 
de la Codificación de la Ley de Casación, que define lo siguiente;  
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Art. 184.- Serán Funciones de la Corte Nacional de Justicia, además de las 
determinadas en la ley las siguientes; 
 
1. Conocer los recursos de casación, de revisión y los demás que establezca la ley. 
2. Desarrollar el sistema de precedentes jurisprudenciales fundamentado en los fallos 
de triple reiteración. 
 
 
Como se puede observar,  la competencia recae sobre esta institución en dos facultades 
específicas, facultades que comprenden el procesar las causas que lleguen a sus salas, y de esas 
sentencias, desarrollar el sistema de precedentes jurisprudenciales fundamentado en fallos que 
litiguen las mismas situaciones jurídicas y que lleguen a la misma solución, sistema que en 
materia del presente trabajo es de mucha utilidad, ya que existe un precedente que atañe 
justamente al caso del recargo en la legislación ecuatoriana, que,  a falta de tecnicismo 
normativo, fue necesario la creación de un instrumento de tal magnitud. 
 
3.3.2. El Recargo en la Corte Nacional de Justicia 
 
En referencia al elemento materia de esta investigación, específicamente, la Corte 
Nacional de Justicia ha tenido un arduo trabajo en pos de contemplar las diferentes aristas que 
desemboca esta figura tan controversial, tal como lo es; su naturaleza, irretroactividad y demás 
tipologías que, a falta de argumento legal en los distintos cuerpos normativos,  ha resultado la 
configuración de tres sentencias que dan como resultado Jurisprudencia, que como ya se 
definió,  la Corte Nacional de Justicia, en plenitud de sus facultades y competencias, se le otorga 
mediante la Constitución, la facultad de  organizar todo este sistema de Sentencias y procesos 
Jurisprudenciales. 
 
A continuación se identifica  las tres sentencias que formaron parte para la 
configuración de la “Jurisprudencia”.  
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Fallos Corte Nacional de Justicia 
 
Sentencia No. 1 
 
Órgano competente: Corte Nacional de Justicia 
No. Sentencia/Fecha: Recurso No. 391-2009, Quito 9 de Agosto de 2010. 
Magistrado: Dr. José Suing Nagua. 
 
Hechos relevantes 
El recurso lo plantea el Sujeto (A) 
En referencia al recargo la sentencia menciona lo siguiente: 
 
“ (…) que en lo que respecta al recargo del veinte por ciento a la obligación 
tributaria determinada, establecida en la Ley para la Equidad Tributaria, este se 
debe entender como un reconocimiento por la actuación de la Administración 
Tributaria en la determinación de la obligación: que no está en contraposición a los 
principios que sustentan en régimen fiscal previstos en el artículo 300 de la 
Constitución; que en cuanto al principio de irretroactividad, el legislador al expedir 
esta norma no ha vulnerado tal principio, pues debe considerarse que al recargo 
aplica cuando la obligación tributaria haya sido determinada, luego de que la 
Administración Tributaria haya verificado el impuesto exigido por la ley; que en 
caso particular, una vez determinada la obligación tributaria, se procedió a establecer 
el recargo del veinte por ciento como  manda la Ley;  que en ningún caso es 
aceptable que la Administración haya aplicado la disposición legal de manera 
retroactiva (…)”66 
 
La contestación al recurso por el sujeto pasivo (C) en relación al recargo se plantea en 
los siguientes términos; 
 
                                                          
66
 Ver Anexo 1 
71 
 
“(…) que sobre la supuesta errónea interpretación de los artículos 300 de la 
Constitución y 91 del Código Tributario, en la contestación a la demanda, la 
Autoridad demandada no se pronunció respecto a la ilegalidad del recargo del 20% 
por lo que no cabría que al interponer el recurso de casación pretenda incluir 
argumentos distintos o adicionales a los que motivaron la resolución impugnada: 
que el artículo 91 del Código Tributario, trata de la determinación directa y no 
guarda relación con el recargo del 20%;   que la sentencia recurrida señala que la 
retroactividad de las leyes tributarias está prohibida no solamente por la 
Constitución vigente sino por la de 1998, por lo que la Administración está 
impedida de aplicar en el ejercicio 2004 un recargo consagrada en norma emitida 
con posterioridad; que la interesada interpretación que se pretende dar al 
recaudado de la Administración Tributaria que vulnera al principio de seguridad 
jurídica de los contribuyentes (…)” 67 
 
Aspectos Jurídicos considerados 
 
 Artículo 300 de la Constitución de la República del Ecuador (2008). 
 Artículo 90 y 91 del Código Tributario. 
 Referencia del Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria. 
 
Problema planteado 
 
Entre otros temas ajenos a los elementos medulares de la investigación en curso, se 
discute cual es la naturaleza del recargo, si su esencia realmente procede a ser un 
reconocimiento por un labor realizado por el Sujeto Activo y, por otro lado, se plantea la 
legalidad de la retroactividad de la figura en el caso planteado. 
 
Resolución del recurso. 
 
“(…) SÉPTIMO: En cuanto a la pertinencia  o no del recargo del 20% de la 
obligación tributaria, esta Sala advierte lo siguiente; i. La Ley que lo incorpora al 
                                                          
67
 Ibídem. 
72 
 
Código Tributaria fue publicada en el Tercer Suplemento al Registro Oficial No. 
242 del 29 de diciembre de 2007 ii. El recargo tiene una naturaleza sancionadora, 
que procura disuadir el incumplimiento de las obligaciones por parte del 
contribuyente, por lo que no puede ser entendido como un “reconocimiento por la 
actuación de la Administración en la determinación de la obligación” como 
pretende la Administración Tributaria, pues ello es parte de su responsabilidad 
institucional; iii. La irretroactividad de la ley implica, de modo absoluto, que sus 
disposiciones rigen para lo venidero, es decir, a partir de su vigencia. En el caso en 
cuestión, el proceso de determinación se inicia con la Orden respectiva que se emite 
el 27 de junio de 2007, esto es, mucho antes de la vigencia de la ley que establezca 
el recargo, razón por la que no cabe su aplicación retroactiva, por estar 
expresamente prohibido por la Constitución Política de 1998 y ratificado por la 
Constitución vigente. Consiguientemente, no se advierte la existencia de la errónea 
interpretación alegada por el concurrente (…)”68 (Lo subrayado no pertenece al 
texto original). 
 
Análisis crítico 
 
Concretamente, la sala de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia, 
manifiesta la caracterización del recargo en referencia a su naturaleza, la cual la define como  
sancionadora, nacida con el fin particular de disuadir las distintas actuaciones relacionadas con 
las infracciones que presenta el contribuyente en sintonía con sus movimientos fiscales. 
 
La sentencia se manifiesta también sobre uno de los argumentos fuertes que la 
Administración manejaba en estos procesos, en el que muestra que el recargo busca un 
reconocimiento por su actuación de investigación y demás particulares y formalidades que la 
Administración ejerce con el fin de determinar a un individuo demostrando sus verdaderos 
ejercicios fiscales. Al respecto, la Corte, manifiesta que este argumento carece de fondo, ya que 
este supuesto reconocimiento económico, que pretende la Administración sea  parte ya de sus 
deberes institucionales, es decir que dentro de las obligaciones de la Administración (trabajo 
devengado por un sueldo) está la de determinar a los sujetos pasivos y que no se puede cobrar 
un porcentaje más por algo que ya está cubierto por el Estado mismo. 
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Finalmente, se refiere a la irretroactividad de la Ley,  y manifiesta que, una vez que la 
Orden de determinación se generó antes de la promulgación y entrada en vigencia  esta Ley, no 
procede la retroactividad del recargo para la aplicación en este caso en específico. 
 
Sentencia No. 2 
 
Órgano competente: Corte Nacional de Justicia 
No. de Sentencia/Fecha; Recurso 310-2009/30 de Agosto de 2010. 
Magistrado: Dr. José Suing Nagua. 
 
Hechos relevantes 
 
El recurso lo plantea el contribuyente (C) 
En referencia al recargo la sentencia plantea lo siguiente; 
 
“… En cuanto a la resolución de lo que no fuera materia del litigio y omisión de 
resolver otros puntos que si lo fueren, sostiene que en la sentencia el Tribunal 
asevera que la demanda se fundamentó en textos normativos del Estatuto del 
Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva y del Reglamento de 
Aplicación de la Ley de Régimen Tributario Interno, que el actor no los consideró 
como fundamento; que además alegó que el recargo del 20% que se ha hecho en la 
Orden de Cobro, no es aplicable por inexistencia jurídica de la Ley para la Equidad 
Tributaria del Ecuador porque la Asamblea Constituyente no tiene facultades 
legislativas y por cuanto a la fecha en la que entró en vigencia, el proceso de 
determinación ya se había iniciado por lo que no es aplicable de forma retroactiva 
la ley, tema sobre el que el Tribunal no dijo nada(…)”69 (Énfasis añadido no 
corresponde al texto original). 
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La Administración a este recurso responde de la siguiente manera; 
 
“…El recurrente prácticamente ha copiado la demanda en el recurso, cambiando 
únicamente el orden del contenido, con la evidente intención de impugnar 
nuevamente la Orden de Cobro emitida, además agrega una comparación entre la 
demanda  y el contenido del escrito de casación….” 
 
En relación al recargo no existe defensa ni pronunciamiento en ninguna de sus partes. 
 
Aspectos Jurídicos considerados 
 
 Reglamento para la aplicación a la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria 
 Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria. 
 
Problema planteado 
 
¿Se puede aplicar el recargo en forma retroactiva sin atentar a las normas positivas en el caso 
propuesto? 
 
Resolución del recurso 
 
“SEXTO; Respecto a la presunta aplicación retroactiva de las regulaciones 
contenidas en la Ley Reformatoria de Equidad Tributaria, sobre el recargo del 20% 
que se ha hecho en la Orden de Cobro, la Sala advierte que la acción de 
impugnación no es el mecanismo idóneo para alegar “la inexistencia jurídica de la 
Ley porque la Asamblea Constituyente no tiene facultades legislativas” como 
sugiere el recurrente,… (). Sin embargo, respecto a la aplicación del recargo, es de 
advertir que el proceso administrativo  se inicia con la comunicación conminativa 
de 19 de diciembre de 2007 y la ley entra en vigencia el 30 de diciembre del mismo 
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año; además, el periodo impositivo que se analiza y sobre el que se determinan 
diferencias corresponde al ejercicio del año 2004, por lo que no cabe aplicar en 
forma retroactiva un recargo que se rige para lo venidero, a partir de la vigencia 
de la Ley para la Equidad Tributaria.”70 (Énfasis y subrayado no pertenece al 
texto original). 
 
Análisis crítico 
 
Respecto a esta sentencia, referente a la naturaleza del recargo no se encuentra 
pronunciamiento al respecto, lo que si se expresa claramente es una oposición al argumento de 
la Administración referente a la retroactividad del recargo en los casos litigados.  
 
De la misma manera que el caso anteriormente descrito, el proceso administrativo 
comienza anterior a la entrada en vigencia de la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria, 
tal es el caso, que no cabe la aplicación del recargo en forma retroactiva.  
 
Sentencia No. 3 
 
Órgano competente; Corte Nacional de Justicia 
No. de Sentencia/Fecha: Recurso No. 138-2010/ 24 de Marzo de 2011. 
Magistrado: Dr. Gustavo Durango Vela. 
 
Hechos relevantes 
El contribuyente es el que propone la causa que se describe a continuación. 
En referencia al recargo se denota lo siguiente; 
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“…Que al ser una determinación mixta la Administración recae en dos errores de 
fondo como es el error de identificación del tipo de determinación  y recargo ilegal 
del 20%, sobre el valor determinado por no ser determinación directa,  que el 
Servicio de Rentas Internas no realizó una verdadera auditoria de inventarios (…) 
 
En consecuencia de lo atribuido por el contribuyente con respecto al recargo, la Administración 
no pronuncia ningún alegato que sustente alguna teoría. 
 
Resolución de la Corte Nacional 
 
“SEXTO; Respecto a la presunta aplicación retroactiva que se ha hecho en el Acta 
de determinación No. RLS-ATRADD2008-0002 impugnada, según las regulaciones 
contenidas en el artículo 2 de la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria en el 
Ecuador, publicada en el Registro Oficial No. 242 del 29 de diciembre de 2007, que 
reforma el art. 90 del Código Tributario que dice: agréguese un inciso final, con el 
siguiente texto: “La obligación tributaria así determinada causará un recargo del 
20% sobre la principal”. La sala de lo contencioso Tributario advierte que el proceso 
administrativo se inicia con la Orden de Determinación del 7 de marzo del 2007, la 
Ley por tratarse de un impuesto anual entra en vigencia el 01 de enero de 2008, pero 
el periodo impositivo que se analiza y sobre el que se determina diferencias 
corresponde al ejercicio del año 2004, por lo que no cabe aplicar en forma 
retroactiva un recargo que rige para lo venidero, a partir de la vigencia de la Ley 
Reformatoria para la Equidad Tributaria en el Ecuador, como así lo ha establecido 
esta Sala en casos similares”71. (Lo subrayado no pertenece al texto original). 
 
Análisis crítico 
 
Esta tercer sentencia  de igual manera en relación al recargo mantiene un acercamiento 
más al hablar de su irretroactividad, manifestando que tiene una connotación similar que la 
analizada en los otros dos casos anteriores, siendo así, el recargo se podrá establecer después de 
la entrada en vigencia de la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria y no antes por 
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principio tanto constitucional, “principio de irretroactividad” como de la normativa conexa que 
conlleva la tributación en el Ecuador. 
 
Jurisprudencia 
 
Órgano competente: Corte Nacional de Justicia. 
Fecha: 4 de mayo de 2011 
Magistrados: Sala de lo Contencioso Tributario 
Dr. José Suing Nagua 
Dr. Gustavo Durango Vela 
Dr. Milton Peñarreta Álvarez 
 
Hechos relevantes 
Mediante este instrumento, la Sala de lo Contencioso Tributario establece confirmar el 
criterio y conforme los precedentes –sentencias-  ya antes  mencionadas,  resuelven establecer el 
siguiente antecedente jurisprudencial obligatorio, por la reiteración de fallos sobre un mismo 
punto en derecho. 
 
Resolución de la Corte Nacional (Jurisprudencia) 
 
“PRIMERO: El recargo del 20% sobre el principal que se aplica en aquellos caso 
en que el sujeto activo ejerce su potestad determinadora en forma directa, 
incorporando en el segundo inciso del artículo 90 del Código Tributario por el 
artículo. 2 del Decreto Legislativo No. 000, publicado en Registro Oficial 
Suplemento 242 de 29 de diciembre de 2007, tiene una naturaleza sancionadora, 
pues, procura disuadir el incumplimiento de las obligaciones por parte del 
contribuyente. Al constituir el recargo del 20% sobre el principal una sanción, 
deben aplicársele las normas que sobre la irretroactividad de la Ley Penal 
contiene la Constitución, el Código Tributario y el Código Penal, así como las 
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normas de irretroactividad de la Ley Tributaria, que mandan que las sanciones 
rigen para lo venidero, es decir, a partir de su vigencia. En consecuencia, no cabe 
que se aplique el recargo del 20% a las determinaciones iniciadas con anterioridad 
a la entrada en vigencia de la reforma, esto es, el 29 de diciembre de 2007, como 
tampoco cabe que se aplique a las determinaciones iniciadas con posterioridad a 
esa fecha, pero se refieran a ejercicios económicos anteriores al 2008”72. (Énfasis 
y subrayado no pertenece al texto original). 
 
Análisis crítico 
       
Finalmente, como se ha planteado en la introducción,  en relación a las facultades de la 
Corte Nacional de Justicia, se tiene la configuración de lo identificado como Jurisprudencia. 
Criterio conformado por fallo de triple reiteración. Esta vez, la Jurisprudencia se encargó de dar 
el fondo jurídico, razón por la cual se creó el segundo inciso del artículo 90 del Código 
Tributario, referente al recargo del 20% en los procesos de determinación en forma directa sobre 
la obligación principal. 
 
En el mismo sentido, al ser una figura sancionadora, la idea que buscaría el jurista en la 
creación del precedente es, que el recargo busca disuadir al contribuyente, ser una figura 
represiva-intimidatoria, que busque implantar conceptos de cultura tributaria en el sujeto pasivo 
para el cumplimiento de sus obligaciones de manera adecuada y en los tiempos pertinentes. 
 
Es imperante el análisis de esta sentencia en detalle, ya que plasma algunos elementos 
que en conjunto conforman lo que conlleva el recargo definido como sanción en el derecho 
tributario ecuatoriano. 
 
Se debe recordar lo ya estudiado, referente a la determinación tributaria y las diferentes 
formas que existen de determinación, el caso  que hace referencia la Corte Nacional de Justicia 
es a las determinaciones hechas por el sujeto activo en forma directa, figura que, en breves 
rasgos, es el proceso que conlleva una investigación sobre la base de la declaración del 
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contribuyente para buscar errores, negligencias, acciones u omisiones que consecuentemente, 
podrían llevar a la configuración de una obligación. 
 
. En primer lugar, como se ha hecho mención en líneas anteriores, la creación de una norma 
siempre va a definir una idea en la sociedad, va a buscar un conflicto entre individuos que tenga 
que ser reparado,  actitudes antijurídicas que busquen ser reprimidas, o en su defecto, omisiones, 
errores o incumplimientos que necesiten ser castigados. Un sinnúmero de conflictos se 
presentan en la sociedad que necesitan de normas para que restablezcan el orden, con el afán de 
garantizar un Estado de derecho. Consecuentemente determinado el problema, el legislador está 
en la obligación de regular ese accionar con una norma, proceso que ha sido la constante en los 
procesos de creación de leyes. 
 
El recargo desde su creación entra en conflicto con la premisa anteriormente expuesta, 
ya que nace sin haber definido un conflicto claro que justifique su creación, el principio de 
Reserva de Ley y del debido proceso en relación a sus garantías se ven afectadas, es por esto 
que se lo cataloga como una arbitrariedad. La Asamblea tal vez buscó disuadir 
incumplimientos de los contribuyentes, pero no previene la existencia de las sanciones, entre 
estas la multa y por otro lado el interés,  dos figuras relevantes que ya tienen el objetivo de 
prevenir. Tal es el caso, que se vulnera un principio constitucional, dado que no puede haber dos 
sanciones por un mismo accionar.  
 
Es así que, que la sentencia carece de errores de fondo en materia Constitucional al no 
prever circunstancias que pueden influir en la afectación de derechos y garantías establecidas 
para los contribuyentes. 
 
Sin embargo, es aceptada la idea de la sanción en los límites de implantar un símbolo al 
contribuyente que vincule con el cumplimiento de sus obligaciones, el cual viene a ser en base a 
la intimidación, represión y al castigo, términos que son el piso fundamental  en la 
estructuración de lo que viene a ser una sanción.  
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Por último, la Sala expresa concretamente que el recargo del 20% no puede aplicarse en 
las actas de determinación que se hayan iniciado antes del 29 de diciembre de 2007, motivo por 
el cual, la aplicación de esta institución tan polémica entra en vigencia a partir de las actas de 
determinación que se inicien después de esta fecha y que correspondan a ejercicios fiscales del 
2008, a esto se refiere la irretroactividad, que como premisa fundamental define que la Ley rige 
a partir de lo venidero. 
 
Referente a la irretroactividad de la norma la corte se manifiesta que el recargo del 20% 
tendrá cabida a “…determinaciones iniciadas con anterioridad a la entrada en vigencia de la reforma, 
esto es, el 29 de diciembre de 2007, como tampoco cabe que se aplique a las determinaciones iniciadas 
con posterioridad a esa fecha, pero se refieran a ejercicios económicos anteriores al 2008.” Dejando en 
claro así, la disputa que se ha mantenido con los contribuyentes por este particular. 
 
La irretroactividad es un principio que ha cobijado a las sociedades desde hace mucho 
tiempo atrás, actualmente la Constitución en el artículo 300, determina claramente la garantía 
que se establece conforme a este principio que se lo puede encontrar también con un concepto 
claro en el Código Civil en el título preliminar en su artículo 7 que dice; “La ley no dispone para 
lo venidero: no tiene efecto retroactivo (…)”. Por esta razón  es clave la pronunciación de la Corte 
en relación a este tema, ya que se está atentando gravemente a los intereses de los 
contribuyentes. Al completar la falta de argumentación en el artículo 90 del Código Tributario 
al respeto, la sentencia  busca cuidar las garantías Constitucionales sin menoscabar las 
facultades del Estado. 
 
3.4. Fallos Corte Constitucional 
 
  La constitucionalidad del recargo dentro de tratadistas y doctrinarios, ha sido un tema 
complejo y polémico de analizar. En el Ecuador, el problema radica más a fondo, ya que esta 
figura se encaja en algunos conflictos tanto con algunos principios, derechos y garantías 
ofertadas por la Constitución vigente. 
 
 Ya se ha referido la situación procedimental que vive esta figura al momento de su 
aplicación y que contraviene con lo expuesto en la actual Constitución. En otro sentido, existe 
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un principio universal que ha caracterizado en todas las esferas del derecho punitivo, más aun en 
el penal, este principio se lo conoce como “Nos bim in ídem”, principio que manifiesta que 
nadie podrá ser juzgado dos veces por un mismo acto. Este teorema está establecido en un 
sinnúmero de tratados y normativas de diferentes legislaciones, estableciéndose así como un 
principio universal. Tanto en la anterior Constitución como en la actual, se plasmada la esencia 
de esta figura, al invocarse uno de los imperantes derechos que en la esfera tributaria, el 
contribuyente tiene frente a supuestas arbitrariedades que se efectúan sobre sus patrimonios. 
 
 Como antecedente principal se tiene que en la Constitución de la República del 
Ecuador de 1998, el principio que enmarca que nadie puede ser juzgado dos veces por un 
mismo acto-Nos bim in ídem-, acompañado de otra situación que encasilla los conflictos que 
esta institución representa hoy en día; 
 
Artículo 24,- Para asegurar el debido proceso deberán observarse las siguientes 
garantías básicas, sin menoscabo de otras que establezcan la Constitución, los 
instrumentos internacionales, las leyes o la jurisprudencia. 
1.- Nadie podrá ser juzgado por un acto u omisión que al momento de cometerse no 
esté legalmente tipificado como infracción penal, administrativa o de otra 
naturaleza, ni se aplicara una sanción no prevista en la Constitución o la Ley…” 
(Lo subrayado no  pertenece al texto original). 
16. Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa. (Énfasis 
añadido no pertenece al texto original). 
 
 La nueva Constitución vigente aprobada en Montecristi en 2008, ratifica estos 
derechos en referencia al principio en mención de la siguiente manera: 
 
Artículo 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de 
cualquier orden, se asegurara el derecho al debido proceso que incluirá las 
siguientes garantías básicas: 
(…) 
7. El derecho a las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 
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i) Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Los 
casos resueltos por la jurisdicción indígena deberán ser considerados para este 
efecto. (Énfasis añadido no pertenece al texto original) 
 
 En el mismo sentido, la Corte Constitucional tiene plenas facultades para conocer 
casos en los que se vean vulnerados este tipo de principios analizados y puedan dictaminar 
fallos en los cuales se detallen de mejor manera, situación únicamente relacionada con la 
normativa constitucional. 
 
3.4.1. El recargo en la Corte Constitucional 
 
 Este órgano judicial tan importante en la identificación de las garantías 
constitucionales, procedió a dar trámite a la “Acción de Inconstitucionalidad” No. 0019-10 –IN 
propuesta en el primer trimestre del 2010 por el Abg. Luis Javier Bustos Aguilar, con el fin de 
buscar que se declare inconstitucional el segundo inciso del artículo 90 del Código Tributario 
reformado por la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria en el 2007. 
 
 Al respecto, el actor sostiene que la naturaleza del recargo se sostiene en criterios ya 
existentes para otras figuras preestablecidas, de tal forma que existen dos imposiciones al 
mismo hecho imponible, gravamen considerado por él, cómo inconstitucional. 
 
El 10 de abril de 2012, la Corte Constitucional resuelve: 
 
“Dentro del marco constitucional se aprecia que la demanda de 
inconstitucionalidad en contra del inciso final del artículo 90 del Código Tributario, 
no contraría los mandatos constitucionales. En efecto, el principio de generalidad 
se basa en que la norma jurídica no hace discriminación alguna; el recargo 
establecido en el artículo 90 cumple con este precepto, ya que su peso recae sobre 
todas las personas que se encuentren en igualdad de condiciones prevista en la 
norma jurídica, esto es, que se aplica para todos aquellos que por omisión de su 
obligación tributaria han motivado a que la administración tributaria ejerza su 
facultad determinadora. En el presente caso, no se está analizando sobre un tributo, 
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sea este un impuesto, tasa o contribuciones especiales de mejoras; se está tratando 
sobre la facultad de determinación. Que tiene la Administración tributaria, sea esta 
del Servicio de Rentas Internas, Corporación Aduanera Ecuatoriana, o los 
Municipios. El recargo introducido en el artículo 90 del Código Tributario, tiene 
la naturaleza indemnizatoria, disuasiva y resarcitoria, que persigue impulsar al 
sujeto pasivo a que liquide sus impuestos conforme a la ley, y de no ser el caso, 
indemnizar a la Administración Pública por el costo en el que incurre por llevar a 
cabo el proceso determinativo, por el cual se establece un mayor impuesto a pagar 
a favor del fisco; el recargo tiene lugar cuando existe un perjuicio o retraso en un 
pago, es decir, tiene relación directa con la obligación adeudada. La Ley se 
presume que es conocida por todos, por tanto el contribuyente conoce los plazos 
para declarar sus obligaciones tributarias; y si no lo hace, aquello lo va previa 
para establecer que el infractor ha violado la Ley; si el sujeto pasivo no está de 
acuerdo con la sanción impuesta o con la determinación, con sanción puede ejercer 
los recursos administrativos y judiciales que consideren pertinentes. Sentencia 
negar la demanda de inconstitucionalidad formulada por el accionante (…)”73 
(Énfasis añadido no corresponde al texto original)  
 
 Análisis crítico 
 
 Un sistema de derechos y justicia en todas las áreas del Derecho Tributario y, por 
obvias razones, en el campo tributario, declaró como abanderado al principio de legalidad tan 
claramente defendido por la propia Constitución y por las demás leyes derivadas conexas de la 
misma. Por tal razón, es de considerar que solamente la Ley permitirá a las dos partes 
contribuyentes y al Estado, conocer sus derechos y obligaciones antes del ejercicio de los 
mismos. 
 
 Sin duda alguna, hoy en día, se goza de un Estado de derechos y Justicia conforme lo 
establecido en el artículo 1 de la actual Constitución. El problema de fondo significa que tanto 
la administración como los contribuyentes no pueden limitarse a la simple apreciación de los 
jueces, es indispensable que existan normas legales que regulen el comportamiento, primero de 
los contribuyentes frente a sus obligaciones, y luego de las administraciones tributarias frente a 
sus atribuciones frente a esas actuaciones de los contribuyentes y por último la administración 
de justicia que imparten los colegiados en los indistintos buros de justicia. 
                                                          
73
 Ver Anexo 5 
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 Adicional a lo planteado, la Constitución tiene tanta riqueza garantista que en el 
mismo sentido otorga a los individuos el derecho,  que las autoridades garanticen el 
cumplimiento de sus obligaciones, derecho a la tutela efectiva, debido proceso, jueces con 
independencia, imparcialidad y competencia. Garantizando a esto, una autonomía administrativa 
de los diferentes tipos de gobierno adecuados a las áreas estratégicas, exigiendo a sus servidores 
públicos administrativos y judiciales un trato equitativo, probo, ético, y especialmente con  
profesionalismo. 
 
 La sentencia de la Corte Constitucional  distingue diferentes puntales que emergen 
para su análisis. El primero de estos, es fijar una naturaleza al recargo tributario de 
indemnización y resarcisión al Estado por los daños causados, no hay que olvidar el concepto de 
estos términos, debido a que establecen un símil con la reparación por equivalente, el efecto no 
es encargarse de reintegrar de manera particular el bien objeto del litigio sino de establecer un 
equilibrio patrimonial en relación a lo que representa el perjuicio. 
 
 Con esta premisa, la sentencia dirige su discurso al tenor que con la indemnización, lo 
que trata es de disuadir al contribuyente con el fin que no cometa omisiones en su declaración o 
en sus accionares fiscales en referencia a su capacidad contributiva. Al respecto, resulta 
complicado buscar el sentido que quiso establecer la Corte, ya que como primera opción, una 
indemnización se dirige a restablecer un daño realizado al derecho de un individuo, al Estado 
por su parte, se le atribuyen un conjunto de facultades y atribuciones, llamado “IUS 
IMPERION”, potestades que están destinadas a garantizar el ejercicio de derechos. Por esto, es 
complejo determinar el derecho vulnerado que sea materia de una indemnización, ya que el 
Estado no posee en este caso un derecho sino una facultad de crédito en relación a los tributos y 
un instinto de protección de los recursos de los ciudadanos que potencialicen el ejercicio de las 
garantías Constitucionales en una sociedad. 
 
 Consecuentemente, acotando a la tesis expuesta en el párrafo anterior, la configuración 
del tributo merece siempre el estímulo de la facultad determinadora, (generadora del recargo), 
facultad que el Estado tiene por obligación con la sociedad, es por esto, que se define como la 
potestad que guía la verificación y adecuado cumplimiento de las obligaciones tributarias por 
parte de los contribuyentes, por lo tanto no puede ser merecedora de ningún reconocimiento 
extra por parte del contribuyente, el cual compense un daño que le ha causado y que al efecto, la 
Administración haya tenido que realizar su labor para determinar una supuesta infracción, y en 
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el caso que la afirmación que sea un reconocimiento tendría algún sustento, es imposible 
asegurar que cada vez que la Administración ejerza su facultad determinadora “el supuesto 
daño” siempre va a ser equivalente al 20% del monto de la obligación. Esta supuesta 
indemnización no refleja en su plenitud los gastos en los que, supuestamente la Administración, 
podría haber incurrido para determinar dichos valores. 
 
 Finalmente, la Corte Constitucional escapa del enfoque por el que fue creada, el cual 
es determinar la Constitucionalidad de los casos que se presenten, mas no la legalidad de la 
norma, la cual escapa de sus competencias, facultades exclusivas de la Corten Nacional de 
justicia, es decir, su límite está en buscar el vacío  constitucional o vulneración de algún derecho 
que afecte a los individuos al momento de aplicar la Constitución, y más aún si las normas 
positivas anexas están en contradicción con la Carta Magna. La discusión debía haberse 
plasmado en esas directrices, en concreto, con  el artículo 300 el cual es el que el actor funda su 
apelación. 
 
Artículo 300.- El régimen tributario se regirá por los principios de generalidad, 
progresividad, eficiencia, simplicidad administrativa, irretroactividad, equidad, 
transparencia y suficiencia recaudatoria. Se priorizarán los impuestos directos y 
progresivos. 
La política tributaria promoverá la redistribución y estimulará el empleo, la 
producción de bienes y servicios, y conductas ecológicas, sociales y económicas 
responsables. 
 
 La Corte ha dejado sin una respuesta clara y fundamentada sobre aspectos que  
refieren a la relación que tiene el recargo tributario con los principios tributarios establecidos en 
la Constitución, ya que se ha relatado en el transcurso de la investigación, que esta figura entra 
en conflicto no solo con este artículo, sino con otros no menos imperantes que la Corte debió 
tomar en cuenta al momento de su apreciación. 
 
 Por último, la sentencia demuestra cierta inclinación a una de las partes al tratar de 
buscar solo la reparación de supuestos perjuicios realizados. ¿Qué pasa con los perjuicios 
realizados a los contribuyentes en los casos que, realizadas las investigaciones y después de un 
largo y costoso proceso para el contribuyente se llega a la conclusión que está al día con sus 
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declaraciones y fue un error de la Administración haberle determinado? Quien responde por 
estos daños hechos a un individuo que posee  derechos y que cumple con sus obligaciones. 
 
 Al parecer la falta de sustento, de motivación, de argumentos, adjudicó que la Corte 
establezca esta sentencia tibia y superflua que, como resultado vulnera principios 
constitucionales, establecidos en la Carta Magna, que como máximo ente judicial se debería 
tener en cuenta para una sentencia de tal magnitud.  
 
 En el mismo sentido, cabe destacar un aspecto  que no toman en cuenta la Corte y 
demás organismos de justicia: El proceso que se está llevando para la devolución del dinero que 
ya está cobrado por la generación de esta figura a procesos anteriores a la creación de la Ley, 
son conflictos urgentes en los que  tienen que intervenir organismos judiciales obligados a 
socorrer estos atentados a los derechos por medio de un pago indebido, un pago en exceso, un 
recurso de revisión o, en su defecto, que  la misma Administración se encargue de sus 
obligaciones y sus errores de manera directa es decir de oficio. 
 
Análisis Crítico Final  
 
        Resulta de gran interés el estructurar el proceso que configura la creación de una 
resolución, fallo o sentencia. En la actualidad los fallos para tener un mejor entendimiento de su 
contenido se los identifica como un silogismo, término que tiene un significado en particular, el 
cual busca ser un elemento que está conformado por dos premisas y una conclusión que vendría 
a ser la decisión que toma la autoridad competente por el conflicto que enfrentan los litigios 
administrativos y judiciales en las diferentes áreas sociales. 
      
       Toda sentencia proviene de un litigio previo entre dos partes, esta disputa tendrá en su 
contenido dos premisas, la premisa mayor vendrá constituida enteramente por el conjunto de 
instrumentos normativos como leyes y reglamentos etc., en los cuales se fundamentan los 
argumentos de alegatos presentados por las partes, y la premisa menor constituye un hecho o el 
conjunto de hechos por los cuales se debaten en el proceso, el cual estarán ligados por un 
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razonamiento lógico realizado por magistrados autorizados que definirán la conclusión del 
problema. 
 
      La ley como parte sine qua non de los fallos judiciales en relación a la figura realizada 
tiene gran relevancia ya que se constituye en la base legitima y legal para tomar las 
correspondientes decisiones. Al respecto, la ley, tal vez una de las invenciones más importantes 
de la cultura occidental se encuentra inmersa entre el poder del Estado y los derechos de los 
ciudadanos, entre la opresión y las libertades, inspirada en la protección de los individuos, 
siendo la Ley uno de los tributos más significativos que el Poder ha pagado a la Razón. 
 
      Es por esto que como se ha visto a lo largo de la investigación, los instrumentos 
normativos  encierran un conjunto de leyes que se convierten en herramientas eficaces para 
imponer unilateralmente ideologías, tesis y candados oscuros que velarán por uno u otro sector 
social. 
       
      A todo esto, llama la atención identificar si existen derechos fuera de la ley, derechos 
que configuren una ayuda social, o en caso contrario, la ley depende del humor legislativo, del 
gusto o inclinación política, de la forma de cómo se interprete el poder o por último del antifaz 
con el que algunos identifican a lo que se denomina como justicia. Todo esto en razón de que en 
la sociedad el valor de la Ley constituye un referente en el comportamiento diario de las 
personas, y ser manipulados o intentar sacar provecho utilizando el sentido de la legalidad más 
que un acto ilegitimo tendrá consecuencias desastrosas tanto como en la historia como en el 
futuro de un País.   
  
   La búsqueda de la verdad, en sintonía con la justicia, complementariamente con un 
sinnúmero de dificultades tales como presiones, normas mal estructuradas, pruebas manipuladas 
etc., se vuelve un trabajo complejo y la consecuencia es la afectación de derechos de los 
colectivos en una sociedad, que poco a poco tolerará menos el concepto de lo que significa el 
honor sobre el cumplimiento de la ley, del compromiso con uno mismo, con la familia como 
centro de una sociedad y como individuo en un País, 
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 Lamentablemente, el recargo tributario es fruto de uno de los tantos vicios que 
corrompen la veracidad de las normas y a su defecto ha emprendido distintas divergencias entre 
los distintos actores de la sociedad, más aun cuando se habla de una inconstitucionalidad que ha 
generado esta institución. Como se verá a continuación, en el siguiente capítulo se demuestra 
como en otros ordenamientos jurídicos este asunto ya ha sido superado, determinando así de 
forma más clara la naturaleza de esta figura y los tipos de recargos existentes, instrumentos que 
servirán para comparar con la  legislación ecuatoriana y poder establecer conceptos y 
resoluciones más claras respecto al tema. 
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CAPITULO IV 
 
4. RECARGO TRIBUTARIO Y EL DERECHO COMPARADO 
 
4.1. El recargo tributario en la Legislación Española 
 
La Legislación Española siempre ha sido un referente al momento de la creación de las 
normas en el Ecuador, acorde a este planteamiento y en reseña a lo que respecta al recargo, el 
Tribunal Constitucional de España, resolvió, con sentencia No. 276-2000, las diferencias 
expresadas por los actores de la relación tributaria, instrumento que sirvió para declarar la 
inconstitucionalidad del recargo en este país. Dicha sentencia, que como preámbulo de este 
análisis comparado, ha sido utilizada como una fuente realmente ilustrativa y muy explícita en 
lo referente a la naturaleza del recargo. Consiguientemente, se identifica los puntos 
concordantes con el recargo que se refiere la mencionada sentencia.  
 
4.1.1 Sentencia 276-2000 
 
 La presente cuestión de inconstitucionalidad proviene de las causas acumuladas No. 
662/9, 1740/97, 1757/97 y 1758/98 promovidas por la Sección Cuarta de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Distrital Superior de Justicia de Cataluña, el eje de la 
discusión se plantea en base a lo dispuesto por el Artículo 61.2
74
 de la Ley General Tributaria, 
por presunta vulneración de los artículos 24 y 25.1, en relación con el artículo 9.3, todos ellos de 
la Constitución Española. 
 
 
 
                                                          
74 Artículo 61.2 de la LGT: “Los ingresos correspondientes a declaraciones, liquidaciones o autoliquidaciones 
realizadas fuera de plazo sin requerimiento previo, sufrirán un recargo único del 50 por 100, con exclusión del 
interés de demora y de las sanciones que pudieras ser exigibles. No obstante, el recargo será del 10 por 100 si el 
ingreso se efectúa dentro de los tres meses siguientes al término del plazo voluntario de presentación e ingreso. 
Cuando los obligados tributarios no efectúen el ingreso al tiempo de la prestación de las declaraciones, 
liquidaciones o autoliquidaciones extemporáneas sin solicitar expresamente el aplazamiento o el fraccionamiento del 
pago, se les exigirá en vía de apremio con un recargo único del 100 por 100” 
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Comparecientes 
 Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Distrital Superior de 
Justicia de Cataluña 
 Fiscal General del Estado 
 Abogado del Estado 
 
Magistrado Ponente 
 
 Don Thomas S. Vives Antón, quien expresa el parecer del Tribunal Constitucional 
Español. 
 
Antecedentes       
 
 La sentencia comienza planteando los argumentos ya resueltos en instancias anteriores 
por la Sala de lo Contencioso Tributario del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, en la 
cual, la Sala entre sus principales resoluciones se plantean las siguientes: 
 
 (…) sostiene la Sala que la naturaleza sustancial del recargo cuestionado coincide 
con la de las sanciones (…), afirma que la “naturaleza de las instituciones está en su 
estructura y en su función”, afirma el órgano judicial que el recargo del 50 por 100 
de la cuota tributaria tiene “igual naturaleza que la de la sanción pecuniaria por 
retraso del pago.” 
 
 Consecuentemente en relación a los principios fundamentales del debido 
proceso el Tribunal se manifiesta: 
 
(…) 
d) Sentada la naturaleza punitiva del “recargo único” cuestionado, según la Sala 
proponente, hay que concluir que su aplicación “no puede tener lugar de manera 
automática, sino siguiendo los trámites del procedimiento sancionador y de 
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acuerdo con los principios que lo inspiran y a los que, en todo momento, debe 
ajustarse la potestad sancionadora de la Administración” 
 
 Como parte del proceso interviene el Fiscal General del Estado, el cual establece los 
siguientes puntos a resaltar en referencia a la naturaleza del recargo planteado: 
 
“A este respecto, tal y como hicimos en la citada STC 164/1995, hay que dejar 
constancia antes que nada, con el Abogado del Estado, de la clara voluntad del 
legislador de excluir el recargo que contemplamos del ámbito de las sanciones. En 
efecto, el legislador, no sólo no califica formalmente a dicho recargo como sanción, 
ni prevé expresamente para su imposición el procedimiento sancionador que 
recogen los arts. 77 y ss. L.G.T. y su norma de desarrollo (en la actualidad, el Real 
Decreto 1930/1998), sino que, cuando el art. 61.2 L.G.T. señala que los «ingresos 
correspondientes a declaraciones liquidaciones o autoliquidaciones realizadas 
fuera de plazo sin requerimiento previo» darán lugar al recargo único del 50 por 
100, establece expresamente en estos casos la «exclusión del interés de demora y de 
las sanciones que pudieran ser exigibles», con lo que claramente está descartando 
en estos casos la aplicación del ius puniendi del Estado” 
 
“En efecto, es claro, en primer lugar, que el recargo del 50 por 100 establecido en 
el art. 61.2 L.G.T. se aplica a quienes han realizado una conducta en principio 
tipificada como ilícito tributario en el ordenamiento positivo, concretamente, en el 
art. 79 a) L.G.T., en virtud del cual, constituye infracción grave dejar de ingresar 
dentro de los plazos reglamentariamente señalados la totalidad o parte de la deuda 
tributaria. Es decir, tal y como sucede con las sanciones (SSTC 119/1991, de 3 de 
junio, F.J. 3; y 61/1990, de 29 de marzo, F.J. 5) el recargo cuestionado se aplica 
como consecuencia de una infracción de la Ley y, precisamente, a la persona que 
aparece como responsable de la misma…” 
  
“El Fiscal General del Estado resume la doctrina sentada en los mismos en los 
siguientes puntos: en primer lugar, la finalidad del recargo es estimular el ingreso 
que no se ha realizado en plazo antes de que exista requerimiento, pero este 
favorecimiento del pago no puede ser tan intenso que disuada de hacerlo dentro 
del plazo: en segundo lugar: el recargo carece de carácter sancionador siempre que 
su cuantía no alcance o no se aproxime a la de las sanciones; en tercer lugar: la 
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función disuasoria del recargo pasa a ser represiva  si alcanza el valor de las 
sanciones, aunque sean atenuadas.” 
 
“En definitiva, para el Fiscal General del Estado nos encontramos ante una sanción 
encubierta para cuya imposición no se ha tenido en cuenta ni los aspectos 
subjetivos del retraso (culpabilidad), ni se ha instruido el pertinente expediente 
sancionador, con la preceptiva audiencia previa del interesado. Las garantías de 
procedimiento administrativo sancionador pueden, en suma, quedar burladas, por 
lo que, a su juicio, habría que concluir que el inciso cuestionado del artículo 61.2 
redactado por la Ley 18/1991 sería contrario al artículo 24 C.E.” 
 
En consecuencia el Estado por medio de sus procuradores en referencia al problema en cuestión 
argumenta su postura, fundamentos que son definidos por el Abogado del Estado en los 
siguientes términos; 
 
(…) 
“advierte el Abogado del Estado que  “la naturaleza jurídica” es una forma de 
clasificación de las instituciones que tiene cierta utilidad sistemática para 
caracterizar figuras dotadas de cierta estabilidad, cualidad esta la-estabilidad- de 
la que no gozarían los recargos por demora, dado que el precepto que los regula en 
la LGT
75
 ha sido objeto de diversas redacciones en poco tiempo, siempre con la 
misma finalidad; agravar las consecuencias de la morosidad fiscal mediante una 
fórmula sencilla y de aplicación poco costosa. 
 
(…) 
“resulta inadecuado suponer, como hace la Sala proponente de la cuestión, que la 
diferencia entre la sanción y la compensación de perjuicios se cifra en las 
magnitudes individuales que tenga el recargo, de manera que, si este, en este caso 
del 50 por 100 es superior a los intereses de demora, en los que se concreta el 
perjuicio del acreedor.- la diferencia tiene un signo sancionador porque rebasa lo que 
estrictamente se conceptúa como equivalente económico del perjuicio. Tal 
razonamiento –señala- resulta simplista, porque no cuenta más que con la 
perspectiva del ciudadano moroso que, efectivamente, puede salir perdiendo con un 
                                                          
75 Ley General Tributaria. Ley 58/2003, de 17 de diciembre, España. 
93 
 
pago tardío, pero no con el sujeto activo del tributo, que no tiene por qué haberse 
enriquecido de manera correlativa. Para el Abogado del Estado, para saber si este se 
ha lucrado o no habría que hacer otros cómputos, concretamente, calculando lo que 
el Estado gasta –costes de personal, de material y financieros- en el conjunto de 
actividades de toda índole causadas por los incumplimientos tributarios. 
(…) 
“la actividad represiva nunca le es “rentable” al Estado, dado que el gasto en 
prevenir y corregir las infracciones tributarias resulta infinitamente mayor que el 
producto de las multas. Esta es, precisamente la razón por la que, conforme a la 
STC 164/1995 desempeñan una función similar a la de la cláusula penal.  Clausula 
penal que en el Derecho privado no es una sanción sino que refleja una alternativa 
libre –y, por tanto licita- a un deber determinado…()” 
 
Fallo de la Corte Constitucional 
 
(…) 
“En suma, la previsión de un recargo del 50 por 100, con exclusión del interés de 
demora, establecida por el artículo 61.2 LGT, en aquellos casos en los que los 
contribuyentes ingresen la deuda tributaria fuera de plazo, tiene consecuencias 
punitivas que, al aplicarse sin posibilidad de que el afectado alegue lo que a su 
defensa considere conveniente y al obviar la declaración de culpabilidad de un 
procedimiento sancionador, que la imposición de toda sanción exige, conduce 
derechamente a la declaración de inconstitucionalidad del mandato normativo 
impugnado por vulneración del artículo. 24.2 CE, con los efectos previstos en el 
inciso final del artículo. 40.1 LOTC.” 
 
Decisión 
 
 Declarar que el inciso primero del párrafo primero del artículo 61.2 de la 
Ley General Tributaria es inconstitucional y en cuanto establece un recargo único del 
50 por 100 para los ingresos correspondientes a declaraciones liquidación y 
autoliquidaciones realizadas fuera de plazo sin requerimiento previo. 
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4.1.2. Análisis crítico. 
 
Este caso ha venido a colación en pos de realizar una comparación con la legislación 
ecuatoriana en relación al recargo tributario, la figura analizada es el recargo de 50 por 100 en la 
cual La Corte Constitucional de España considera que el recargo en mención tiene una 
naturaleza sancionatoria, no así el recargo del 10 por 100 que por su tarifa le otorgan un fin 
ajeno al de las sanciones. A consecuencia de lo descrito la Corte declara inconstitucional la 
figura del recargo por no cumplir algunos de los elementos que configuran una sanción 
tributaria, “(…) la cuantía del recargo alcanzarse o se aproximase al importe de las sanciones, podría 
concluirse que se trataba de una sanción; y, en sentido apuesto, que la imposición del pago de una suma 
de dinero cuya cuantía se aleja muy destacadamente, y por debajo, de las multas, no tiene una finalidad 
represiva (…)”.76 
 
 La sentencia expone que el recargo busca ser una sanción en cubierta cuando su tarifa 
establece la cuantía de las sanciones, es decir busca ser una institución con una finalidad 
represiva-intimidatoria retribuida a un castigo, el cual se ha venido destacando a lo largo de la 
investigación. Como elemento de análisis, la sentencia al definir que el recargo es una sanción 
define que el hecho imponible que genere la actividad fiscal tiene que retribuir una 
manifestación de riqueza (en razón de la cuantía de la obligación y consecuente recargo), esto es 
lo que distingue a los tributos de las sanciones. 
 
 En cierta forma, al esconder con una calificación de recargo una circunstancia 
materialmente sancionadora el legislador ha tenido una actuación dudosa al incidir 
negativamente en lo que se refiere a los derechos del contribuyente, al implementar nuevas 
medidas punitivas que intimiden el accionar fiscal de los contribuyentes. 
 
 A esto, sin bien la Corte lo define como una sanción al momento de alcanzar la 
cuantía del gravamen al de las sanciones, devine como consecuencia inconvenientes con los 
principios constitucionales. 
 
                                                          
76
 Art. 79 de la Ley General Tributaria Española. 
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 Como primera condición, la sentencia manifiesta que el recargo del 50 por 100 
solamente se aplicará a quienes han realizado una conducta antijurídica, en principio tipificada 
como ilícito tributario en el ordenamiento positivo, “En efecto, es claro, en primer lugar, que el 
recargo del 50 por 100 establecido en el art. 61.2 L.G.T. se aplica a quienes han realizado una conducta 
en principio tipificada como ilícito tributario en el ordenamiento positivo…”. He aquí una de las 
grandes diferencias que posee la legislación Ecuatoriana con la Española en referencia a esta 
figura, el cual es que determina específicamente las conductas antijurídicas-ilícitas que van a ser 
materia de un futuro recargo, mientras que en el Ecuador el recargo fue creado sin establecer 
una conducta determinada, más la generación de la misma pasa por la creación de un proceso de 
determinación que definirá si existe o no una obligación pendiente, sea por demora del pago o 
por un accionar doloso que constituiría en infracciones más graves. 
 
 En relación a otro principio constitucional vulnerado por el recargo tributario del 20%, 
y con el fin de realizar un análisis con el argumento establecido por la Corte Constitucional 
Española, la sentencia se manifiesta en los siguientes términos “En efecto, el legislador, no sólo no 
califica formalmente a dicho recargo como sanción, ni prevé expresamente para su imposición el 
procedimiento sancionador…con lo que claramente está descartando en estos casos la aplicación del ius 
puniendi
77
 del Estado”. Como se puede observar, también se critica el hecho de que no se 
encuentre tipificado como una sanción en el capítulo de ilícitos tributarios, caso similar que en 
la legislación de Ecuador, el recargo no está establecido en el artículo 323 del Código Tributario 
“De las penas aplicables”, artículo que identifica las sanciones tributarias a mas de tampoco 
poseer una infracción que en conjunto definan la estructura de una sanción, vulnerando el 
principio de Reserva de Ley y Tipicidad. 
 
 La Corte también expresa en uno de sus fundamentos esenciales que se declara como 
nulo la figura del recargo del 50 por 100 en base a que “Las garantías de procedimiento 
administrativo sancionador pueden, en suma, quedar burladas, por lo que, a su juicio, habría que 
concluir que el inciso cuestionado del artículo 61.2 redactado por la Ley 18/1991 sería contrario al 
artículo 24 C.E.”.78 en concordancia con “(…) el derecho de defensa, que prescribe cualquier 
indefensión; el derecho a la asistencia letrada, trasladable con ciertas condiciones; el derecho a ser 
informado de la acusación, con la ineludible consecuencia de la inalterabilidad de los hechos imputados; 
el derecho a la presunción de la inocencia, que implica que la carga de la prueba de los hechos 
constitutivos de la infracción recaiga sobre la Administración, con la prohibición absoluta de utilizar 
                                                          
77 Faculta sancionadora del Estado 
78 SENTENCIA 7/1998,  de 13 de enero, F,J 6; 14/1999, 22 de febrero, F,J. 3ª citado por Javier Bustos en su trabajo 
Inconstitucionalidad del Recargo Tributario en España. 
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pruebas obtenidas con vulneración de derechos fundamentales; el derecho a no declarar contra sí 
mismo; o, en fin, el derecho a la utilización de los medios de prueba adecuados para la defensa, del que 
deriva la obligación de motivar la denegación de los medios de prueba propuestos”. 
 
 Al respecto, existe una ligera línea en referencia al debido proceso al indicar al recargo 
como una sanción de facto, el cual es que, existe un proceso en donde se le notifica y se le sigue 
un conjunto de actos en donde se concluyen con una resolución que define una obligación, y de 
esta obligación, se calcula el recargo del 20% para su exigibilidad, aparte de un interés por mora 
y la multa si es el caso por la infracción. La sentencia en España es clara definiendo que no tiene 
lugar que se aplique de manera automática el recargo sin seguir un debido tratamiento. En el 
Ecuador si bien es cierto que las multas u otras figuras son las que cumple la función de 
sanción, el recargo (vulnerando el principio de doble sanción) se genera o se le impone de la 
misma obligación de la cual se calcula la multa, en donde se sostuvo un debido proceso 
establecido en los cuerpos legales correspondientes. A esto la situación radica como se 
identificó en el análisis final del segundo capítulo, en relación de las garantías que oferta el 
debido proceso, en relación a la Reserva de Ley,  Legalidad y Tipicidad que una norma debe 
ofertar al momento de su creación y correspondiente aplicación con el debido tratamiento que se 
le da a las sanciones administrativas en aplicación de su facultad sancionadora y no 
determinadora para el caso específico de las sanciones. 
 
 
Lo que no prevé la Corte Constitucional de Ecuador, por otro lado, es el principio de 
doble sanción que conlleva al aplicar un recargo y una multa entre sus principales figuras 
sancionatorias, siendo el caso que las dos manejan el mismo fin disuasivo, es por esto y unos 
cuantos argumentos ya expresados a lo largo de este estudio que se mantiene la gran critica que 
se le hace a la Corte Constitucional al declarar la constitucionalidad del recargo en el Ecuador. 
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CONCLUSIONES 
 
La presente tesis tiene como principal objetivo detallar minuciosamente la figura del 
recargo tributario contenido en el Artículo 90 del Código Tributario, la necesidad que tiene este 
tipo de estudios es para concretar y definir la falta de detalles jurídicos que dan como efecto 
polémicas y conflictos en la aplicación de las normas materia del presente trabajo. 
 
 
Al concluir con este trabajo de tesis, a priori a la obtención del Título de Abogado de los 
Tribunales y Juzgados de la República del Ecuador, cabe recalcar que los objetivos planteados 
desde un principio han sido cumplidos a entera satisfacción. Ha sido una búsqueda ardua de los 
fundamentos que definieron la estructura de una figura tan polémica como lo es el Recargo. 
 
 
Desde su creación han emergido un sinnúmero de efectos que han sido criticados tanto 
por la academia desde hace muchos años atrás en indistintos países como por críticos en el 
Ecuador, figura que ya ha sido superada su dificultad al interactuar con instituciones más 
antiguas y que configuran parecidos en su naturaleza como lo es la MULTA y el INTERES. 
 
 
En primer lugar cabe destacar en forma resumida el accionar de los órganos de justicia 
al respecto. La Corte Nacional de Justicia Tributaria emitió la sentencia No. 391-2009 que 
identifica por primera vez a la figura del recargo como una sanción al contribuyente y la 
irretroactividad de la misma después de dos años de la creación de la norma, tal es el caso que 
las causas dentro de este tiempo que fueron resueltas y cobradas entraron en conflicto. 
 
 
Los siguientes acontecimientos resultaron definiendo la línea que tomaría el recargo a 
futuro, se dictó sentencias sobre el Recargo, en donde, se generó la posibilidad que tales fallos 
se consideren para implementar el sistema jurisprudencial y crear un precedente que sea de 
obligatoria aplicación. Planteamiento que se hizo realidad, y al respecto existe ya Jurisprudencia 
que delimito la naturaleza del recargo, su irretroactividad y la forma que debería proceder la 
Administración Tributaria al respecto. 
 
 
98 
 
Finalmente, y de real importancia, la Corte Constitucional, máximo organismo de la 
Función Judicial, fuente de justicia para una sociedad admitió a trámite la Acción de 
Inconstitucionalidad No. 0019-10-IN del Recargo por inconsistencias dramáticas desde su 
creación hasta la fehaciente aplicación de la Administración en tal referencia. En dicha acción 
se falló en contra de la inconstitucionalidad planteada por el demandante y en el mismo sentido 
difiere con el criterio establecido por la Corte Nacional de Justicia. Dictamen sumamente 
controversial por los claros errores que se omiten en la esfera de lo que respecta al recargo. 
 
 
Concluido este reducido extracto del pronunciamiento de los órganos judiciales de 
máxima jerarquía, en desarrollo de la presente tesis se ha llegado a la conclusión con los 
siguientes manifestados: 
 
 
1. La Corte Nacional de Justicia establece mediante la aplicación del sistema 
jurisprudencial de fallos de triple reiteración al declarar, entre otros temas no menos 
importantes, que la naturaleza del recargo establecido en el Artículo 90 del Código 
Tributario es sancionatorio-punitivo y no indemnizatorio-compensatorio como 
defendió desde un principio la Administración Tributaria. 
 
 
2. La investigación resaltó que el recargo tiene una naturaleza de “sanción” en su 
efecto punitivo-castigador-intimidatorio-represivo, dando esa imagen al 
contribuyente. Sin embargo en el plasma en donde se enmarca al recargo como 
sanción, claramente se establece una vulneración de algunos principios tributarios 
establecidos tanto en la Constitución como legislaciones internacionales, tal es el 
caso que se consideran como principios universales. 
 
 
3. Sobresale incuestionablemente  la irretroactividad del recargo, ya que la 
Administración manejó el tema de manera retroactividad, y aplico a indistintos 
casos ese esquema, modelo que tanto la Corte Nacional, como el resultado de la 
investigación, definen que el principio plasmado por la Constitución en el Artículo 
300 es inapelable al respecto, la norma regirá desde su inscripción en el registro 
oficial hacia lo venidero. Dando de baja el fundamente propuesto por la 
Administración, en donde muchos de los afectados por este tema han planteado su 
clamor, queja que la Administración ha sabido dar un trámite especial, devolviendo 
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el dinero a petición de parte o por los indistintos instrumentos legales que tiene el 
contribuyente como pagos indebidos y pagos en exceso siendo el principal 
argumento propuesto por los mismos el que la Jurisprudencia  es vinculante para 
todos y especialmente por méritos a la justicia. 
 
 
4. Otro aspecto que tanto la investigación como la Corte Nacional en su Jurisprudencia 
concluyen es, dejar sin cabida alguna el fundamente establecido por la 
Administración, al manifestar que el recargo es una indemnización que compensa 
los gastos y daños realizados por el contribuyente por supuestos antijurídicos. Bien 
cabe manifestar que es completamente arbitrario un argumento así ya que, 
determinar estos supuestos antijurídicos es una obligación del Estado, el cual 
desconcentra sus facultades a la Administración Tributaria, es decir, esta 
OBLIGACION está ya compensada por el mismo Estado y no es correcto que el 
contribuyente tenga que pagar costas de una investigación de carácter obligatorio,  
subsanadas anteriormente por el Estado. 
 
 
5. En el aspecto constitucional, la matriz tributaria padece de contradicciones de fondo 
importantes de resaltar, la Constitución establece preceptos que ofrecen garantías y 
derechos a los contribuyentes y blindajes tributarios definidos en los principios 
propuestos que promueven una cultura tributaria, en cambio las leyes tributarias y 
más que nada el accionar de la Administración en todos sus facetas, posee un 
criterio fiscalista-recaudador, dirigido a la explotación al máximo del patrimonio de 
los individuos contrariando el Estado de derechos que tanto se proclama. 
 
 
6. En referencia a los preceptos constitucionales al proponer al recargo como una 
sanción, conclusión principal del presente trabajo, tenemos que evidenciar el error 
que evidenció este trabajo, el cual es, identificar una doble sanción sobre las 
infracciones tributarias en el Ecuador, debido a que el recargo es una imposición 
arbitraria de naturaleza sancionadora que se adhiere a la obligación principal y por 
el otro lado tenemos a las multas tributarias en los casos que amerite, convirtiéndose 
en una suerte de doble sanción pecuniaria sin olvidarnos de los intereses de mora 
que recaen todos en conjunto a la obligación principal, aumento de manera 
considerable del monto a pagar. 
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7. Otro precepto imperante claramente vulnerado es el de Reserva de Ley y Tipicidad, 
la premisa que relaciona estos principios con una sanción es, en primer lugar que se 
establezca concretamente como sanción en una cuerpo normativo para que tenga esa 
naturaleza y que la infracción (inexistente) con la sanción tenga una relación y estén 
vinculados entre sí, además de estar tipificadas tanto su razón de ser y la relación 
que mantienen una con otra, tal como se puede observar en lo que respecta a la 
multa. Como ya se ha  mencionado en un par de ocasiones en el desarrollo del 
trabajo, el artículo 323 del Código Tributario establece las sanciones tributarias en 
donde no está tipificado el recargo como tal, teniendo un vacío enorme desde la 
génesis de la creación de esta figura. Sin embargo la Corte Nacional de Justicia en 
su Jurisprudencia deja en evidencia este detalle y define al recargo como sanción 
tratando de persuadir la falta de tecnicismo jurídico del legislador y buscándole 
cabida a esta figura en la legislación ecuatoriana. 
 
 
8. El principio de proporcionalidad es un precepto que tiene sus particularidades en 
este caso que vale la pena mencionar, se puede definir que el recargo del 20% busca 
cierta proporcionalidad en lo que respecta a la capacidad contributiva del individuo, 
es decir, el recargo al ser siempre un mismo porcentaje grava indistintamente 
dependiendo de la obligación tributaria determinada, es por esto que este principio 
desde este punto  de vista cualitativo posee armonía con la creación del Recargo 
Tributario. 
 
 
9. La Corte Constitucional de Justicia, autoridad máxima del poder judicial establece 
que el recargo tiene una naturaleza indemnizatoria resarcitoria, premisa totalmente 
arbitraria ya que no tiene fundamente alguno el que una facultad OBLIGATORIA 
del Estado tenga que ser compensada y resarcido un daño supuestamente producido 
al vulnerar “derechos del Estado”, derechos que como se establecido a lo largo de 
este trabajo no posee para este caso en específico, lo que posee son facultades, 
deberes para con los ciudadanos, mas no derechos, a efecto lo que se protege es un 
patrimonio que es de todos los individuos y por ende no es consecuente el teorema 
establecido por la Corte Constitucional. Por otro lado hay que recordar que el 
Estado no solo posee la facultad determinadora, tenemos la recaudadora, la 
resolutiva, entre otras que en el caso de ser aceptado esta premisa de 
indemnización-compensación por una de ellas, a futuro no sería de asombrarse que 
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se utilice artificios y figuras inventadas que atenten contra el patrimonio de los 
individuos con el fundamento de compensar todo el resto de facultades que tiene la 
Administración. Totalmente ilegitimo. 
 
 
10. EL recargo tiene los presupuestos suficientes para considerarlo como sanción en 
relación de tener un efecto en el accionar culposo-doloso de la persona, pero como 
se ve, las sanciones requieren de un tratamiento especial, proceso que no se lo lleva 
a cabo y que tanto la Corte Nacional como la Corte Constitucional obviaron en sus 
resoluciones tal vez con el fin de protegerse de represiones, pero sus dictámenes a 
criterio del investigador dejaron mucho que desear. 
 
 
11. La creación de una figura como el recargo tuvo como principal objetivo la 
disminución de la evasión y la elusión entre otras infracciones y delitos tributarios, 
que con lo expuesto en esta tesis no constituye un mecanismo justo para la 
consecución de ese objetivo en específico.  
 
 
12. La educación tributaria no se perfecciona únicamente con el castigo de infracciones 
que se susciten en una sociedad, la matriz punitiva-recaudadora que mantiene la 
legislación tributaria ecuatoriana falla a la equidad, la justicia, la igualdad, el 
equilibro en donde el Estado es responsable de crear en un entorno de derechos y 
garantías  en base a la prevención como tanto se jactan en pregonar. Es por tales 
razones que no es adecuado la búsqueda de una cultura, educación y respeto de las 
normas tributarias en base a la intimidación sin desmerecer los altos porcentajes de 
recaudación alcanzados. 
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RECOMENDACIONES 
 
 
A la culminación del presente trabajo es preponderante proponer nuevas mentalidades, 
nuevos métodos, procedimientos que encierren un desarrollo en la esfera que se está tratando. 
Como propuesta académica se encasillan – bases estructurales en los cuales se debería trabajar 
para el futuro de todos y todas. 
 
 
1.  A los funcionarios del gobierno dedicados a la creación de nuevas estrategias y tácticas 
para regular el accionar de los individuos de la sociedad se recomienda que, en base a la 
tan criticada y fiscalizadora manera de actuar de la Administración tributaria en vez de 
que se impongan castigos y se trate de implementar figura tras figura con el único afán 
de recaudar mas no con el objetivo que realmente deberían tener, el cual es de proponer 
normas que acrecenté la educación tributaria en la sociedad, que mejoren el nivel 
cultural tributario en los individuos, que no se tome como una obligación el tributar sino 
como una ayuda social que se le hace al país en miras de cumplir con los objetivos que 
el gobierno se plantea, esquema que maneja el concepto de lo que realmente es el 
tributo, de ayudar, mas no de recaudar desmedidamente. 
 
 
Se propone dentro del antecedente expuesto, que la matriz tributaria se mixtifique y se 
haga la misma propaganda que las sanciones figuras que embarquen incentivos 
tributarios, parece más lógico que si el objetivo es mejorar la calidad educativa 
tributaria, es decir cambiar la mentalidad de las personas en relación a su accionar 
tributario, vendría mejor que se le impulse, se le incentive, se le proponga un beneficio 
que ostente su ayuda con la sociedad brindando sus tributos. El tema deriva en una 
figura psicológica que es de real importancia, la persuasión, es determinante ingresar a 
la mentalidad de las personas pero con ideas positivas, mas no intimidatorias, sin 
desmerecer la fuerza que tiene un castigo que sirve como ejemplo, pero, la idea es 
culturizar, educar, que el individuo valore la acción de tributar como una ayuda mas no 
una obligación.  
 
 
2. A los funcionarios del poder legislativo, es meritorio tener un cargo de esa magnitud ya 
que se obtiene la oportunidad de crear normas, instrumentos que ayuden al desarrollo de 
la sociedad, preceptos que regulen de tal manera el accionar particular que se pueda 
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vivir en paz y armonía. La recomendación es en pos de ese criterio, en relación al tema 
planteado en la tesis se recomienda hacer un alto nivel de estudio al respecto, cual es la 
necesidad que el Ecuador merece, cual es la factibilidad que puede obtener la norma, la 
relación constitucional que mantiene, vulneración o no de derechos y garantías, 
socializar todos estos temas con todos los entes que en un futuro vayan a tener 
injerencia y se vean relacionados. Si bien es cierto que algunos países mantienen 
normas como las del recargo tiene un nivel de aceptación, en este sentido  el traslado a 
nuestro país es de un análisis puntilloso, la dificultad es el estudio que identifique el 
tecnicismo jurídico que necesita la norma para ser adecuada en el Ecuador, tantos 
rasgos a definir que se necesita para crear una Ley de esta magnitud. Caso que con el 
recargo poco o nada se tuvo en cuenta. 
 
 
3. A los funcionarios del Poder Judicial, encargados de velar por la justicia en sus distintas 
esferas, Tribunales Distritales de lo Fiscal, Corte Nacional de Justicia y Corte 
Constitucional de Justicia, han pasado 6 años desde la creación del recargo en el 
Ecuador. Los vacíos son de consideración en las indistintas resoluciones que  han 
planteado en su debido momento, y todavía no se puede determinar un correcto análisis 
que disponga la naturaleza del recargo. Es de obligación por mandato constitucional el 
velar por estos derechos vulnerados en este tipo de Instituciones Jurídicas. Es por esto 
que es realmente meritorio el recomendar un mayor análisis de las figuras materia de 
sus dictámenes, y más que nada cumplir con su deber patrio con el Ecuador en base a un 
criterio basado en estudios, análisis,  mas no en base a presiones de terceras personas 
que arbitrariamente buscan objetivos oscuros. Su responsabilidad gubernamental se ve 
afectada en su credibilidad, criterio que va desmereciendo la jerarquía que deberían 
mantener. Es por esto que a criterio del investigador el recargo debería ser nulo en todo 
su contexto, no debe tener cabida en la Legislación Ecuatoriana ya que viola 
indiscriminadamente el patrimonio y derechos de los contribuyentes. Su capacidad 
judicial es la indicada para poder determinar concretamente como nulo a una figura 
como esa, con argumentos suficientes que definan una tributación en equidad, objetivo 
que debería perseguir el Estado con sus Instituciones.  
 
 
4. Para el Servicio de Rentas Internas como abanderado de la Administración Tributaria en 
el Ecuador,  la recomendación va en el mismo sentido que el primer punto tratado, su 
poder ha sido tergiversado dando como resultado un accionar fiscalizador-recaudador 
mas no garantista de los derechos de los administrados. Para la aplicación de figuras tan 
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polémicas no es legítimo que apliquen retroactivamente a procesos iniciados antes del 
29 de diciembre de 2007, ni que fundamenten sus dictámenes en pos de buscar una 
compensación por un trabajo que es obligatorio por su carácter institucional. Por otro 
lado, después de la emisión del instrumento jurisprudencial que sentencio el accionar de 
la Administración Tributaria es necesario que a los contribuyentes que se les cobro 
erróneamente en forma retroactiva se les devuelva de manera inmediata y de oficio o a 
petición de parte. 
 
 
5. Para los académicos de las Universidades, profesionales y analistas de los temas 
relacionados con el Derecho es fundamental recordar que todos son parte de un País y 
que es indispensable el análisis en las diferentes esferas de la sociedad en pos de 
culturizar a los individuos sobre sus derechos, sus obligaciones y en el caso de que se 
interpongan arbitrariedades como este recargo en las legislaciones proponer estudios 
como este y mediar con el Estado nuevas ideas que contribuyan a una convivencia en 
armonía. De esta manera se apersonen de los derechos y no se deje  que se sigan 
cometiendo estos atropellos a los patrimonios con castigos infundados,  que en todos los 
casos salvo excepciones a fruto de arduo trabajo, patrimonio que el Estado como 
gobierno máximo está en la obligación de proteger mas no de usufructuar para 
beneficios particulares. 
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ANEXOS 
Anexo 1: SENTENCIA No.248-2010 C.N.J 
 
RECURSO No. 391-2009 
CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. SALA DE LO CONTENCIOSO TRIBUTARIO. 
JUEZ PONENTE: Dr. José Suing Nagua. 
Quito, a 9 de agosto de 2010. Las 11h20.  
VISTOS: El Eco. Juan Miguel Avilés Murillo, Director Regional del Servicio de Rentas  
Internas del Litoral Sur, interpone recurso de casación en contra de la sentencia  dictada el 23 de 
septiembre de 2009 por la Segunda Sala del Tribunal Distrital Fiscal  No. 2, con sede en la 
ciudad de Guayaquil, dentro del juicio de impugnación No. 1077- 09, seguido por la compañía 
Terminal Aeroportuaria de Guayaquil S. A. TAGSA, en  contra de la Administración Tributaria. 
Esta Sala califica el recurso y el representante  de la Empresa actora lo contesta el 8 de 
diciembre de 2009. Pedidos los autos para  resolver, se considera: PRIMERO: La Sala es 
competente para conocer y resolver el recurso interpuesto de conformidad con el primer 
numeral del artículo 184 de la Constitución y artículo 1 de la Codificación de la Ley de 
Casación. SEGUNDO: El representante de la Administración Tributaria fundamenta el recurso 
en las causales primera y segunda del art. 3 de la Ley de Casación. Considera que se han 
infringido las siguientes disposiciones: arts. 12 y 30 de la Codificación de la Ley de Régimen 
Tributario Interno, literal c) del numeral 7 del art. 21 del Reglamento de Aplicación de la Ley de 
Régimen Tributario Interno; arts. 3, 8, numeral 7 del art. 37 y numeral 8 del art. 38 y 
Disposición General Primera del Reglamento de Comprobantes de Venta y de Retención; arts. 
75, 76, numeral 7 literal a) y 300 de la Constitución; art. 91 de la Codificación del Código 
Tributario; Disposición Transitoria Única de la Ley Orgánica Reformatoria e Interpretativa a la 
Ley para la Equidad Tributaria; art. 119 del Código de Procedimiento Civil y art. 19 del Código 
Orgánico de la Función Judicial. Manifiesta respecto a la falta de aplicación de normas de 
derecho incluyendo precedentes jurisprudenciales obligatorios, que la Sala juzgadora ha dejado 
de aplicar lo dispuesto en el art. 12 de la Codificación de la Ley de Régimen Tributario Interno, 
vigente en el ejercicio fiscal de 2004 que establece la deducibilidad de la amortización de las  
inversiones necesarias para los fines del negocio o actividad, la cual también incluye una 
definición de las mismas; y, que tampoco ha aplicado lo dispuesto en el literal c) del numeral 7 
del art. 21 del Reglamento para la Aplicación de la Ley de Régimen Tributario Interno que 
regula la amortización de inversiones. Sobre la glosa por retenciones en la fuente, cita el 
contenido de la Disposición General Primera del Reglamento General de Comprobantes de 
Venta y Retención vigente para el 2004 y señala que los contribuyentes no pueden invocar a su 
favor el desconocimiento de documentos falsos o no autorizados, porque tienen la obligación de 
verificar la validez de los mencionados comprobantes salvo que se trate de un proveedor no 
permanente y que se haya presentado oportunamente la denuncia al SRI, de acuerdo a lo 
previsto en el Código Penal; que en el presente caso no se han verificado los presupuestos 
eximentes para que los comprobantes sean validados y reconocidos como crédito a favor de 
TAGSA; que la Segunda Sala ha desconocido las normas que regulan la emisión de 
comprobantes de venta y de retención, y cita antecedentes jurisprudenciales en soporte de sus 
argumentos; que en lo que respecta al recargo del veinte por ciento a la obligación tributaria 
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determinada establecida en la Ley para la Equidad Tributaria, éste se debe entender como un 
reconocimiento por la actuación de la Administración Tributaria en la determinación de la 
obligación; que no está en contraposición a los principios que sustentan en régimen fiscal 
previstos en el art. 300 de la Constitución; que en cuanto al principio de irretroactividad, el 
legislador al expedir esta norma no ha vulnerado tal principio, pues debe considerarse que el 
recargo aplica cuando la obligación tributaria haya sido determinada, luego de que la 
Administración Tributaria haya verificado el impuesto exigido por la ley; que en el caso 
particular, una vez determinada la obligación tributaria, se procedió a establecer el recargo del 
veinte por ciento como lo manda la Ley; que en ningún caso es aceptable que la Administración 
haya aplicado la disposición legal de manera retroactiva; que en cuanto a la errónea 
interpretación de normas de derecho que hayan sido determinantes en su parte dispositiva, cita 
el literal b) de la Disposición Transitoria única de la Ley Orgánica Reformatoria e Interpretativa 
a la Ley de Equidad Tributaria, y  sostiene que de su contenido se puede entender que la 
condonación de intereses por mora, multas y recargos procede siempre y cuando se haya 
verificado el pago principal de la obligación tributaria; que en el acta de determinación se 
establece el impuesto a pagar como principal, producto de las glosas establecidas; que dan como 
resultado un valor a pagar de acuerdo a las operaciones de sumatorias y restas establecidas para 
efectuar la conciliación tributaria; que en el acta de determinación no se establecen obligaciones 
de manera independiente, pues todas están estrechamente relacionadas para obtener el valor 
principal que se cataloga como impuesto a la renta causado, por lo que si la compañía actora 
pretendía beneficiarse de la condonación, debió haberse cancelado la totalidad de la obligación 
principal, lo cual no ocurrió por lo que no puede ser considerada como beneficiaria de la 
condonación. En cuanto a la falta de aplicación de las normas procesales, señala que pese a 
haberse solicitado por parte de la Administración Tributaria la diligencia del acta de 
determinación tributaria, que es necesaria para el esclarecimiento de los hechos, no se ordenó la 
práctica de la diligencia dejando en la indefensión a la Administración. TERCERO: El 
representante de la Empresa actora por su parte, en la contestación al recurso sostiene que el 
mismo fue presentado en forma inoportuna, lo cual contraviene normas constitucionales que 
proclaman la igualdad de las partes en los procesos judiciales, por lo que el recurso debe 
declararse extemporáneo; que la sentencia dictada por la Sala de instancia ha quedado 
ejecutoriada por mandato legal; que hace evidente la equivocación que se comete en el escrito 
de interposición del recurso de casación, al mencionar como norma inaplicada al art. 30 de la 
Codificación de la Ley Régimen Tributario Interno porque la misma se refiere a la forma de 
establecer la base imponible del impuesto a la renta en los casos de contribuyentes que obtienen 
ingresos por el alquiler de inmuebles, situación que no tiene relación con la litis; que la Sala ha 
realizado, en el Considerando Cuarto, un análisis pormenorizado sobre la glosa 
correspondientes a servicios administrativos pagados por TAGSA a la Autoridad Aeroportuaria 
de Guayaquil, ya que analiza el contrato de concesión y el Plan de Desarrollo del Aeropuerto 
Internacional Simón Bolívar para llegar a la motivada conclusión que en dichos instrumentos, 
los valores pagados a la Autoridad Portuaria por servicios administrativos no constan como 
inversiones necesarias para la ejecución del contrato de concesión; que se demuestra que en la 
sentencia recurrida no se ha inaplicado las normas referidas por el recurrente, sino que por el 
contrario, dicha normativa resulta inaplicable al presente caso tanto más que para la 
Administración Tributaria nunca ha sido clara la distinción entre gasto e inversión; que a lo 
largo del trámite administrativo el SRI varió la motivación para fundamentar esta glosa, 
partiendo de la concepción de que dichos pagos deben considerarse como activos intangibles, 
para luego expresar que estos pagos deben tomarse como gastos preoperativos y finalmente 
mencionar que se tratan de un activo intangible, dualidad de criterios que resulta más que 
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suficiente para evidenciar la carente motivación que contenían los actos administrativos 
emanados por la Administración; que resulta inverosímil que en el escrito de interposición del 
recurso se pretenda reformar la motivación de la glosa al señalar que si los valores pagados a la 
Autoridad Aeroportuaria de Guayaquil fueron considerados como gastos, su representada debió 
presentar la factura de reembolso de gastos, argumento que deviene en impertinente pues el 
pago efectuado a la AAG no guarda relación con la figura de reembolso de gastos, sino que 
existe un hecho cierto e irrebatible que fue el desembolso efectuado; que la sentencia sustenta 
debidamente su criterio en la jurisprudencia de la Sala Especializada, al expresar sobre las 
retenciones de impuesto a la renta no reconocidos por el SRI, que la sustancia prevalece sobre la 
forma, principio aceptado por la propia Administración Tributaria que reconoció algunas 
retenciones en la fuente sufridas por su representada al verificar en su base de datos el ingreso a 
las arcas fiscales del monto de las retenciones realizadas, dejando de lado las formalidades de 
los comprobantes de retención; que sobre la supuesta errónea interpretación de los arts. 300 de 
la Constitución y 91 del Código Tributario, en la contestación a la demanda la Autoridad 
demandada no se pronunció respecto a la ilegalidad del recargo del 20%, por lo que no cabría 
que al interponer el recurso de casación pretenda incluir argumentos distintos o adicionales a los 
que motivaron la resolución impugnada; que el art. 91 del Código Tributario trata   de la 
determinación directa y no guarda relación con el recargo del 20%; que la sentencia recurrida 
señala que la retroactividad de las leyes tributarias está prohibida no solamente por la 
Constitución vigente sino por la de 1998, por lo que la Administración está impedida de aplicar 
al ejercicio 2004 un recargo consagrado en norma emitida con posterioridad; que la interesada 
interpretación que se pretende dar al último inciso del art. 90 del Código Tributario denota 
únicamente el afán recaudatorio de la Administración Tributaria que vulnera el principio de 
seguridad jurídica de los contribuyentes; que sobre la supuesta errónea interpretación de la 
Disposición Transitoria Única de la Ley Orgánica reformatoria de la Ley de Equidad y otras 
leyes, ésta tenía por objeto condonar intereses, multas y recargos en las obligaciones que detalla; 
que la sentencia recurrida hace la debida relación de los hechos y la perfecta aplicación de dicha 
disposición remisoria ajustando su actuación a lo contemplado por el ordenamiento jurídico 
tributario; que la argumentación del escrito de interposición del recurso pretende desconocer el 
verdadero alcance de la norma remisoria, lo cual resulta alejado de la verdad pues basta realizar 
sencillas operaciones de sumas y restas para obtener el valor del impuesto a la renta causado a 
consecuencia de no haberse presentado el reclamo administrativo sobre ciertas glosas del acta 
de determinación del impuesto a la renta del año 2004; que sobre este punto la autoridad 
tributaria demandada tampoco se pronunció al contestar la demanda; que sobre la supuesta falta 
de aplicación de las normas procesales, el recurrente olvida que la causal es muy clara pues, 
procede su aplicación cuando la falta de aplicación de la norma procesal provocó la indefensión 
a condición de que hubiere influido en la decisión de la causa; que en el presente caso, jamás se 
puede entender que por el hecho de no haberse realizado la diligencia de exhibición del Acta de 
Determinación, se haya provocado indefensión de la Autoridad demandada, tanto más que fue 
su propia representada la que solicitó la remisión del expediente completo de la determinación 
del impuesto y del reclamo administrativo al acta de determinación. CUARTO: Respecto a la 
improcedencia del recurso alegada por la Empresa actora por extemporáneo, se deja constancia 
que con providencia de 1 de  diciembre de 2009, la Sala califica el recurso, providencia que al 
no haber sido impugnada se encuentra en firme, por lo que no cabe aceptar dicha alegación. 
QUINTO: En lo que tiene que ver con la impugnación a la sentencia relacionada con la glosa 
por servicios administrativos, el tema en discusión es la naturaleza de los valores pagados por la 
Empresa actora a la Autoridad Aeroportuaria de Guayaquil, si gasto o activo intangible; así 
identificado el problema, esta Sala formula las siguiente consideraciones: a) El antecedente para 
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que la Empresa actora pague los valores glosados por la Administración Tributaria, es el 
contrato de concesión suscrito entre la Empresa actora y la Autoridad Aeroportuaria de 
Guayaquil, AAG/Fundación del Municipio de Guayaquil, en cuya cláusula 17.2 PAGOS POR 
SERVICIOS ADMINISTRATIVOS, establece que: “El concesionario deberá pagar 
semestralmente, a partir de la Fecha de Inicio de Operaciones, por periodo vencido y dentro de 
los cinco (5) primeros días del mes siguiente al del periodo semestral vencido correspondiente, a 
la AAG mediante depósito en dólares de los Estados Unidos de América o transferencia a la 
cuenta que señale la AAG en esa misma moneda, la suma de setecientos cincuenta mil dólares 
de los Estados Unidos de América semestrales. Adicionalmente a los pagos por Servicios 
Administrativos señalados en el primer párrafo de esta cláusula, el concesionario deberá 
entregar a la AAG en dos partes iguales… la suma de dos millones de dólares de los Estados 
Unidos de América. Los recursos referidos en esta cláusula, serán destinados esencialmente, por 
la AAG a cubrir sus costos y gastos de operación, supervisión, administración del contrato e 
imprevistos…” (el subrayado es de la Sala); b) La cláusula contractual en referencia contiene 
dos rubros que deben ser pagados por la Empresa actora, setecientos cincuenta mil dólares 
americanos semestralmente durante el tiempo de la concesión y dos millones de dólares 
americanos que debe hacerse dentro de los 12 y 18 meses de iniciada la ejecución del contrato 
de concesión. Los dos rubros tienen como propósito cubrir los costos y gastos de operación, 
supervisión, administración del contrato e imprevistos, actividades que están a cargo de la AAG, 
por lo que es necesario definir los conceptos relacionados con el tema en conflicto; c) Un activo 
intangible, según la  NEC 25 es un activo identificable del que la empresa espera obtener en el 
futuro, beneficios económicos, y, según la NIC 38 “Es de aplicación, entre otros elementos, a 
los desembolsos por gastos de publicidad, formación del personal, comienzo de la actividad o de 
la entidad y a los correspondientes a las actividades de investigación y desarrollo. Las 
actividades de investigación y desarrollo están orientadas al desarrollo de nuevos 
conocimientos. Por tanto, aunque de este tipo de actividades pueda derivarse un activo con 
apariencia física (por ejemplo, un prototipo), la sustancia material del elemento es de 
importancia secundaria con respecto a su componente intangible, que viene constituido por el 
conocimiento incorporado al activo en cuestión”. Más adelante, la misma norma señala: “Con 
frecuencia, las entidades emplean recursos, o incurren en pasivos, en la adquisición, desarrollo, 
mantenimiento o mejora de recursos intangibles tales como el conocimiento científico o 
tecnológico, el diseño e implementación de nuevos procesos o nuevos sistemas, las licencias o 
concesiones, la propiedad intelectual, los conocimientos comerciales o marcas (incluyendo 
denominaciones comerciales y derechos editoriales)” (los subrayados son de la Sala). A su vez, 
un gasto, en términos contables, “…es la anotación o partida contable que disminuye el 
beneficio o aumenta la pérdida de una sociedad o persona física”. Finalmente, la palabra costo, 
es entendida como “el sacrificio o esfuerzo económico que se debe realizar para alcanzar un 
objetivo”, como por ejemplo, prestar un servicio, de lo que se desprende que la diferencia entre 
costos y gastos radica principalmente en que los costos, generarán a futuro probablemente un 
ingreso; d) De las definiciones expuestas se desprende que los pagos que la Empresa actora 
realiza a la AAG, derivados de las obligaciones constantes en el contrato de concesión, cláusula 
17.2, no pueden ser considerados como activos intangibles, pues no se ajustan a los elementos 
constantes en su definición; se desprende también que tampoco puede confundirse con las 
“concesiones” de que habla la NIC 38 pues, ella no se refiere a los contratos de concesión, sino 
a las autorizaciones, licencias o concesiones que se suelen requerir para el ejercicio de 
determinadas actividades y cuyo uso, incluye el pago de valores; e) En la especie, lo que la 
Empresa satisface a  AAG, en los dos rubros analizados y constantes en la cláusula 17.2, es un 
costo, fruto de la obligación contractual ya aludida, que le permite a la Empresa, a futuro, 
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cumplir con su objetivo de prestar el servicio y seguramente obtener un ingreso, derivado de la 
ejecución del contrato de concesión; f) Que la concesión otorgada a favor de la compañía 
TAGSA conlleva la obligación de ésta de realizar inversiones contractualmente estipuladas, no 
está en discusión, pues fruto de ellas, obtendrá la utilidad razonable que la normativa aplicable 
al caso y el mismo contrato, le permiten. Lo que no es aceptable es que, como pretende de 
forma equívoca la Administración Tributaria, la concesión –que es un concepto general que 
cubre a todas las estipulaciones contractuales relacionadas con la misma-, se aplique a un pago o 
un costo específico, previsto en el mismo contrato de concesión como tal, con un destino 
plenamente identificado: las actividades de control y supervisión de la concesión a cargo de la 
AAG, independientemente de las formas que deba observar para justificar dicho gasto. En 
consecuencia, en la sentencia aludida no se advierte que exista inaplicación de las normas 
aludidas por el recurrente. SEXTO: Respecto a la glosa por retenciones en la fuente que en la 
sentencia de la Sala de instancia reconoce como válidos a comprobantes emitidos antes de la 
fecha de su impresión, comprobantes emitidos con posterioridad a su fecha de validez y 
comprobantes de retención sin firma del agente de retención, esta Sala ha reiterado el criterio de 
que los requisitos previstos en el Reglamento de Comprobantes de Venta y Retención son de 
observancia obligatoria para su validez, ya que si bien los requisitos deben ser observados por 
quienes los emiten, no es menos cierto que quien los recibe debe tener la prolijidad de cuidar su 
cumplimiento, en tanto sirven de soporte de sus gastos y retenciones realizadas. 
Consiguientemente, se confirma la glosa por tales conceptos. SEPTIMO: En cuanto a la 
pertinencia o no del recargo del 20% de la obligación tributaria, esta Sala advierte lo siguiente: 
i. La Ley que lo incorpora al Código Tributario fue publicada en el Tercer Suplemento al 
Registro Oficial No. 242 de 29 de diciembre de 2007; ii. El recargo tiene una naturaleza 
sancionatoria, que procura disuadir el incumplimiento de las obligaciones por parte del 
contribuyente, por lo que no puede ser entendido como  un “reconocimiento por la actuación de 
la Administración en la determinación de la obligación” como pretende la Administración 
Tributaria, pues ello es parte de su responsabilidad institucional; iii. La irretroactividad de la ley 
implica, de modo absoluto, que sus disposiciones rigen para lo venidero, es decir, a partir de su 
vigencia. En el caso en cuestión, el proceso de determinación se inicia con la Orden respectiva 
que se emite el 27 de junio de 2007, esto es, mucho antes de la vigencia de la ley que establece 
el recargo, razón por la que no cabe su aplicación retroactiva, por estar expresamente prohibido 
por la Constitución Política de 1998 y ratificado por la Constitución vigente. Consiguientemente 
no se advierte la existencia de la errónea interpretación alegada por el recurrente.- Por lo 
expuesto, sin que sea necesario realizar otras consideraciones, la Sala de lo Contencioso 
Tributario de la Corte Nacional, Administrando justicia en nombre del Pueblo soberano del 
Ecuador, y por autoridad de la Constitución y las leyes de la República, casa parcialmente la 
sentencia en los términos constantes en el Considerando Sexto de este fallo. Sin costas. 
Notifíquese, publíquese y devuélvase. F) Dres. José Suing Nagua, Gustavo Durango Vela y 
Diego Ribadeneira Vásquez. CONJUECES PERMANENTES. Certifico: F)  
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Anexo 2: SENTENCIA No.273-2010 C.N.J. 
 
RECURSO No. 310-2009 
JUEZ PONENTE: Dr. José Suing Nagua 
CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.- SALA ESPECIALIZADA DE LO 
CONTENCIOSO 
TRIBUTARIO. 
Quito, a 30 de agosto del 2010. Las 10h00.  
VISTOS: Franco Andrés Machado Paladines interpone recurso de casación en contra de  la 
sentencia dictada el 29 de julio de 2009 por el Tribunal Distrital de lo Contencioso  
Administrativo y Fiscal No.5 con competencia en materia tributaria, con sede en la  ciudad de 
Loja, dentro del juicio de impugnación 23-08, que sigue en contra del  Servicio de Rentas 
Internas. Esta Sala califica el recurso y la autoridad demandada lo  contesta el 7 de octubre de 
2009. Pedidos los autos para resolver, se considera: PRIMERO: La Sala es competente para 
conocer y resolver el recurso interpuesto de  conformidad con el primer numeral del artículo 
184 de la Constitución y artículo 1 de  la Codificación de Ley de Casación. SEGUNDO: El 
actor fundamenta el recurso en las causales primera, segunda, cuarta y quinta del art. 3 de la Ley 
de Casación. Del análisis   del contenido de la fundamentación del recurso, ya que no existe un 
señalamiento expreso, se deduce que el actor argumenta que se han infringido las siguientes 
disposiciones: art. 24 de la Constitución Política de la República (de 1998); arts. 81, 85, 103, 
numeral 6, 105, 106, 109 y 139 del Código Tributario; arts. 55, 56 y 94 del Estatuto del 
Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva; art. 23 de la Ley de Régimen 
Tributario Interno; arts. 54 y 55 del Código de Comercio; y, art. 27 de la Ley de Modernización 
del Estado. Luego de citar varios textos normativos relacionados con la motivación de los actos, 
manifiesta que tanto en la etapa administrativa como en la contenciosa se sostuvo que en la 
comunicación de diferencias y en la liquidación impugnada existía ausencia de motivación en 
tanto la administración no ha explicado bajo qué parámetros técnicos tomó la decisión de asumir 
que, a pesar de ser una empresa de construcción, los pagos declarados en los formularios 103 
deben corresponder con exactitud a los costos y gastos aplicados al ejercicio para efectos de 
aplicación de la glosa; se agrega, en forma reiterada, argumentación relacionada con la 
impugnación a las actuaciones de la administración sin relacionar tales argumentos con el 
contenido de la sentencia ni explicar de qué manera el Juzgador ha incurrido en inobservancia 
de las normas referidas. Sobre la falta de aplicación de normas procesales, cuyos textos 
transcribe, a pesar de que menciona que el Tribunal juzgador no las ha aplicado, en el detalle 
argumentativo, se reitera en las referencias a las actuaciones de la administración que las 
califica de “no técnica”, nuevamente, sin relacionar tales argumentos con errores en el fallo que 
se impugna. Igual ocurre con los argumentos relacionados con la notificación de los actos 
precedentes a la determinación del Impuesto a la Renta del 2004, luego de transcribir normas 
relacionadas, expresa que nunca fue correctamente notificado con la Comunicación por 
Diferencias en Declaraciones, sin que los argumentos se relacionen con algún contenido 
específico de la sentencia impugnada. En cuanto a la resolución de lo que no fuera materia del 
litigio y omisión de resolver otros puntos que si lo fueron, sostiene que en la sentencia el 
Tribunal asevera que la demanda se fundamentó en textos normativos del Estatuto del Régimen 
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Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva y del Reglamento de Aplicación de la Ley de 
Régimen Tributario Interno, que el actor no los consideró como fundamento; que además alegó 
que el recargo del 20% que se ha hecho en la Orden de Cobro, no es aplicable por inexistencia 
jurídica de la Ley para la Equidad Tributaria del Ecuador porque la Asamblea Constituyente no 
tiene facultades legislativas y por cuanto a la fecha en la que entró en vigencia, el proceso de 
determinación ya se había iniciado por lo que no es aplicable de forma retroactiva la ley, tema 
sobre el que el Tribunal no dijo nada, así como tampoco resolvió sobre lo contradictorio de las 
excepciones planteadas por la Administración. TERCERO: La Administración Tributaria, en la 
contestación al recurso manifiesta que al efectuar el análisis del recurso, se puede observar que 
el mismo no reúne los requisitos establecidos en el art. 6 de la Ley de Casación, que el 
recurrente en ninguna parte menciona cual sería la normativa que se habría infringido al 
momento de la emisión de la sentencia recurrida, requisito que no es subsanable por la Sala de 
Casación que no puede efectuarla de oficio, como se ha establecido en varios fallos que cita; 
que la evidente inexistencia de base legal en la alegación realizada en contra de la sentencia 
configura un tipo de infracción que según la jurisprudencia, que también refiere, cabe la 
imposición de multas. Que el recurrente prácticamente ha copiado la demanda en el recurso, 
cambiando únicamente el orden del contenido, con lo que se evidencia la intención del actor de 
efectuar una impugnación de la Orden de Cobro impugnada, agrega una comparación entre la 
demanda y el contenido del escrito de casación. Que del cotejo queda claro que el actor ha 
pretendido a inducir a engaño a los Jueces al intentar, sin base legal, nuevamente impugnar la 
orden de cobro que se impugnó en sede administrativa en primera instancia. CUARTO: Del 
análisis del contenido del escrito de interposición del recurso, carente de claridad, se puede 
advertir que las impugnaciones que formula el actor de la causa, salvo dos elementos que se 
analizarán más adelante, no se encaminan a cuestionar el contenido de la sentencia, cual es el 
propósito del recurso extraordinario de casación, sino que insiste en los cuestionamientos a los 
actos impugnados, esto es la Resolución Administrativa mediante la cual la Administración 
Tributaria atiende el reclamo presentado contra la Orden de Cobro, Liquidación de Pago por 
Diferencias en la declaración de Impuesto a la Renta Personas naturales y Sucesiones Indivisas, 
pretendiendo que esta Sala vuelva a revisar los elementos de hecho que giran en torno a los 
actos impugnados, lo cual no corresponde, y que han sido analizados por la Sala juzgadora. A 
pesar del señalamiento de las causales en que funda el recurso, no aparece del escrito, de qué 
manera la sentencia incurre en los yerros a que se refieren las mismas causales, con lo que se 
deja sin contenido explícito las alegaciones en contra de la sentencia. QUINTO: En lo que tiene 
que ver con el alegato de resolución en sentencia de lo que no fuera materia del litigio y omisión 
de resolver otros puntos que si lo fueron, esta Sala encuentra que los textos referidos por el 
recurrente, que corresponden a la sentencia, en ningún caso hacen referencia a que se traten de 
alegaciones del actor en la demanda, por el contrario, son descripciones de contenidos 
normativos que soportan la actuación de la administración, referidos por el Juzgador, como 
soporte a su decisión, por lo que no se advierte que incurra en el vicio alegado. SEXTO: 
Respecto a la presunta aplicación retroactiva de las regulaciones contenidas en la Ley de 
Equidad Tributaria, sobre el recargo del 20% que se ha hecho en la Orden de Cobro, la Sala 
advierte que la acción de impugnación no es el mecanismo idóneo para alegar “la inexistencia 
jurídica de la Ley porque la Asamblea Constituyente no tiene facultades legislativas” como 
sugiere el recurrente, pues se trata de una acción de impugnación de actos administrativos con 
efectos particulares y no de una acción de impugnación de actos normativos con efectos 
generales y menos una acción de inconstitucionalidad. Sin embargo, respecto a la aplicación del 
recargo, es de advertir que el proceso administrativo se inicia con la comunicación conminativa 
de 19 de diciembre de 2007 y la ley entra en vigencia el 30 de diciembre del mismo año; 
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además, el período impositivo que se analiza y sobre el que se determinan diferencias 
corresponde al ejercicio del año 2004, por lo que no cabe aplicar en forma retroactiva un 
recargo que rige para lo venidero, a partir de la vigencia de la Ley para la Equidad Tributaria. 
Por lo expuesto, la Sala de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional, Administrando 
justicia, en nombre del pueblo soberano del Ecuador, y por autoridad de la Constitución y de las 
leyes de la  República, casa la sentencia, únicamente en cuanto no procede el recargo del 20% 
sobre las diferencias determinadas por la Administración Tributaria. Notifíquese, publíquese y 
devuélvase. F) Dr. José Vicente Troya Jaramillo, JUEZ NACIONAL; Dr. José Suing Nagua y 
Dr. Gustavo Durango Vela. CONJUECES PERMANENTES. Certifico: F) Abg. Carmen 
Simone Lasso. SECRETARIA RELATORA. 
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Anexo 3: SENTENCIA Nº 138-2010 C.N.J. 
 
JUEZ PONENTE: Dr. Gustavo Durango Vela 
CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.- SALA ESPECIALIZADA DE LO 
CONTENCIOSO TRIBUTARIO. 
QUITO, a 24 de marzo del 2011. Las 15h00 
VISTOS.- El Ing. Luís Moisés Chonillo Castro por los derechos que representa en su  calidad 
de Gerente General de POLIGRÁFICA C.A., mediante escrito de 1 de marzo del 2010 
interpone recurso de hecho, al haber sido negado el de casación en auto de 25 de febrero del 
mismo año, lo propone en contra de la sentencia emitida el 18 de diciembre del 2009 por la 
Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal Nº 2 con sede en la ciudad de Guayaquil, dentro 
del juicio de impugnación Nº 1047-2009 propuesto en contra del Director Regional del Servicio 
de Rentas Internas del Litoral Sur y Director General del Servicio de Rentas Internas. La Sala de 
instancia concede el recurso de hecho en auto de 4 de marzo del 2010. Subido el proceso para su 
aceptación o rechazo, esta Sala Especializada de la Corte Nacional de Justicia, lo admite a 
trámite mediante providencia de 12 de abril del 2010. Se pone en conocimiento de las partes 
para que se dé cumplimiento a lo que establece el art. 13 de la Ley de Casación. La 
Administración Tributaria contesta el recurso de  2casación el 19 de abril del 2010. Siendo el 
estado de la causa el de dictar sentencia para hacerlo se considera:  
PRIMERO.- Esta Sala es competente para conocer y resolver el presente recurso de 
conformidad con el art. 184 numeral 1 de la Constitución vigente y art. 1 de la Codificación de 
la Ley de Casación.----------------------------------------------------------  
SEGUNDO.- El Gerente General y Representante Legal de POLIGRÁFICA C.A., fundamenta 
su recurso (fjs. 396 a 421 de los autos) en las causales 1ª, 2ª y 3ª del art. 3 de la Ley de 
Casación, sostiene que la Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal Nº 2 de Guayaquil, al 
emitir el fallo impugnado infringió las siguientes disposiciones legales: 1.- las que se refieren al 
debido proceso, en el principio de que: “..El Estado será responsable por detención arbitraria, 
error judicial…violación del derecho a la tutela judicial efectiva y por las violaciones de los 
principios y reglas del debido proceso” que todas estas disposiciones constitucionales fueron 
violentadas por la Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal Nº 2, al no considerar el 
casillero judicial de la empresa y no permitir a POLIGRAFICA C.A., presentar sus pruebas y 
demás argumentos que demuestran la ilegalidad realizada por el Servicio de Rentas Internas al 
momento en que se negó el reclamo administrativo a la Resolución Nº 
109012008RREC008220. 2.- En lo que tiene que ver con la prueba sostiene que “..La prueba 
deberá ser apreciada en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica, sin perjuicio de las 
solemnidades prescritas  3en la ley sustantiva para la existencia o validez de ciertos actos…”. 
Arguye que la Sala Juzgadora ha cometido un grave error al no haber realizado un exhaustivo 
análisis de los argumentos presentados por POLIGRÁFICA C.A., respecto de las leyes que 
sirvieron para fundamentar la Resolución dictada por parte de la Administración, e impugnada 
oportunamente, por considerar que las normas adjetivas y las sustanciales en que se funda, son 
de carácter civil y que, por tanto, son solo supletorias en el ámbito tributario, sin embargo esto 
causa confusión, por cuanto el área legislativa tributaria en el Ecuador, cuenta con suficientes 
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medios y cuerpos legales que detallan los procedimientos, la manera de deducir y contabilizar 
costos y gastos, las infracciones y demás aspectos propios de los tributos. POLIGRÁFICA C.A., 
ha presentado todas las facturas como legítimas pruebas en el ámbito tributario. Que la falta de 
aplicación de normas procesales, han generado en el sujeto pasivo un estado de indefensión 
según consta en los autos, dando oportunidad a que se haya violentado el debido proceso lo cual 
evidencia indefensión, al no haber sido proveído y considerado el cambio de casilla judicial, con 
lo que se ha configurado la falta de aplicación de la prueba, por lo que presenta los argumentos 
de derecho que no fueron tomados en cuenta en la sentencia y hace relación a todas las glosas y 
su contabilización, y concluye en que el Servicio de Rentas Internas hace hincapié en la no 
presentación de cheques, estados de cuenta y otros documentos, y que estos actos carecen de 
sustento legal que señale  4que lo requerido constituye bajo algún concepto un documento legal 
que soporte un gasto o costo. Que al ser una determinación mixta la Administración recae en 
dos errores de fondo como es el error de identificación del tipo de determinación y recarga 
ilegal del 20%, sobre el valor determinado por no ser determinación directa, que el Servicio de 
Rentas Internas no realizó una verdadera auditoria de inventarios. Finaliza pidiendo a esta Sala 
Especializada de la Corte Nacional de Justicia se declare sin efecto el Acta de Determinación Nº 
RLS-ATRADD2008-0005. TERCERO.- La Administración Tributaria a través de su 
Procuradora Ab. Tania Ramírez Cárdenas en su escrito de contestación al recurso (fjs. 4 a 6 del 
cuadernillo de casación) manifiesta: respecto a la primera causal del recurso de casación, que la 
Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal Nº 2 admite que las leyes en que la Resolución 
Nº 109012008RREC008220, emitida por el S.R.I., se funda, son de carácter civil y por tanto 
supletorias en el ámbito tributario, pues lo que la Administración ha hecho es tomar en 
consideración normas de carácter civil que, guardan relación y no contradicen de ninguna 
manera las disposiciones de la legislación tributaria aplicando la supletoriedad prevista en el art. 
14 del Código Orgánico Tributario. Que las disposiciones en referencia son los artículos 1584, 
1592 y 1593 del Código Civil sobre el pago y cuándo éste se considera válido así como los 
artículos 114 y 117 del Código de Procedimiento Civil que se refieren a quien le corresponde la 
carga de la prueba. Que el actor no ha demostrado de qué  5modo y por qué razón consideró 
estas disposiciones hayan sido indebidas y que estén en contradicción con la normativa 
tributaria vigente. En lo que tiene que ver con la segunda causal, advierte que el actor alega que 
la Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal Nº 2, ha provocado estado de indefensión al 
violentar las normas del debido proceso ya que no proveyeron el escrito presentado por el actor 
mediante el cual se hacía conocer a la Sala el cambio con un nuevo número de casilla judicial. 
Que el actor no ha explicado ni demostrado qué norma procesal se ha inaplicado o mal 
interpretado, para esto deben concurrir dos circunstancias: que tal hecho hubiere influido en la 
decisión de la causa y la nulidad no haya quedado convalidada. El hecho que la Sala Juzgadora 
no haya tomado en cuenta el cambio de casilla judicial no tiene relación con lo resuelto en 
sentencia. Con lo que tiene que ver con la tercera causal, la providencia de apertura de término 
de prueba fue notificada el 13 de octubre del 2009, que el actor comunica a la Sala Juzgadora el 
cambio de casilla judicial mediante escrito presentado el 13 de noviembre del 2009, es decir con 
posterioridad; sostiene que durante el término de prueba aperturado, el actor nunca presentó 
documentación que sustente sus argumentos. Concluye manifestando que, no se han 
configurado ninguna de las causales sobre las cuales el actor fundamentó el recurso de casación 
interpuesto, y que por esta razón debe ser rechazado. CUARTO.- El Tribunal Juzgador sostiene 
en su fallo emitido que, la Compañía POLIGRÁFICA C.A., no ha justificado la importación de 
mercaderías ni la compra a empresas locales; que los proveedores por él señalados se dedican a 
la comercialización de productos de distinta naturaleza a las que fueron compradas 
presumiblemente por POLIGRÁFICA C.A.. Que el pago de obligaciones debe realizarse al 
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acreedor, o a la persona que la ley o el juez autoriza a recibir por él, pero que la empresa 
demandante no justificó en debida forma la realización de compras a las compañías Horripit 
S.A., Implicit S.A., Barbalace S.A., Texserv S.A., Dopresen S.A., Anguel S.A. y Dalkip S.A., 
compras de materia prima que consiste en pliegos de cartulina plegable, lavador wash, pliegos 
de papel couché, planchas positivas, Cryovac, pliegos de cartulina de hilo, pliegos de cartulina 
Kimberly, barníz, toner, tinta, rollo Agfa, y pliegos de cartulina bristol, por el contrario dichas 
compañías han importado mercancías totalmente distintas como radiograbadoras, abanicos de 
pedestal, ollas arroceras, hornos microondas, televisores, videograbadoras, monitores para PC, 
planchas, estuches plásticos, ventiladores, calculadoras, memory stick, cargador de baterías, 
CD, DVD, radios, relojes, ropa, antenas, cámaras, estuches para CD, y DVD, lentes de sol, 
repuestos, telas teléfonos walkman, zapatillas, jackets para dama entre otros productos, es decir 
de naturaleza distinta al giro de los negocios de POLIGRÁFICA C.A. El penúltimo inciso del 
art. 66 de la Ley de Régimen Tributario Interno que dice a la letra: “En general,  7para tener 
derecho al crédito tributario el valor del impuesto deberá constar por separado en los respectivos 
comprobantes de venta, documentos de importación y comprobantes de retención”; también es 
aplicable lo dispuesto en el art. 10 de la Ley Ibidem; art. 145 del Reglamento de Aplicación a la 
Ley de Régimen Tributario Interno, respecto al crédito tributario. Los contribuyentes tienen 
derecho al crédito tributario por el Impuesto al Valor Agregado pagado en las adquisiciones de 
bienes y servicios necesarios para la producción y comercialización de bienes con tarifa 12% 
razón por la cual la Administración Tributaria consideró fundamental verificar el pago de las 
compras consignadas en sus declaraciones del IVA, y al no justificarse el pago de las compras 
que el contribuyente alega fueron efectuadas durante el año 2004 a las compañías antes 
mencionadas, el contribuyente tampoco justificó que se hubieran realizado el pago del IVA 
generado por dichas compras, incumpliendo el transcrito artículo 66 de la Ley de Régimen 
Tributario Interno, el art. 145 del Reglamento de Aplicación de la Ley de Régimen Tributario 
Interno y el 17 del Código Tributario, consideró la Administración y lo ratifica la materia 
recurrida que el contribuyente no debió consignarse como crédito tributario en sus declaraciones 
del Impuesto al Valor Agregado, el valor generado por el referido impuesto, por lo que ratifica 
la glosa establecida en el Acta de Determinación Tributaria Nº RLS-ATRADD2008-005, 
correspondiente al crédito tributario no reconocido por IVA en compras de febrero a Diciembre 
del 2004. Que según la Ley  8 Reformatoria para la Equidad Tributaria en el Ecuador publicada 
en el Tercer Suplemento del Registro Oficial Nº 242 de Diciembre 29 del 2007, en el Art. 2 se 
dispone que el art. 90 del Código Tributario se le agregue un inciso que dice: “La obligación 
tributaria así determinada causará un recargo del 20% sobre el principal”, esta disposición está 
vigente desde el 1º de enero del 2008 que establece el recargo del 20% en las diferencias 
establecidas por la Administración Tributaria en el pago del IVA. Que el Servicio de Rentas 
Internas ha realizado un Acto de Determinación Tributaria por el ejercicio económico del 2004, 
y que por consiguiente no procede la aplicación de este recargo, por cuanto la ley no tiene efecto 
retroactivo. Que la Administración Tributaria acepta parcialmente el reclamo del contribuyente, 
al eliminar la glosa correspondiente al mes de enero del 2004, por haber transcurrido tres años 
desde la fecha de presentación de la Declaración del Impuesto al Valor Agregado, de enero del 
2004, y se ratifica la glosa por diferencias en IVA correspondientes de los meses de febrero a 
diciembre del 2004 por un monto de USD $ 128,627,57, por cuanto el actor no presenta ninguna 
prueba dentro del juicio de impugnación. Continúa manifestando que, el actor no ha 
comprobado procesalmente su impugnación, y el art. 82 del Código Tributario dispone que los 
actos administrativos tributarios gozan de las presunciones de legitimidad, ejecutoriedad y están 
llamados a cumplirse, por lo que el Tribunal Juzgador declara sin lugar la demanda de 
impugnación. QUINTO.- Corresponde en consecuencia a esta Sala Especializada de la Corte 
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Nacional de Justicia, examinar si la sentencia dictada por la Sala Juzgadora cumple con los 
requisitos que exige la normativa legal y jurisprudencia obligatoria que rige esta materia y que 
según el recurrente ha sido desoída por ella en su parte dispositiva. Al respecto cabe mencionar 
que el art. 68 del Código Tributario al referirse a la facultad determinadora de la Administración 
Pública Tributaria dice: “Facultad determinadora.- La determinación de la obligación tributaria, 
es el acto o conjunto de actos reglados realizados por la administración activa, tendientes a 
establecer, en cada caso particular la existencia del hecho generador, el sujeto obligado, la base 
imponible y la cuantía del tributo.- El ejercicio de esta facultad comprende: la verificación, 
complementación o enmienda de las declaraciones de los contribuyentes o responsables la 
composición del tributo correspondiente, cuando se advierta la existencia de hechos imponibles 
y la adopción de las medidas legales que se estime convenientes para esa determinación”. El art. 
91 del Código Tributario dice: “Forma Directa.- La determinación directa se hará sobre la base 
de la declaración del propio sujeto pasivo, de su contabilidad o registros y más documentos que 
posea, así como de la información y otros datos que posea la administración tributaria en sus 
bases de datos, o los que arrojen sus sistemas informáticos por efecto del cruce de información, 
con los diferentes contribuyentes o responsables de tributos, con entidades del sector público u 
otras; así como de otros documentos que existan en poder de terceros, que tengan relación con 
la actividad gravada o con el hecho generador…..” El art. 93.- Determinación mixta.- 
Determinación mixta, es la que efectúa la administración a base de los datos requeridos por ella 
a los contribuyentes o responsables, quienes quedan vinculados por tales datos para todos los 
efectos.” Esta Sala entiende que en aplicación de estas normas legales es perfectamente legítimo 
que el Servicio de Rentas Internas haya emitido la glosa establecida en el Acta de 
Determinación Tributaria Nº RLS-ATRADD2008-005, correspondiente al crédito tributario no 
reconocido por IVA en compras de febrero a Diciembre del 2004. Para comprobar las 
aseveraciones de la Empresa la Administración Tributaria, procedió a emitir el 19 de junio del 
2006 el Oficio de la Inspección Contable Nº RLSATRRIC2006-0040 notificada el 23 del 
mismo mes y año, solicitando información. Se puede advertir que el contribuyente presentó los 
originales de los comprobantes de venta con sus respectivas retenciones en la fuente, como los 
originales de los comprobantes de egreso por cada pago o cheque realizado por las compras, 
pero no presentó los cheques originales, manifestando que habían sido destruidos. La 
Administración recurrió a los microfilms del banco y se pudo considerar que aun cuando los 
cheques fueron realizados para cancelar las compras hechas a los proveedores Horripit S.A., 
Implicit S.A., Barbalace S.A., Texserv S.A., Dopresen S.A., Anguel S.A. y Dalkip S.A., 
solamente algunos tenían como beneficiario a dichos proveedores, y otros tenían como 
beneficiario al representante legal de la compañía POLIGRÁFICA C.A., el señor Luis Chonillo 
Castro. La Sala Juzgadora tomó en consideración todos estos documentos y los demás que 
conforman los autos y cumplió con todos los requisitos para la aplicación de normas legales que 
se apega a este caso. Ratifica la glosa por diferencias en IVA correspondientes de los meses de 
Febrero a Diciembre del 2004 por un monto de USD $ 128.627,57 y como el actor no presenta 
ninguna prueba dentro del juicio de impugnación, significa que no ha comprobado 
procesalmente su impugnación, por tanto es perfectamente válido y se debe aplicarlo que 
establece el art. 82 del Código Tributario, en relación a que los actos administrativos tributarios 
gozan de las presunciones de legitimidad y ejecutoriedad y están llamados a cumplirse. Se 
considera que no se ha configurado ninguna de las causales fundamentadas por el actor.----------
-------------------------------------------  
SEXTO Respecto a la presunta aplicación retroactiva que se ha hecho en el Acta de 
Determinación No. RLS-ATRADD2008-0002 impugnada, según las regulaciones contenidas en 
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el art. 2 de la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria en el Ecuador, publicada en el 
Registro Oficial No. 242 del 29 de diciembre del 2007, que reforma el art. 90 del Código 
Tributario que dice: agréguese un inciso final, con el siguiente texto: “ La obligación tributaria 
así determinada causará un recargo del 20% sobre el principal”.  La Sala de lo Contencioso 
Tributario advierte que el proceso administrativo se inicia con la Orden de Determinación del 7 
de  marzo del 2007, la Ley por tratarse de un impuesto anual entra en vigencia el 01 de enero 
del 2008, pero el período impositivo que se analiza y sobre el que se determina diferencias 
corresponde al ejercicio del año 2004, por lo que no cabe aplicar en forma retroactiva un 
recargo que rige para lo venidero, a partir de la vigencia de la Ley Reformatoria para la Equidad 
Tributaria en el Ecuador, como así lo ha establecido esta Sala en casos similares SEPTIMO:- El 
otro punto de casación que debe ser considerado, puesto que ha sido fundamentado por el 
recurrente es que se refiere a la apreciación y valoración de los medios probatorios por parte de 
la sentencia emitida por la Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal Nº 2 de Guayaquil, 
es decir aspectos estrictamente de evaluación de las circunstancias, antecedentes administrativos 
y documentos que rodearon el caso, las que unánime y reiteradamente en más de triple fallo se 
ha considerado, lo que constituye jurisprudencia obligatoria al tenor del art. 19 de la Ley de 
Casación, esta Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia, 
ha resuelto no es materia de pronunciamiento en casación, puesto que dicha apreciación de 
prueba corresponde privativamente a la Sala Juzgadora, dentro del más amplio criterio judicial o 
de equidad conforme a lo dispuesto en el art. 270 del Código Tributario en concordancia con el 
art. 119 del Código de Procedimiento Civil. Sin que sea menester entrar en más análisis, esta 
Sala Especializada, de la Corte Nacional, Administrando justicia, en nombre del pueblo 
soberano del Ecuador, y por autoridad de la Constitución y las leyes de la República, rechaza el 
recurso propuesto por el Gerente General y Representante Legal de POLIGRÁFICA C.A. 
Notifíquese, publíquese y devuélvase. F) Dr. José Suing Nagua; Dr. Gustavo Durango Vela y 
Dr. Javier Cordero Ordóñez. CONJUECES PERMANENTES. Certifico: F) Abg. Carmen 
Simone Lasso. SECRETARIA RELATORA 
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Anexo 4: JURISPRUDENCIA C.N.J. 
 
FALLOS DE TRIPLE REITERACIÓN: 
EL RECARGO DEL 20% A LA OBLIGACIÓN TRIBUTARIA QUE SE APLICA 
CUANDO EL SUJETO ACTIVO EJERCE SU FACULTAD DETERMINADORA: 
 
- ES DE NATURALEZA SANCIONATORIA  - NO TIENE EFECTO RETROACTIVO 
Resolución de 4 de mayo de 2011  
Registro Oficial No. 471 de 16 de junio de 2011  
 LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA  
CONSIDERANDO:  
Que el artículo 184 número 2 de la Constitución de la República del Ecuador, publicada en el 
Registro Oficial 449 de 20 de octubre del 2008, determina que: “Serán funciones de la Corte 
Nacional de Justicia, además de las determinadas en la ley, las siguientes: (…) 2. Desarrollar el 
sistema de precedentes jurisprudenciales fundamentado en los fallos de triple reiteración (…)”;  
Que el artículo 185 de la propia Constitución, dispone que: “Las sentencias emitidas por las 
salas especializadas de la Corte Nacional de Justicia que reiteren por tres ocasiones la misma 
opinión sobre un mismo punto, obligarán a remitir el fallo al pleno de la Corte a fin de que ésta 
delibere y decida en el plazo de hasta sesenta días sobre su conformidad. Si en dicho plazo no se 
pronuncia, o si ratifica el criterio, esta opinión constituirá jurisprudencia obligatoria (…)”;  
Que el artículo 180 número 2 del Código Orgánico de la Función Judicial, publicado en el 
Registro Oficial número 544 de 9 de marzo del 2009, establece que: “Al Pleno de la Corte 
Nacional de Justicia le corresponde: (…) 2. Desarrollar el sistema de precedentes 
jurisprudenciales, fundamentado en los fallos de triple reiteración”;  
Que los incisos primero, segundo y cuarto del artículo 182 del Código antes citado, disponen 
que: “Las sentencias emitidas por las salas especializadas de la Corte Nacional de Justicia que 
reiteren por tres ocasiones la misma opinión sobre un mismo punto de derecho, obligarán a 
remitir los fallos al Pleno de la Corte a fin de que éste delibere y decida en el plazo de sesenta 
días sobre su conformidad. Si en dicho plazo no se pronuncia, o si ratifica el criterio, esta 
opinión constituirá jurisprudencia obligatoria.- La resolución mediante la cual se declare la 
existencia de un precedente jurisprudencial contendrá únicamente el punto de derecho respecto 
del cual se ha producido la triple reiteración, el señalamiento de la fecha de los fallos y los datos 
de identificación del proceso; se publicará en el Registro Oficial a fin de que tenga efecto 
generalmente obligatorio (…)”.  
Que el artículo 2 número 5 de la Resolución de carácter general emitida por el Pleno de la Corte 
Nacional de Justicia publicada en el Registro Oficial 572 de 17 de abril de 2009, establece que: 
“(…) Cuando una Sala de la Corte Nacional o el Departamento de Procesamiento de 
Jurisprudencia establezcan la existencia de fallos de triple reiteración sobre un mismo punto de 
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derecho, lo comunicarán inmediatamente, a través de su Presidente o Director, respectivamente, 
al Pleno de la Corte Nacional, para que en el plazo de sesenta días, conozca y decida sobre su 
conformidad. Si en dicho plazo no se pronuncia, o si ratifica el criterio, esta opinión constituirá 
jurisprudencia obligatoria (…)”.  
Que la Sala de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia, en cumplimiento de 
sus facultades jurisdiccionales, ha emitido las siguientes sentencias: 1) Sentencia 391-2009 de 9 
de agosto de 2010, dictada dentro del juicio de impugnación 1077-09, seguido por la compañía 
Terminal Aeroportuaria de Guayaquil S. A. TAGSA en contra del Director Regional del Litoral 
Sur del Servicio de Rentas Internas; 2) Sentencia 310-2009 de 30 de agosto de 2010, dictada 
dentro del juicio de impugnación 23-08, seguido por Franco Andrés Machado Paladines en 
contra de la Directora Regional del Sur del Servicio de Rentas Internas; y 3) Sentencia 138-
2010 de 24 de marzo de 2011, dictada dentro del juicio de impugnación Nº 1047-2009 
propuesto por POLIGRÁFICA C.A. en contra del Director Regional del Servicio de Rentas 
Internas del Litoral Sur y del Director General del Servicio de Rentas Internas;  
Que la Sala de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia ha emitido un fallo de 
triple reiteración en el que se mantiene el criterio de que el recargo del 20% sobre el principal 
que se aplica en aquellos casos en que el sujeto activo ejerce su potestad determinadora de 
forma directa, tiene una naturaleza sancionatoria, pues, procura disuadir el incumplimiento de 
las obligaciones por parte del contribuyente; y que al tratarse de una sanción, deben aplicarse las 
normas que sobre la irretroactividad de la ley penal contienen la Constitución, el Código 
Tributario y el Código Penal, así como las normas sobre la irretroactividad de la ley tributaria, 
que de modo absoluto mandan que las sanciones rigen para lo venidero, es decir, a partir de su 
vigencia; y,  
Que, sobre las resoluciones señaladas, la Sala de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional 
de Justicia ha remitido al Pleno informe debidamente motivado;  
RESUELVE:  
Artículo 1: Confirmar el criterio expuesto por la Sala de lo Contencioso Tributario de la Corte 
Nacional de Justicia y aprobar el Informe elaborado por dicha Sala, y en consecuencia, declarar 
la existencia del siguiente precedente jurisprudencial obligatorio, por la triple reiteración de 
fallos sobre un mismo punto de derecho:  
PRIMERO: El recargo del 20% sobre el principal que se aplica en aquellos casos en que el 
sujeto activo ejerce su potestad determinadora de forma directa, incorporado en el segundo 
inciso del art. 90 del Código Tributario por el art. 2 del Decreto Legislativo No. 000, publicado 
en Registro Oficial Suplemento 242 de 29 de Diciembre del 2007, tiene una naturaleza 
sancionatoria, pues, procura disuadir el incumplimiento de las obligaciones por parte del 
contribuyente. Al constituir el recargo del 20% sobre el principal una sanción, deben aplicársele 
las normas que sobre la irretroactividad de la ley penal contienen la Constitución, el Código 
Tributario y el Código Penal, así como las normas sobre la irretroactividad de la ley tributaria, 
que mandan que las sanciones rigen para lo venidero, es decir, a partir de su vigencia. En 
consecuencia, no cabe que se aplique el recargo del 20% a las determinaciones iniciadas con 
anterioridad a la entrada en vigencia de la reforma, esto es, al 29 de diciembre de 2007, como 
tampoco cabe que se lo aplique a las determinaciones iniciadas con posterioridad a esa fecha, 
pero que se refieran a ejercicios económicos anteriores al 2008.  
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Artículo 2: Disponer que la Secretaría General de la Corte Nacional de Justicia remita copias 
certificadas de la presente Resolución al Departamento de Procesamiento de Jurisprudencia, 
para su sistematización; y, al Registro Oficial, la Gaceta Judicial y la página web institucional, 
para su inmediata publicación.  
Esta Resolución tendrá efectos generales y obligatorios, inclusive para la propia Corte Nacional 
de Justicia, sin perjuicio del cambio de criterio jurisprudencial que habrá de operar en la forma y 
modo determinados en el segundo inciso del art. 185 de la Constitución de la República.  
Dado en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, en el Salón de Sesiones de la Corte 
Nacional de Justicia, a los cuatro  días del mes de mayo del año dos mil once.  
Dr. Carlos Ramírez Romero, PRESIDENTE, Dr. Rubén Bravo Moreno, Dr. Hernán Ulloa 
Parada, Dr. Carlos Espinosa Segovia, Dr. Manuel Sánchez Zuraty, Dr. Alonso Flores Heredia, 
Dr. Gastón Ríos Vera, Dr. Manuel Yépez Andrade, Dr. Luis Moyano Alarcón, Dr. Milton 
Peñarreta Álvarez, Dr. Ramiro Serrano Valarezo, Dr. Jorge Pallares Rivera, Dr. Galo Martínez 
Pinto, Dr. Freddy Ordóñez Bermeo, JUECES NACIONALES; Dr. José Suing Nagua, Dr.  Luis 
Quiroz Erazo, Dr. Felipe Granda Aguilar, Dr. Luis Pacheco Jaramillo, Dr. Gustavo Durango 
Vela, Dr. Javier Cordero Ordóñez, Dr. Clotario Salinas Montaño, CONJUECES 
PERMANENTES.  
Ab. Carmen Simone Lasso 
SECRETARIA GENERAL (E) 
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Anexo 5: SENTENCIA No 008-12-SIN-CC/  Corte Constitucional 
 
CASO No 0019-10-IN 
CORTE CONSTITUCIONAL PARA EL PERIODO DE TRANSICIN 
Juez constitucional sustanciador: Dr. Manuel Viteri Olvera 
Resumen de admisibilidad 
l. ANTECEDENTES 
 
La presente acción de inconstitucionalidad de acto normativo fue presentada por Luis Javier 
Bustos Aguilar ante la Corte Constitucional, para el período de transición, el da miércoles 28 de 
abril del 201 O.  
La Sala de Admisión, el 07 de julio del2010, avocó conocimiento de la causa No. 0019-10-IN, y 
en virtud del sorteo correspondiente fue designado juez sustanciador el Dr. Manuel Viteri 
Olvera.  
 
Detalle de la demanda  
Luis Javier Bustos Aguilar presenta acción pública de inconstitucionalidad por el fondo, 
respecto del inciso final del artículo 90 del Código Tributario, por considerarlo contrario a los 
principios constitucionales tributarios contenidos en el artículo 300 de la Constitución de la 
República, dado que la disposición demandada no hace ninguna distinción objetiva y racional de 
los casos en que procede el recargo del 20%,sobre la obligación principal, lo que significa: a) 
De un lado, la aplicación del recargo cuando la administración revisa, establece y determina las 
declaraciones de los contribuyentes, esta a su vez establece un mayor impuesto a pagar; y, b) 
Dicho recargo por aplicación de lo previsto en dicha norma debe cobrarse también en aquellos 
tributos cuya determinación no la efectúa el sujeto pasivo, sino que es realizada directamente 
por la Administración, sin participación del contribuyente".  
Indica el recurrente que la doctrina se ha pronunciado sobre la determinación, y según Villegas 
la determinación es un acto o conjunto de actos dirigidos a precisar en cada caso si existe una 
deuda tributaria, quien es el obligado a pagar el tributo al fisco y cuál es el importe de la deuda, 
de lo cual claramente se desprende que la determinación tributaria puede estar integrada solo 
por un acto del obligado o de la administración (determinación del sujeto activo). De igual 
manera, la determinación o el administrado no hacen otra cosa que verificar o reconocer que un 
hecho imponible ocurrió y en base a ello se debe pagar la cuanta fijada en la Ley. El mismo 
autor explica sobre la determinación de oficio, como una facultad de la administración, y 
establece que: a) procede cuando dicho procedimiento está expresamente establecido por la Ley; 
b) procede cuando el sujeto pasivo no presenta la declaración jurada correspondiente en los 
supuestos en que está obligado a hacerlo, o cuando en los casos de determinación mixta el 
sujeto pasivo no aporta los datos que le pide el fisco; y, e) procede cuando la declaración que 
presenta el sujeto pasivo o los datos que denuncia son impugnados.  
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Contestación a la demanda  
El Dr. Néstor Arboleda Terán, director nacional de Patrocinio, delegado del Procurador General 
del Estado, (a la fecha de su comparecencia), contesta la demanda y entre otras cosas indica que 
el inciso final del artículo 1 del Código Tributario establece que se entenderán por tributos los 
impuestos, tasas y las contribuciones especiales o de mejora. El recargo, por tanto, no es un 
impuesto, como sostiene el accionante en base a la doctrina que cita. Recargo es la "Cantidad o 
tanto por ciento en que se incrementa la deuda, por lo general a causa del retraso en un pago". 
En otras palabras, el recargo es el costo que ocasiona a la administración tributaria el cálculo de 
la base imponible y la cuanta del tributo, derivado del incumplimiento del sujeto pasivo por 
deficiencias en su declaración, falta de declaración o falta de pago de la obligación tributaria en 
el lugar y tiempo oportunos, que debe asumirlo el contribuyente, por disposición de la Ley. El 
Código Tributario, en su artículo 323, especifica las sanciones y penas a las infracciones 
tributarias, que se aplicarán sin perjuicio del cobro de los correspondientes tributos y de los 
intereses de mora desde la fecha en que se causaron las obligaciones tributarias. El recargo 
establecido en el artículo 90 del Código Tributario, como se menciona anteriormente, es el costo 
que genera a la administración el ejercicio de la facultad determinadora, imputable al sujeto 
pasivo, no es una sanción. Por lo expuesto, al no existir inconstitucionalidad, solicita que se 
rechace la demanda. 
El arquitecto Fernando Cordero Cueva, en su condición de Presidente de la Asamblea Nacional, 
y como tal representante legal, judicial y extrajudicial, contesta la demanda manifestando que en 
el presente caso no se está analizando sobre un tributo, sea este impuesto, tasa o contribuciones 
especiales o de mejora. Se está tratando sobre la facultad de determinación que tiene la 
administración tributaria, sea este el Servicio de Rentas Internas, la Corporación Aduanera 
Ecuatoriana o los respectivos ayuntamientos o municipios; por lo mismo, esta facultad 
determinadora que solo la pueden ejercer dichas instancias no se refieren a la creación del 
tributo que debe tener en mención lo referente a los principios tributarios constitucionales, sino 
al control que realizan, ya sea directa o presuntivamente. No hay que olvidar que una de las 
obligaciones de todos los ciudadanos, conforme lo determinado en el artículo 83 numeral 15 de 
la Constitución de la República y el Código Tributario en sus artículos 68, 70 y 90, es la de 
cooperar con el Estado y la comunidad en la seguridad social, y pagar los tributos establecidos 
en la ley. Ante la evidente falta de sustento jurídico, solicita que se deseche la demanda por 
improcedente e infundada.  
El Dr. Alexis Mera, secretario nacional jurídico, abogado patrocinador del señor presidente 
constitucional de la república, contesta la demanda en los siguientes términos: Según el actor la 
norma del artículo 90 del Código Tributario viola principios constitucionales de equidad y 
generalidad, ya que por el solo hecho de que el impuesto sea determinado por la propia 
administración, debe agregarse un 20% de recargo, sin que haya existido un comportamiento 
antijurídico por el cual deba soportar dicho cargo. La facultad determinadora, en estricto 
sentido, es la que realiza la propia Administración Tributaria sobre la base de la declaración del 
sujeto pasivo (artículo 91 CT) y comprende la verificación, complementación o enmienda de las 
declaraciones de los contribuyentes (artículo 68 CT). Es decir, para que la Administración 
Tributaria ejerza la potestad determinadora, debe necesariamente haber procedido la 
determinación del propio contribuyente y su declaración, o por lo menos la obligación de 
determinar sus obligaciones tributarias y de presentar las respectivas declaraciones (aun cuando 
haya incumplido con esta obligación), ya que toda administración tributaria ejerce su facultad 
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determinadora sobre la base de las declaraciones del sujeto pasivo, pero resulta que hay casos en 
los que la  
ley ha relevado al contribuyente del deber de determinar la obligación tributaria, y presentar la 
respectiva declaración, dejando dicha atribución en manos de la propia administración. Por lo 
expuesto, solicita que se deseche la demanda y se ratifique la constitucionalidad del artículo 90 
del Código Tributario, y en especial el recargo del 20% que se aplica cuando la Administración 
Tributaria ejerce su facultad determinadora. 
El legitimado activo  
Luis Javier Bustos Aguilar ha comparecido a ejercer la acción de inconstitucionalidad que 
motiva este expediente y solicita que se declare la inconstitucionalidad de fondo respecto del 
inciso final del artículo 90 del Código Tributario, por considerar que es contrario a los 
principios constitucionales tributarios contenidos en el artículo 300 de la Constitución de la 
República, por cuanto la misma no hace ninguna distinción objetiva y racional de los casos en 
que procede el recargo del 20%; esto que significa: a) por un lado, la aplicación del recargo 
cuando la administración revisa, establece y determina las declaraciones de los contribuyentes, 
esta a su vez establece un mayor impuesto a pagar; y, b) dicho recargo, por aplicación de lo 
previsto en dicha norma, debe cobrarse también en aquellos tributos cuya determinación no la 
efectúa el sujeto pasivo, sino que es realizada directamente por la administración, sin 
participación del contribuyente.  
La norma que es materia de la acción de inconstitucionalidad  
El legitimado activo alega la inconstitucionalidad de fondo respecto del inciso final del artículo 
90 del Código Tributario, por ser contrario a los principios constitucionales tributarios 
contenidos en el artículo 300 de la Constitución de la República.  
Las normas constitucionales que se afirman vulneradas por parte del legitimado activo  
Alega el demandante que el contenido de la norma cuya inconstitucionalidad solicita, vulnera el 
artículo 300 de la Constitución de la República, que establece el principio de equidad por 
recargo tributario; asimismo, el recargo no se ha incluido en la enumeración taxativa de las 
sanciones establecidas en el artículo 323 del Código Tributario. El gravamen adicional del 20% 
es una verdadera sanción que se encubre formalmente bajo la figura del "recargo"; bajo esta 
realidad, la forma de operar de esta sanción es "automática", por lo que se estará inobservando 
el procedimiento determinado para la sanción de contravenciones previsto en el artículo 363 del 
Código Tributario.  
Pretensión concreta  
El demandante expresa que"…con los fundamentos señalados que demuestran la 
incompatibilidad del recargo de un 20% sobre el impuesto con el artículo 300 de la Constitución 
que protege los principios tributarios básicos de un Estado de Derecho, y siendo que dicho 
recargo es en efecto una sanción. Que se declare la INCONSTITUCIONALIDAD POR EL 
FONDO del mc1so final del artículo 90 del Código Tributario".  
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11. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL  
Competencia de la Corte Constitucional  
La Corte Constitucional, para el periodo de transición, es competente para conocer y resolver la 
presente causa, de conformidad con lo previsto en los artículos 429 y 436, numeral 2 de la 
Constitución de la República; artículos 75, numeral 1, literal d y 136 de la Ley Orgánica de 
Garantas Jurisdiccionales y Control Constitucional, y artículo 3, numeral 2, literal d del 
Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional.  
Finalidad del acto de control abstracto de constitucionalidad  
La primera parte del artículo 429 de la Constitución de la República dice que la Corte 
Constitucional es el máximo Órgano de control, interpretación constitucional y de 
administración de justicia en esta materia.  
La Constitución de la República, como estatuto de legislación superior, a diferencia de 
anteriores, contiene órganos de control efectivo de los derechos de las personas que ella 
consagra. Sin duda, tales son: los jueces y tribunales encargados de conocer y resolver las 
acciones que la Constitución les asigna, y la Corte Constitucional que ejerce el control supremo 
sobre las decisiones de aquellos, conoce y resuelve las acciones que la misma Constitución le 
confiere, entre otras las determinadas en el artículo 436.  
Concordante con los preceptos constitucionales, la norma del artículo 74 de la Ley Orgánica de 
Garantas Jurisdiccionales expresa: "El control abstracto de constitucionalidad tiene como 
finalidad garantizar la unidad y coherencia del ordenamiento jurídico a través de la 
identificación y la eliminación de las incompatibilidades normativas, por razones de fondo o de 
forma, entre las normas constitucionales y las demás disposiciones que integran el sistema 
jurídico".  
El sistema jurídico del país demanda la existencia de armonía plena entre las normas que lo 
integran, considerando el orden jerárquico que la Constitución establece.  
Análisis de la norma objeto de la acción de inconstitucionalidad  
Dentro del marco constitucional se aprecia que la demanda de inconstitucionalidad en contra del 
inciso final del artículo 90 del Código Tributario, no centrara los mandatos constitucionales. En 
efecto, el principio de generalidad se basa en que la norma jurídica no hace discriminación 
alguna; el recargo establecido en el artículo 90 cumple con este precepto, ya que su peso recae 
sobre todas las personas que se encuentren en igualdad de condiciones previstas en la norma 
jurídica, esto es, que se aplica para todos aquellos que por omisión de su obligación tributaria 
han motivado a que la administración tributaria ejerza su facultad determinadora. En el presente 
caso, no se está analizando sobre un tributo, sea este impuesto, tasa o contribuciones especiales 
o de mejora; se está tratando sobre la facultad de determinación que tiene la administración 
tributaria, sea este el Servicio de Rentas Internas, Corporación Aduanera Ecuatoriana o los 
Municipios. El recargo introducido en el artículo 90 del Código Tributario, tiene una naturaleza 
indemnizatoria, disuasiva y resarcitoria, que persigue impulsar al sujeto pasivo a que liquide sus 
impuestos conforme a la ley, y de no ser el caso, indemnizar a la administración pública por el 
costo en el que incurre por llevar a cabo el proceso determinativo, por el cual se establece un 
mayor impuesto a pagar a favor del fisco; el recargo tiene lugar cuando existe un perjuicio o 
retraso en un pago, es decir, tiene relación directa con la obligación adeudada. La ley se 
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presume que es conocida por todos, por tanto el contribuyente conoce los plazos para declarar 
sus obligaciones tributarias; y si no lo hace, aquello le va a generar el pago de intereses y 
multas. Por lo tanto, no hace falta resolución previa para establecer que el infractor ha violado la 
ley; si el sujeto pasivo no esté de acuerdo con la sanción impuesta o con la determinación con 
sanción, puede ejercer los recursos administrativos y judiciales que considere pertinentes.  
III. DECISION  
En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de la 
Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional, para el período 
de transición, expide la siguiente:  
SENTENCIA  
1. Negar la demanda de inconstitucionalidad formulada por el accionante Luis Javier 
Bustos Aguilar. 
2. Notifíquese, publíquese y cúmplase. 
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Anexo 6: Entrevista Abogados libre ejercicio 
 
Entrevista al Abg. Álvaro Mejía Salazar. Abogado Elite de la firma Sánchez García y 
Asociados, Tax and Legal, Gerente del Área Legal Quito y profesor de la Universidad 
Andina Simón Bolívar- Quito. 
 
Entrevistador: ¿A su criterio que busco el legislador al crear el recargo en la legislación 
ecuatoriana? 
Entrevistado: Definitivamente el legislador estuvo motivado en buscar una función disuasiva, 
decirle al contribuyente que en la medida en que no liquide el impuesto debido, va a tener que 
pagar un monto adicional en el evento en que la administración tributaria realice la 
determinación, es decir es un elemento que lleva a desincentivar prácticas indebidas por parte 
del contribuyente. 
También busco el resarcir ciertos perjuicios que tenía la administración tributaria por el no 
cobro de la totalidad del impuesto debido en su tiempo justo, pero ahí hubo un error, porque 
sabemos que la indemnización por un pago tardío de una suma dineraria es el interés. Entonces 
en una obligación que se cobra intereses por un impuesto ya liquidado, que se le ponga encima 
una sanción (recargo) aunque se le dé la apariencia de un elemento indemnizatorio es 
justamente colocar dos cargas en contra del contribuyente. 
 
Entrevistador: Entonces, por otro lado, en materia de indemnización es lo mismo decir 
que exista un reconocimiento por el labor que hace la administración al determinarte y 
que sea una indemnización por un perjuicio que se le hace al Estado. 
Entrevistado: Los medios a través de los cuales el sector público toma recursos son varios, 
entre los ingresos tributarios, están los impuestos que son tributos no vinculados con alguna 
actividad, están las tasas que puedes vincularle con alguna actividad y las contribuciones 
especiales que le puedes vincular con una prestación del estado.  Entonces si acaso por la labor 
de determinar se tendría que cobrar algún labor sería una tasa, ahora, el recargo no es una tasa, 
la naturaleza de los tributos no hace sentido con aquello. Nosotros financiamos al SRI a través 
de los impuestos, y por su obligación institucional no tiene por qué estar ligado ese concepto de 
reconocimiento por un labor.  
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Lo que se identifica es en mi criterio con una sanción que tiene una clara función disuasiva pero 
que al mismo tiempo colisiona con la existencia del elemento interés. 
 
Entrevistador: ¿Constituye un impuesto el recargo por la caracterización de su liquidez? 
Entrevistado: No, definitivamente no, el recargo no tiene la naturaleza de un impuesto, mucho 
menos de un tributo, es un elemento extra tributario que fue creado con la naturaleza disuasiva 
sancionatoria. 
 
Entrevistador: Ahora bien, al definir al recargo como una sanción. Qué opina acerca de la 
vulneración que configura el recargo en materia de principios constitucionales tales como; 
reserva de ley, debido proceso y doble sanción? 
Entrevistado: Al respecto, el recargo si fue establecido en una ley, la Ley de Equidad 
Tributaria, si bien no se lo estableció como una sanción, viéndole la naturaleza es una sanción y 
si está establecida en una ley. Para mí, como que no se vulnera el principio de reserva de ley por 
el solo hecho de no haberlo colocado dentro  del capítulo de sanciones. 
Respecto del debido proceso también es una línea bastante débil, porque,  al final el recargo es 
un accesorio de una determinación de la obligación tributaria,  para la determinación de esta que 
es lo principal, si tienes un proceso que está establecido en las leyes. Después de esta 
determinación que tiene un debido proceso sale un valor al cual accesoriamente se le calcula el 
20%, es por esto que el debido proceso es una línea muy delicada en decir si es que si o que no 
se lo vulnera. 
Respecto de la doble sanción, eso sí me parece que objetivamente si lo está violando porque te 
colocan una sanción por algo que ya está resarcido por los intereses, por errores de buena fe se 
lo puede hacer, si es que ya hay un dolo hay otro procedimiento y si es que se lo quiso castigar 
tenía que hacerlo no como recargo sino de frente como una sanción, en este sentido te puedo dar 
la razón en lo referente al principio de reserva de ley. 
La idea sería definir la afectación que el ciudadano puede tener al ser glosado con una 
obligación que genere intereses multas y un recargo por un mismo punto de derecho. 
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Entrevistador: En relación al criterio de indemnización de la Administración, el Estado es 
sujeto de derechos, con el fin de que se pueda buscar una afectación a uno  de estos 
derechos que tenga que ser compensados? 
Entrevistado: En teoría general es un hecho que el Estado es sujeto de derechos, pero, en este 
caso, cuando está prestando un servicio público en el cual está obligado por ley, no hay razón 
para la cual se le resarza por la actividad, como bien se señaló en preguntas anteriores, si nos 
vamos por aquello, después el estado nos va a pedir que directamente le paguemos 
absolutamente todos  los servicios públicos que nos dan, y no es así. Hay un pago que todos los 
ciudadanos hacemos para que se sostenga el Estado y sus instituciones, entre ellas la 
Administración Tributaria, que son los impuestos, contribuciones que nosotros hacemos 
desvinculado de un servicio específico, pero financia todos los servicios a la vez. 
 
Entrevistador: Hablo en función de que el Estado sostiene un reconocimiento por la falta 
de un ingreso a sus arcas fiscales, que derecho es el vulnerado, en vez de esto no se 
identifica una obligación del estado una facultad de proteger un patrimonio que es de 
todos nosotros. 
Entrevistado: Así es, lo que se vulnera es no tener un  ingreso por los tributos, pero no tiene un 
derecho en relación a este aspecto la figura es diferente en relación al recargo. 
 
Entrevistador: ¿Cree conveniente que en vez del recargo se amplié el espectro de las 
figuras que ya existen que se encargan de sancionar al contribuyente y evitar los conflictos 
que se manejan hoy en día? 
Entrevistado: No, pueden haber siempre diferentes diferencias en el criterio entre lo que es un 
ingreso gravado, un gasto deducible o no deducible y no porque pienses diferente te tienen que 
multar. Hay ciertos comportamientos tributarios que evidentemente tienen que ser sancionados, 
una evasión una elusión una conducta recurrente que haya sido observada por la administración 
tributaria, claro que tienen que ser sancionados. Pero la diferencia de criterios no puede ser 
multado salvo que haya sido una conducta recurrente. 
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Entrevistador: Que opina referente a un cambio de la matriz tributaria en base a 
incentivos y no a sanciones 
Entrevistado: La administración tributaria necesita las dos medidas, incentivos y sanciones, es 
idílico pensar una ley que se planifique en base a incentivos, se necesita las sanciones, no 
estamos de acuerdo con esta sanción es diferente de ahí el resto de sanciones tienen su 
fundamento lógico. 
 
Entrevistador: En relación a la Jurisprudencia que indica que el recargo es una sanción y 
no es irretroactivo su aplicación. ¿Qué pasa con los casos en los que el recargo ya se cobró 
de manera errónea y se tenga el derecho de que se les devuelva el dinero entregado 
indebidamente? Recuso de revisión, pago indebido o en exceso teniendo en cuenta que 
para estas figuras lo que se litiga son tributos y el recargo no es un tributo. 
Entrevistado: No es un tributo, pero al ser un accesorio si entra dentro de la matriz tributaria, y 
por motivo de justicia y por ser accesorio a un tributo se puede tomar las figuras establecidas en 
el código para poder reclamar sus derechos vulnerados y la respectiva devolución de su dinero 
 
Entrevistador: La idea de sanción que manifiesta la Corte Nacional de Justicia difiere con 
la sentencia emanada por la Corte Constitucional, ¿Qué opinión le merece al respecto? 
Entrevistado: La Corte Constitucional puede referirse al tema de los derechos  consagrados en 
la Constitución, a su aplicación, alcance, pero la  interpretación de estos temas que se refieren al 
control de legalidad  es competencia exclusiva de la Corte Nacional de Justicia, me parece que 
hubo una intromisión de la Corte Constitucional al definir esto como un elemento 
indemnizatorio, porque eso es algo de control de legalidad y eso es competencia de la Corte 
Nacional de Justicia. 
 
Entrevistador: ¿Cuál debería ser el trámite que se le debe dar al recargo, o en su defecto 
no debería existir? 
Entrevistado: Pienso que si debería haber multas en el tema de determinación, pera para 
aquellos contribuyentes que han tenido conductas evidentemente erradas o reñidas con la 
legalidad o conductas han tenido intencionalidad de elusión o evasión o conductas reiteradas de 
temas ya establecidos. Pero en diferencias de criterios no se debería multar. 
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Entrevistador: Usted habla que se debería dar un tratamiento especial a las conductas 
donde se debe una intencionalidad o indebido, a esto, la multa ya existe se debería ampliar 
el espectro de esta en temas más delicados 
Entrevistado: Yo pienso que le recargo debería desaparecer para las determinaciones ordinarias 
pero para  aquellas determinaciones reñidas con la ley, está bien que exista una multa por el 
hecho que la administración se ve forzada el buscar el error de los contribuyentes al determinar 
una conducta ilícita pero no justifico la existencia de un recargo extra. 
 
Entrevistador: Considera Usted que se redujo la evasión, elusión y por consiguiente 
mejoro la cultura tributaria en el ecuador después de entrada en vigencia la Ley de 
Reformatoria de Equidad Tributaria. 
Entrevistado: Administraciones Tributarias como el SRI han realizado varias maneras 
disuasivas cuando han detectado alguna diferencia, mandan cartas conminatorias que ellos no 
consideran actos administrativos, en donde te dicen pague ahora y se evita el pago del recargo 
del 20% como una media disuasivo. No se puede negar algún éxito en la recaudación, lo que es 
interesante de analizar, es que si ese éxito disuasivo no ha cruzado la ligera frontera  en el 
desincentivar el derecho a la acción, una cuestión es una desincentivación, una conminación 
legitima y otra  son las actividades que pretenden limitar o que piensen dos veces el acceso o no 
a la justicia. Cuanto el recargo cruzo esa ligera frontera entre  la disuasión y el desinsentivacion 
del derecho de acción. 
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Anexo 7: Entrevista Abogados SRI 
 
Entrevista a la Abg. Kathya Yépez, Abogada y Analista del Servicio de Rentas Internas 
(S.R.I.). 
 
Entrevistador: A su criterio, ¿Qué busco el legislador al crear el recargo en la Legislación 
Ecuatoriana? 
Entrevistada: El recargo surgió en una época de muchos cambios en la legislación tributaria de 
nuestro país, y desde luego que tenía el objetivo de disuadir a los contribuyentes del 
incumplimiento de las obligaciones tributarias, y con este fin, que ellos cumplan y acaten las 
normas nuevas para que las mismas sean implementadas en el menor tiempo posible, y 
obviamente la forma más fácil de disuadir el incumplimiento es establecer  una sanción, que en 
este caso el recargo inclusive por la Corte Nacional fue concebida como sanción y sin duda 
alguna el carácter recaudatorio ya que el 20% es bastante alto y aumentaría las cargas que se le 
imponían ya al contribuyente. 
 
Entrevistador. En relación al carácter recaudador, se denotaría un elemento atentario 
para el patrimonio de los contribuyentes? 
Entrevistada:  Bueno, el 20% es un porcentaje bien alto, que inclusive si revisamos que las 
determinaciones se realizan 3 años después cuando hay declaración, y cuando no hay 
declaración 6 años después ya con el interés es bastante alertante, y el recargo sin duda alguna 
afecta bastante a las participaciones de las empresa. 
 
Entrevistador: Entonces, por otro lado, en materia de indemnización es lo mismo decir 
que exista un reconocimiento por la labor que hace la administración al determinarte y 
que sea una indemnización por un perjuicio que se le hace al Estado. 
Entrevistada: Están un poco relacionadas, ya que la obligación de la Administración Tributaria 
y el derecho que esta tiene a ejercer sus facultades no necesariamente debería tener un premio a 
esta determinación. Ahora entenderlo como reconocimiento a esta labor no sería muy dable 
porque se supone que es una obligación que está dada por la ley y una facultad que esta ejercida 
base el principio de legalidad. Pero establecer además esta indemnización por la labor creo que 
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es muy discutible, inclusive esto es lo que ha hecho que la doctrina se incline al carácter 
sancionatorio que al indemnizatorio. 
 
Entrevistador: ¿Constituye un tributo el recargo por la caracterización de su liquidez? 
Entrevistada: No, mas bien, para reunir las características que necesita un tributo, su naturaleza 
es totalmente distinta a la del recargo, ya que, para empezar para exigir un tributo de existir un 
hecho generador, y en el recargo no hay un hecho generador. 
 
Entrevistador: Ahora bien, al definir al recargo como una sanción. ¿Qué opina acerca de 
la vulneración que configura el recargo en materia de principios constitucionales tales 
como; reserva de ley, debido proceso y doble sanción? 
Entrevistada: En un Estado extremadamente garantista, la Constitución está sobre cualquier 
otra norma legal, y sin duda, todas las actuaciones deben ceñirse a los principios establecidos en 
la misma. Respecto del recargo ya existe un pronunciamiento de la Corte Constitucional que ha 
reconocido su Constitucionalidad, así que legalmente ya no habría que discutir esas cuestiones 
porque ya fue aceptado por el órgano máximo que tiene la atribución de velar por estos 
principios. Entonces ya más desde una opinión personal entenderíamos que respecto al recargo 
el principio de reserva de ley no veo que exista vulnerabilidad porque el recargo se estableció en 
el Código Tributario, por esto no habría vulneración. Respecto del debido proceso seria 
discutible, y de análisis en cada caso, porque no en todos los procesos de determinación existen 
sanciones y multas mas bien la multa  va por una declaración tardía etc, y no por una 
determinación, y existen otro tipo de recargos que no tienen su naturaleza definida, tienen su 
similitud con el recargo pero no por eso se le puede ver como una doble sanción. 
 
Entrevistador: Ahora bien, La Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria otorga una 
legalidad al recargo, más, si ahondamos en temas de sanciones el recargo deja espacios en 
relación de reserva de ley en relación a la tipicidad ya que no se encuentra establecido 
como sanción ni especifica una infracción a la que se va a castigar, mas su generación pasa 
por un acto administrativo que es la determinación. Dos principios que se relacionan pero 
que en cuestión de garantías y derechos su espectro es más amplio que solo el “sin ley no 
hay tributo”. 
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Entrevistada: Un poco para esto nos ayuda lo que dice el fallo de triple reiteración dictado por 
la Corte Nacional de Justicia, en la cual dice que esta sanción ocurre cuando la Administración 
Tributaria ha ejercido su facultad determinadora y a verificado que ha existido errores en la 
declaración que deben ser corregidos, entonces, mi cuestionamiento es, si existen errores como 
sabemos el recargo es sobre obligación determinada, el cual constituye fuente de derecho y 
constituyen ley en los casos como estas mencionando hubo falta de tecnicismo por parte del 
legislador. La parte en la que te doy la razón es en la que en materia de sanciones tiene que estar 
especifico o como contravención como infracción o como falta reglamentaria, lo cual es claro 
que el recargo no está establecido como tal, y también ya queda sin piso el fundamento que 
antes el recargo no era sanción, tiene su carácter sui generis ya que la Corte Nacional en su 
dictamen es claro al definirla como sanción, es por esto que se debería debatir por qué si es 
sanción no se encuentra en el capítulo de sanciones. 
Ahora muchos dirán que el recargo nació de una ley y es argumento suficiente para demostrar 
que el recargo cumple con el principio de reserva de ley. 
 
Entrevistador: Entiendo. Pero igual el análisis que haces es implícito y queda a libre 
interpretación dependiendo de la óptica de cada individuo, en cuestión de sanciones es 
claro los fundamentos de la Constitución lo norma tiene que ser expresa, y es claro que el 
recargo carece de este precepto en todo su contexto.  Por otro lado qué opinas en relación 
a la retroactividad del recargo? 
Entrevistada: La Administración Tributaria desde que se publicó la norma 2008, ellos 
empezaron a cobrar el recargo retroactivamente y la polémica y el conflicto que genero esta 
situación fue uno de los argumentos principales que tuvo la Corte Nacional de Justicia para 
sacar la Jurisprudencia y determinar que es una sanción este recargo del 20% y que se cobre con 
carácter irretoractivo, osea desde el 2008 para adelante, a efecto de esto, los tribunales aceptan 
las acciones solo por los recargo para enmendar ese error cometido por la Administración.  
 
Entrevistador: Existe otro principio que infiere en el espectro de las sanciones, el de 
proporcionalidad. ¿Que opinión te merece al respecto? 
Entrevistada: Eso sí, es otra de las cuestiones que si lo vemos con el carácter sancionatorio 
debe analizarse, porque una sanción es proporcionada a cada caso, entonces, el principio de 
proporcionalidad en materia tributaria no es el mismo que el de proporcional en materia penal, 
en materia penal dos conductas punibles se sancionan en base atenuantes y agravantes y por ese 
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lado va el principio de proporcionalidad en materia penal. En cambio en materia tributaria va 
más ligado al de capacidad contributiva, del que más tiene más paga. En el recargo de todas 
maneras aun cuando dos contribuyente estén en distinta capacidad contributiva, el recargo se 
configura en la medida en la que ellos omitieron ciertas cuestiones en su declaración, si un 
contribuyente pequeño hizo grandes omisiones en su declaración, no solo pueden derivar en 
cuestiones penales, sino que estas omisiones hacen que él tenga que pagar un tributo  mayor y si 
se le determina a un contribuyente pequeño que tenga que pagar solo mil dólares y debió pagar 
diez mil, el contribuyente grande que pago nueve mil y se le determino que solo tenía que pagar 
mil más el recargo va a en proporción a la omisión que ellos hicieron más allá de la capacidad 
contributiva, la diferencia en sus capacidades económicas etc. 
 
Entrevistador: Perfecto, Cree que el recargo debería seguir existiendo y en cambio de esto 
se amplíen las sanciones tributarias ya existentes? 
Entrevistadora: Hay que tomar en cuenta que el éxito de una sanción, es que esta sanción debe 
disuadir la conducta de un individuo, si una sanción es muy suave, es más fácil para el 
contribuyente decir no importa yo pago la multa o la sanción que me pongan y me arriesgo 
porque más utilidad me genera el pagar un 20%. Entonces el éxito de una sanción es que sea lo 
suficientemente fuerte para disuadir la conducta y también no puede sobrepasar su fuerza al 
punto de que ocurra lo mismo que el contribuyente no pueda pagar, es por esto el equilibrio que 
debe tener una sanción. Al respecto del recargo yo creo que como decía, salió en un momento 
de nuestra historia, en el que como salió gran cantidad de normativa tributaria, la intención era 
de que todos cumplan y se adapten a este nueva sistema que tiene el objetivo de satisfacer las 
necesidades del Estado. Lo ideal sería que en determinado punto, cuando el estado haya logrado 
una cultura tributaria y sus contribuyentes paguen sus obligaciones y ya no sea tan necesario 
este tipo de instituciones tan fuertes, estas se quiten cuya intención no debería ser la 
recaudatoria sino tener un fin para fiscal y cuando se haya cumplido con el objetivo se las retire. 
 
Entrevistador: En relación a la Jurisprudencia que indica que el recargo es una sanción y 
es irretroactiva su aplicación. ¿Qué pasa con los casos en los que el recargo ya se cobró de 
manera errónea y se tenga el derecho de que se les devuelva el dinero entregado 
indebidamente? Recuso de revisión, pago indebido o en exceso teniendo en cuenta que 
para estas figuras lo que se litiga son tributos y el recargo no es un tributo. 
Entrevistada: Debo aclarar que estas son opiniones personales más no oficiales de la 
Administración. Como se ha podido ver la Administración está devolviendo ya sea por vía del 
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Recurso de revisión o cuando haya sido expresamente solicitado ese punto. Los actos que han 
entrado ha recurso de revisión por cualquiera de las causales establecidas en el 146 del C.O.T. y 
se ha verificado que hay un cobro del recargo sale el pronunciamiento devolviéndoles, pero en 
general  se procede solo a petición de parte. Por otro lado no habido una devolución oficiosa del 
recargo en el que se haya analizado los actos administrativos que se cobró y se devuelva 
simplemente porque salió el fallo de triple reiteración porque la norma no lo permite, en otras 
legislaciones si existe este tipo de casos. Por pago indebido y pago en exceso se les acepta y se 
tramita como una acción normal si está en los tiempos establecidos un poco dejando de lado los 
requisitos y como dices la situación si es el caso se maneja más por justicia. 
 
Entrevistador: La idea de sanción que manifiesta la Corte Nacional de Justicia difiere con 
la sentencia emanada por la Corte Constitucional, ¿Qué opinión le merece al respecto? 
Entrevistada: Aquí el análisis es en cuestión de competencias, respecto al de interpretación de 
la ley le corresponde por ejemplo al legislador en este caso los jueces han hecho a través de sus 
sentencias derecho, y el derecho  que debe aplicarse en mi opinión es el de los jueces de la Corte 
Nacional la cual es la encargada de dar la naturaleza del recargo, porque la Corte Constitucional 
va más a velar los principios y que la norma no vulnere los derechos. 
 
Entrevistador: Perfecto, pero si se acepta el fallo de la Corte Nacional, insisto que en 
determinados caso caen en la doble sanción y por ende manifiestan una vulneración al 
debido proceso. 
Entrevistada: Pueden existir muchos  casos de sanción  y algunos cosas  el carácter no ha sido 
establecido, es el caso que te decía, como este recargo que cuando no declaras el crédito 
tributario el monto se recargo con el 100’%, entonces en este tipo de casos es una sanción o no 
lo es, está todavía por verificarse. A lo que manifiestas yo creería que no se está sometiendo al 
principio de doble sanción a la misma actuación, si es que yo le declaro o determino una multa 
al contribuyente o la administración lo hace, esta multa es por la declaración tardía, que no es 
por lo mismo que el recargo. 
 
Entrevistador: Entiendo, ahora si dices que la multa y el recargo difieren en su 
generación, el recargo porque se estaría generando, cuál sería su infracción al ser una 
sanción? 
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Entrevistada: Ese es otro punto de discusión, porque cuando nosotros hablamos del recargo, 
este 20%  va de la mano  con el uso de la facultad determinadora, en cambio la multa o las otras 
sanciones van de la mano del uso de la facultad sancionadora, nadie ha dicho que el recargo se 
da por el uso de la facultad sancionadora aun cuando la naturaleza sancionadora del mismo este 
reconocida. 
 
Entrevistador: Pero y que pasa con el principio de reserva de ley y de tipicidad, donde está 
el error, la conducta reñida con la ley que merezca una sanción penal, al decir que este 
recargo pasa más por una facultad determinadora que pasa con el numeral 3 del artículo 
76 de la Constitución. No hay delito, sin infracción ni sanción previamente establecida?  
Entrevistada: Bueno lo que yo digo es que el recargo como sanción es una consecuencia de la 
facultad determinadora sin perjuicio que la Administración en uso  de su facultad sancionadora 
emitan actos por ciertas conductas que tienen que ver ya con las infracciones que están 
tipificadas en las normas pertinentes, ya por ahí ya son dos cosas distintas. Pero los jueces han 
decidido que el recargo es sanción y lo que está en discusión seria el  proceder pero en materia 
de sanción una cosa son las multas o sanciones que se deriven de resoluciones sancionatorias y  
otra cosa es el recargo del 20%. 
 
Entrevistador: ¿Cuál debería ser el trámite correcto que se le dé al recargo del 20%? 
Entrevistada: El tramite no puede ser otro que el que este dado en la norma, y en la norma te 
dice que el recargo del 20% se da por la aplicación de la facultad determinadora. 
Conozco de casos que se ha dado, que si bien el recargo nació como accesorio a la principal, 
podría ocurrir por ejemplo con diez mil dólares a pagar, más el recargo del 20%, que pasa si yo 
pago y te digo, mediante mi pago yo acepto la obligación tributaria determinada y extingo la 
misma, ahí venimos a discutir en el acta borrador (acto de mera administración) ya hay una 
obligación determinada a la cual hace referencia la Corte Nacional en la Jurisprudencia o esta 
obligación nace en el acta final. Pero si se da el caso que te comento ya no me sale el recargo en 
el acta final, es por esto que es una de las cuestiones en las que yo pienso que no está regulado y 
hasta donde tengo entendido hay algunos criterios contradictorios. 
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Entrevistador: Considera usted que se redujo la evasión, elusión y por consiguiente 
mejoro la cultura tributaria en el ecuador después de entrada en vigencia la Ley de 
Reformatoria de Equidad Tributaria. 
Entrevistada: Seguramente las cifras oficiales estarán publicadas y tendrán los datos exactos, 
desde mi percepción creo que los últimos años sin duda alguna muchas empresas y personas 
naturales se han preocupado más  de los aspectos tributarios para no verse afectado en su 
capital. Es por esto que percibo que si aumentado la cultura tributaria. Todo esto es el resultado 
que aunque parezca fuerte llega al fin deseado que es aumentar la recaudación que si vemos las 
estadísticas han superado las metas de recaudación que se ha obtenido, ahora respecto de los 
medios se ha discutido mucho. 
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Anexo 8: Entrevista Abogados en libre ejercicio. 
 
Entrevista al Abg. David Bustos, Abogado Elite de la firma Sánchez García y Asociados, 
Tax and Legal, Gerente del Área Legal Quito, ex funcionario y Analista del Servicio de 
Rentas Internas (S.R.I.). 
 
Entrevistador: A su criterio, ¿Qué buscó el legislador al crear el recargo en la Legislación 
Ecuatoriana? 
Entrevistado: El legislador lo que pretendió al momento de establecer el recargo del 20% sobre 
la obligación tributaria determinada es establecer una sanción para el contribuyente por no haber 
declarado y consignado en el impuesto a la renta los valores que efectivamente debía declarar, 
esto con el objetivo de establecer precedentes para que los demás contribuyentes observen esto 
y no comentan esta falta de determinación efectiva. 
 
Entrevistado: Según lo revisado en las actas de debate de la Asamblea Constituyente, en la 
aprobación de la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria no se encuentra ningún 
tipo de fundamente en el cual se pueda determinar que realmente se fijó una sanción, es 
más, se trató de aprobar en un conjunto de normas que en relación al recargo no se no 
hablo nada. 
Entrevistado: Es lamentable, pero en fin en esta reforma, si  bien el legislador no hace un 
análisis fundamentado de la ley ya se venía discutiendo al interno del SRI. 
 
Entrevistador: Perfecto, ahora cual es la razón de que si supuestamente en el SRI al 
recargo se lo identificó como sanción antes de su nacimiento, como es que se puede ver que 
en las actas de determinación que,  en el fundamento en los litigios se defiende la postura 
de indemnización al despliegue de trabajo al realizar la indemnización mas no de una 
sanción. 
El criterio que dices es muy subjetivo por varias razones, de la lectura textual de la norma no se 
podría interpretar que corresponda a una indemnización más se le interpreta como una sanción 
como te decía, no se puede decir que se va a indemnizar por el trabajo que el SRI realice 
porque, como ex funcionario del SRI te comento que esto es una obligación que se encuentra 
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dentro de sus facultades, y dentro de sus facultades se establece el determinar examinar el 
establecimiento de los ingresos y la base imponible de los contribuyentes. 
 
Entrevistador: El asunto es complejo, como ejemplo, los mismos organismos de justicia 
tales como la Corte Nacional de Justicia y la Corte Constitucional defienden distintas 
posturas en relación a la naturaleza del recargo. Por un lado La Corte Nacional la define 
como sanción en su Jurisprudencia y la Corte Constitucional  la determina como 
indemnización, cuanta de importancia tiene estos precedentes y que buscaron en la 
legislación. 
Entrevistado: Mas lo que ellos desarrollan es en respecto a la aplicación de esta norma, porqué 
razón, porque dentro de sus facultades, a pesar que esta norma se introdujo el 29 de dic. de 2007 
se la utilizo retroactivamente para analizar casos anteriores, en todo caso lo que analiza esta 
jurisprudencia es la forma de aplicar esta norma, y es a partir del ejercicio fiscal 2008. 
 
Entrevistador: La jurisprudencia hace algo más importante todavía que es darle la 
naturaleza al recargo, lo identifican como sanción por primera vez, a falta de tipificación 
en el Código Tributario. Ahora bien, en relación a las indemnizaciones cree que la 
afectación al crédito del Estado por la no recibir el producto de los tributos se le afecta a 
un supuesto derecho o en su defecto esta es una obligación institucional. 
Entrevistador: El recargo es una parte de la obligación tributaria que no tiene nada que ver con 
indemnizar al Estado ya que para eso supuestamente están los intereses, hasta cierto punto ya no 
existiría una indemnización extra porque no haría falta, el recargo va más por ser un acto 
coercitivo para con los contribuyentes por deducciones que no les corresponde, exenciones que 
no le correspondan y errores en las declaraciones con y sin voluntad 
 
Entrevistador: Perfecto, ahora en relación a los principios Constitucionales, que pasa con 
los principios de Reserva de Ley, Debido Proceso, Tipificación y Doble Sanción los cuales 
al parecer entran en riña por la aplicación del recargo planteado. 
Entrevistador: Hay otros elementos en referencia del principio de reserva de ley, para las faltas 
reglamentarias y las contravenciones, el código les determina que son cada una sin embargo en 
el caso tributario el SRI emitió un instructivo para aplicaciones tributarias, no es ni una 
resolución ni una circular pero algún tipo de norma de mayor jerarquía en el cual establece 
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cuales son los casos por los cuales se va a sancionar en uno u otro escenario, entonces si ves que 
en muchos de los casos el SRI aplica sanciones sin mucho formalismo legal. Consecuentemente 
el SRI, este accionar fundamenta con otros principios como el de eficacia o simplicidad 
administrativa o el de celeridad, por ese lado si bien no cumplen todos los parámetros para una 
sanción están ahí y se están analizando y cumpliendo. 
Por otro lado vivimos en un estado de derecho, en la actualidad en el Ecuador muy 
constitucionalizado, la administración pública y los mismos contribuyentes han utilizado la 
Constitución para fundamentar sus argumentos, existe una línea muy clara en referencia al 
debido proceso porque también te puedo decir que cualquier administración tributaria utiliza 
estos mismo principios para establecer sus determinaciones  a veces en todo su contexto como 
en otras veces se hacen de la vista gorda, todo depende de la preferencia. 
 
Entrevistador: Perfecto, Ahora el  recargo es un tributo? 
Entrevistado: Nunca, primero porque los tributos están establecidos en el Código Tributario, 
los tributos tienen una característica especial a más de estar establecidos por ley siempre tienen 
esta naturaleza por la cual nacen de una actividad económica en el Estado Ecuatoriano, y estar 
sujeta a la determinación de una base imponible y por consecuente el tributo. 
 
Entrevistador: Listo, al expresar al recargo como una sanción no crees conveniente por 
otro lado aumentar el espectro de las sanciones y por ende anular el recargo para que el 
contribuyente no se sienta abrumado de tantas imposiciones diferentes? 
Entrevistado: A mi criterio lo que se pretendió es un poquito distribuir estas sanciones para que 
el contribuyente no se sienta disminuido o molesto o exista malestar hacia el Estado por estas 
imposiciones, si tu impones sanciones más altas lo que vas a causar es un malestar en el 
contribuyente y yo creo que el propósito del SRI es aumentar la carga impositiva y también 
disminuir el ámbito sancionatorio. 
 
Entrevistador: Por otro lado. EL recargo parece ya haber cumplido su vida útil para lo 
que fue creado el cual fue mejorar la cultura tributaria, en relación al esquema de que 
exista una obligación, intereses, multas, un recargo, un afianzamiento del 10% para 
juicios y un total de toda la obligación de caución  por méritos de excepciones no crees que 
es confiscatorio todo estos montos que se cobran al momento de los litigios 
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 Entrevistado: Claro, primero que van en contra de mi derecho a que no se es culpable hasta 
que no se demuestre lo contrario, esto también yo le considero en el ámbito tributario, porque lo 
que está haciendo el SRI es cobrarme el valor que todavía se está litigando en juicio. 
 
Entrevistador: Considera usted que se redujo la evasión, elusión y por consiguiente 
mejoro la cultura tributaria en el ecuador después de entrada en vigencia la Ley de 
Reformatoria de Equidad Tributaria. 
Yo creo que si, a criterio personal el sujeto pasivo prefieren pagar más impuestos y evitar 
utilizar medidas elusivas no tanto a la evasión porque esto es hacerlo con intensión. En fin ahora 
prefieren pagar un impuesto que no necesariamente no sea el que les produce su actividad 
económica y no necesariamente es lo ideal. Por las multas los contribuyentes están intimidados. 
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Anexo 9: Recaudación del Recargo periodo 2009-2011 
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Anexo 10: Estadísticas de Cumplimiento de Recaudación 2011 
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Anexo 11: Estadísticas de cumplimiento de recaudación 2012 
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Anexo 12: Estadísticas de cumplimiento de recaudación 2013 
 
 
 
 
 
 
